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SERVICIO MILITAR Y OBJECION 
DE CONCIENCIA 

fwr Luis GARCIA ARIAS 
Catedrático de Derecho Internacional 

Xo es la primera vez que en esta &tedra extraordinaria de 
la Escuela de Estudios Juridicos del Ejército (1) se trata del 
tema que va eer objeto de mi dieertación (2), al cual también 
se ha referido en una excelente nota su director, el Auditor CJe- 
neral D. EDUARDO DE h’ó LWIS, en la RIUVISTA ESPAÑOLA DE DETW 
CHO MILITAR (3), en la que asimismo hace ocho años el Profesor 
auxiliar de mi cMedra cesaraugustana D. LIUANDRO RUBIO GAliCíh, 

publicó un completo estudio (4). Pero si, no obstante, he querido 

(1) Testo de la conferencia pronunciada el 16 de murzo de 1966 en cl 
Consejo Supremo & Jwticia Militar, de Madrid, dentro del ciclo orga- 
nizado por la Escut’lu de Estudios Jurkiicos del Ejbrcito. 

(2) ANTONIO QUINTANO RIPOLLÉS: La objeción de conciencia ante el ser- 
vicio armado. Conferencia pronunciada el 12 de marzo de 1964 en la Es- 
cuela de Estudios Juridicos del Ejercito, sobre cuyo guión redactó este 
ilustre Catedrático de Derecho penal de la Universidad de Madrid y Ma- 
gistrado del Tribunal Supremo de Justicia, su estudio La objecidn de con- 
cia ante el Derecho penal, en “Estudios de Deusto”. Vol. XIII, núms. 25-26. 
Número-homenaje al P. Julián Pereda, S. J. Bilbao, julio 1965, págs. 607616. 

(3) La Ley francesa sobre objetores de conciencia, en REVISTA ch., núme- 
ro 17. Madrid, junio 1964, págs. 91-98. 

(4) LEANDRO RUBIO GARCÚ: JSuperaci6n del problema de la objecfón 
de concienciaf Un balance de los elementos implicados en REVISTA ESPA- 
ROLA DE DERECHO MILITAR, Madrid, núm. 6, diciembre 1958, págs. 22-55. y 
número 7, junio 1959, pags. 435. Cfr. del miamo autor: Estimuciones en 
torno a la objecidn de conciencia, en “Universidad”, Zaragoza, núms. 2-4 de 
1957, págs. 455464, y Objecibn de conciencia y rw violencia, en “Estudios 
Jurfdicwociales. Homenaje al Prof. Luis Legaz y Lacambra”. Universidad 
de Santiago de Compostela, 1960, tomo II, págs. 1267-1298. 
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LUIS GARCU ARIAS 

ocuparme ahora del tema “objeción de conciencia”, ha sido tanto 
por razones profundas cuanto por su ext.rema actualidad. 

Pues, por una parte, e8 antigua preocupación en mis escritos, 
habiéndole aludido en mis estudios Moral y moralidad interna- 
cionaleu (1954) y Sobre la licitud de la guewa moderna (1955) (6), 
y estimo que, dada su trawendencia jurídico-moral, podría ser Csta 
una buena oportunidad para repensar el tema con su considera- 
ción monográfica, aunque sea dentro de los límites de una con- 
ferencia.. 

Y, por otra .parte, au tratamiento no puede tener un carácter 
.de mayor actualidad: 1.“ Porque en los tres últimos años han apa- 
recido Leyes especiales sobre la objeción de conciencia en tres 
países europeos (Luxemburgo, Francia y Rélgica). 2.” Poque en 
las últimas semanas han tenido bastante eco periodí&ico dos ti,pos 
de casos: uno, el de un javen católico italiano que, faltándole diea 
díaa para la terminación de BU servicio militar, rehusó continuar 
llevando el uniforme militar, por razones de conciencia; otro, el 
de un católico norteamepicano que al ser movilizado para la guarra 
del Vietnam, quemó públicamente su cartilla militar, 3.” Porque 
ant.0 nuestra jurisdicción militar eapaãolh al igual que ep otroe 
paísea, ea cada va mayor el número de ca808 que se preaentau de 
los denominados “Testigos de JehovB”, que rehusan prestar el 
servicio militar; y 4.“ Y sobre todo, ,porque en el Concilio Va- 
ticano II se ba debatido ampliamente la cuestión y en la Ckmsti- 
tucióu Pastoral sobre la Iglesia en el Hundo actual hay una re- 
ferencia bien expresa a los que ex motivo conscientiue arma a& 
hibere recusant. 

I 

Partimos de la instauración del servicio militar obligatorio 
para todos los ciudadanos, desde la Zevée en marree proclamada 
por el Decr&.o franc& de l.3 de agosto de 1793, y seguido por 
todos loa Estados modernos, aun cuando hoy sea importante la 
tendencia a establecer un sistema de voluntariado profesional en 

(5) En revista “Universidad”. vol. XXXI. ndms. 1-a. Zaragoza. 1994, 
p@ínar 8943, y en el volunwn 1 de LG guewa moderno. Universidad de 
Zaragoza. 1966 pfíga. 109.110. 

10 
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las Fuerzas Armadas en tiempos de paz, en virtud singularmen- 
te de la tecni&ación de los Ejércitos (6) o incluso la afectación 
para cumplir el servicio militar activo en el servicio de coopera- 
ción o en el de ayuda tknica a un Estado ext.ranjero en determi- 
nadas condiciones de calificación profeaional (‘7), pero sin que todo 
esto haga desaparecer el sentido general del servicio militar, al 
que en una torpísima expresión acaba de desigmírsele (8) : una 
“aventura hasta hoy obligatoria”. 

Y &lo es así maximamente cuando est8 vigente el concepto de 

(6) Cfr. el proyecto frances de servicio selectivo, que tendrá como 
consecuencia la creación de una categorla de franceses exentos del servicio 
militar, y las consideraciones del General BEAUFRE: Disruacrion et Stratégie. 
Par& 1964, pág. 149. 

(7) El sistema instaurado por la Ley francesa de 9 de julio de 1965 
sobre el Servicio nacional, ofrece las siguientes líneas generales: Todos 
los jóvenes franceses varones quedarán sujetos al Servicio nacional con 
veinticuatro meses de servicio activo; se establece una serle de dispensas 
y excepciones, por causa familiar: el perlodo de actividad podrá ser efec- 
tuado de cuatro modos diferentes: en el servicio de defensa, en la ayuda 
t6cnica y en la cooperación t6cnica. 

El Servicio nacional está destinado a suministrar a los Ejércitos la masa 
del contingente en filas, y los efectivos necesarios para caso de movili- 
zación, siendo Ajado su número anualmente según las necesidades prevls- 
tas, una vez conocido el número de los contratados o voluntarios. El Ser- 
vicio de defensa incluil$ eaencíalmente al personal no milltar que le sea 
Indispensable, que servirá en unidades especializadas llamadas “Cuerpos 
de Defensa” a los que les serán confiadas misiones de defensa civil y 
protección de la población. Las dos últimas modalidades contribulran 
al desarrollo de los territorios de ultramar (ayuda t6cnica) o al de los 
nuevoe Estadoa Independientes de Africa o Asla que lo aollclten (coopera- 
ción t&nlca) , mediante el aporta del personal calificado (clentfflco, tkcnlco, 
docente), que podrá tamblkn acogerse al “servido mllltar adaptado”, que 
es una forma original de ayuda tkcnica que desde hace algunoo aAo$ fun- 
ciona en las Antillas francesas y en la Guayana. 

En junio de 1966 la Asamblea Nacional francesa aprob6 dos proyectos 
sde IRy que establecen el estatuto de los j6va1ws voluntarioa para CUmplir 
el servicio militar activo en el servicio de coopepcro~On o en el de ayuda 
t&cnlca. 

Actualmente, unos 6.000 jóvenee franceses hacen BU servicio en el ex- 
tranjero a titulo de cooperación, repartidos por varios Estados; de alloe, 
2.099 en Africa negra y Madagascar; 1.400 en Argelia, y 1.500 en Túno& 

(8) Hoja parroquial del Obispado de Gerona, núm. 1.987, 9 de enero 
de 1966, pág. 1. 

ll 



LUIS CARCIA ARIAS 

Defensa nacional, que, al decir de la Ordenanza francesa de 7 de 
enero de 1959, “tiene pr objeto el atlanzar en todo tiempo. en 
todacJ las circunstancias y contra todas las formas de agresión, 
la seguridad y la integridad del territorio, así como la vida de la 
poblaci6n”, 9 que podria ser tenido como “una lucha contra todo 
lo que amenace desde el exterior o el interior. abiertamente o de 
manera latente, el espíritu o el cuerpo de la naci6n” (9). Rin duda. 
todos los ciudadanos tenemos el derecho-deber de concurrir a la 

Defensa nacional, sin la cual no se puede organizar ni subsistir 
ninguna comunidad política. 

Loe caracteres de generalidad y universalidad resaltan en laa 
legislaciones de los Estados como principios fundamentales del 
servicio militar, sin m8s excepciones que las que dimanen de cau- 
sas físicas o de situaciones especiales. 

Pero dentro de estas situaciones especiales se pretende incluir 
la denominada “objeci6n de conciencia”, a la que se podría definir, 
en Srminos generales, como la objeción que alega una persona 
que se niega a cumplir el servicio militar en tiempo de paz o a 

actuar como combatiente efectivo o auxiliar en tiempo de guerra, 
por estimar que sus convicciones religiosas 0 filosiífico-morales 8on 
incompati,bles con el servicio de armas o con su actuación en 
un determinado conflicto Mlico. 

Hay que distinguir asi do8 clases de objetores, o mejor -según 
bien indica el Qeneral Dn X5 (lo)- de objetante8 de conciencia: 
108 que formulan uua objeción general al servicio militar y los 
que ue oponen a participar en una guerra como combatientes, 
por estimar que ésta e8 ilicita 0 ílegal. 

Mas dejemos ahora aparte a los de esta segunda manifesta- 
ción, que tiene una problem&tica bastante distinta de la prime- 
ra, y un tratamiento cl&sico que re8alta en FRANCISCO rm VITO- 
RIA (ll). Dentro de ella se 8itúan aquc4los que, como el aludido 

(9) Vide Lurs GARcfA ARUS: El nuevo cmcepto de Defensa Nacional. 
Vol. 1 de “Defensa Nacional”. Universidad de Zaragoza, 1958, phgs. 104-111. 

(10) op. cit., pag. 91. 
(11) Para FRANCISCO DE VITORIA (Relectio posterior de Indfs. Cuarta 

cuestión. Ed. GeUno, págs. 405-415), no es siempre suficiente que el Prfn- 
cipe crea Justa la guena, sino que los súbditos están obllgados a examinar 
las causas de la guerra, y sl les constare su injuetfcia, no pueden ir a 
ella, aun cuando el Pr-hipe lo mandare: “cuando los súbdftos tengan 

12 
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David Oler, no ha querido 8er movilizado, en octubre ultimo, 
para ira la guerra que los EMados Unidos sostienen en el Vietnam, 
por considerarla ilícita, o incluso su connacional Roher Lntig, 
que, en febrero pasado, siendo soldado destinado en una base ca- 
liforniana, al enterarse de que iba a 8er trasladado al Vietnam, 
presentó una demanda contra el Secretario de Defensa, alegando 
que la guerra que 8e lleva a cabo por su país en el sudeste asiati- 

co, “viola la8 leyes y los Tratados firmados por el Gobierno de 
los Estados Unidos”. 

Vamos a referinos aquí y ahora tan sólo a la objeción de 
conciencia contra el servicio militar. 

Mas, a su vez, entre e&oa objetante8 habría que diferenciar 
otras dos clases: los que 8e niegan a someter@? 8 todo k8ervicio 
militar aunque no sea de armas, y los que se niegan a entrar 
en el servicio militar con arma8. Lo8 primero8 son 108 pacifistas 
integrales, que presentan una objeción general y absoluta: los 
8egundos, una objeción limitada, en cuanto pueda presuponer una 
participación personal como combatiente en una guerra (12). 

conciencia de la injusticia de la guerra, no les es lícito ir a ella, se equi- 
voquen 0 no”. 

Bien entendido que, según el Catedrático salmantino, son los “senado- 
res, gobernadores y, en general, todos los que, llamados o libremente, 
son admitidos al consejo público o al del Principe, los que deben y están 
obligados a examinar las causas de una guerra justa”, y “las personas 
de menos importancia” no estAn obligadas a examinar las causas de la 
guerra, sino que pueden pelear confiando en sus superiores, salvo que 
“hubiese tales indicios y argumentos de la injusticia de la guerra, que 
no se excusase la ignorancia ni aún a estos tales”. Pero, “en la guerra 
defensiva, no s610 pueden loe súbditos seguir a su Princlpe en un caso 
dudoso, sino que estAn obligados a seguirle”. 

En definitiva, a5rma VITORIA: “De ninguna manera se puede obrar con- 
tra la duda de conciencia, y si dudo de si esto me es llcito o no, peco si 
lo hago. Pero no se sigue que si dudo de si es justa la causa de determi- 
nada guerra, dude de si puedo pelear en ella, sino más bien lo contrario. 
Pues si dudo de 81 la guerra ea justa se sigue que puedo ir a ella por 
orden de mi Prlncipe”. 

(12) Según Yvm M-CONQAR (El Ejhcito, la Patria y la conciencia. Bar- 
celona, 1966, págs. 78 y 81-82), hay que afirmar la legitimidad de la ob- 
jeción de conciencia limitada y condicionada, refiriendose a la no obedien- 
cia a ciertas órdenes superiores; en cambio, opina que no es legitima la 
objeción absoluta. 

13 



LU18 GARCIA ARIAB 

Y tambien habría que distinguir a los objetantes de concien- 
cia de los claudicantes. Como acaba de escribir LIDGAZ, loa pri- 
meros hablan en nombre de una conciencia moral o religiosa que, 
por lo menos, en ,principio, es respetable y se comportan pacífica- 
mente, y los segundos creen que debe darse la no guerra (porque 
ef3o ya no ea pas) aunque subsistan las causas y aunque fracasen 
los medios pacfficoe de atajarlas y suelen ser violentos (13). 

II 

La rala de la objeción de conciencia se encuentra en doctrinas 
religiosas o en convicciones filoeótlco-morales basadas sobre ellas. 
Destaquemos en especial, Ipero con concisión, las surgidas en torno 
al cristianismo, en sus grandes etapas históricas: 

1: CRISTIASISMO PRIMITIVO 

De los Evangelios no se desprende ninguna repulsa del servi- 
cio militar (14), y antes al contrario el centurión fue ensalzado 
por su fe, pero Cristo no le rguirió para que abandonase su 
profesión militar, así como tampoco se lo habla exigido el Bau- 
tista a los soldados (úlum;e, 3:12-14). 

Pero en la Iglesia primitiva hubo claras manifestaciones pa- 
cifistas, que en volandas de un cierto angelismo llegaron a con- 

siderar incompatibles el servicio militar y la profesión de fe cris- 
tiana (X5), por dos razones fundamentales: el culto al Emperador 
y las ceremonias idolátricas que se imponian en el Ejercito, y 

(13) LUIS LECAZ Y IACAMBRA: La idea y el fenómeno oTe la paz, en “De- 
recho y Paz”. Madrid, 1964, Hg. 6. 

(14) F~OLAND H. BAINTON: Actitudes cristianas ante la guerra y la paz. 
Madrid, 1963, pag. 51. 

Según YVES M-CONGAR (Op. cft., pzíg. 75), “el error de quienes Invocan 
ciertos textos del Evangelio en favor de una objeción de conciencia radfcal 
o absoluto, consiste en transportar, taE cual, al orden polltico unos textos 
que enuncian la ley del Cuerpo mlstlco o del Reino de Dios”. 

(15) JW+MX~XR HORNUS: Evangile et labatwn. Etuda sur l’attitsule UU 
ehriationfsme primftif devan les problèmes de I’Etat, de ia guerre et de 
la violence. Ginebra, 1960. Singularmente capitulos III 3 v. 

14 
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el rechazo de la violencia y el respeto a la vida humana. .De aqnf 
la tendencia que expreso Tertuliano en la primera obra, De Co- 
rono Yilitie, en la que fue planteado claramente el problema de 
la participación del cristianismo en el Ejercito, y que formularía 
despues en su De Idolotria: Al desarmar a Pedro, el Señor des- 
tintó a todos los soldados. Nadie puede considerar como lícito el 
llevar un uniforme que representa actos ilícitos”. Y el poeta cris- 
tiano Lactancia, afirmara : “no le esta permitido al justo llevar 
armar, pues su milicia es la jwticia”. 

Mas habria que tener en cuenta frente a la tan invocada au- 
toridad de Tertuliano, no s610 que no es siempre f4cil decidir 
cuando sus textos estin infeccionados por la herejla montanista 
en la que habría de caer, sino que trataba de subrayar el caracter 
idolatrico de las obligaciones impuestas al militar y que el fiel 
cristiano no podfa aceptar (16). Ademas, Tertuliano era un apa- 
sionado de su patria cartaginesa dolido de su dominación por 
Roma (17) y un cosmopolita que afirmaba : “So conocemos más que 
a una sola Repúttlica, común a todos: el Mundo” (18). 

Con todo, ha de admitirse que los cristianos de los trw prinle- 
ros siglos de nuestra Era, dentro del clima hostil del Imperio 
Romano, no veían con buenos ojos la pertenencia de un fiel a 
un Ejército que, importa resaltarlo, generalmente se reclutaba 
mediante el voluntariado, estando considerado el soldado como 
una especie de mercenario. El problema de conciencia en rigor 
se presentaba para los soldados convertidos al cristianismo tlu- 
rante su servicio militar o para los cristianos hijos de soldados 
veteranos que tenían una cierta obligación de suceder a sus padres. 

Mas de los argumentos de ‘lkrtuliano y de numerosos testimo- 
nioa ~histkicos se deduce con nitidez que en el Ejercito romano 
hubo en estos siglos, singularmente en las Legiones de Oriente, 
un buen número de soldados cristianos, muchos de los cuales mo- 
rirían mártires por BU fe, no por renegar de las armas (19). Y cuan- 

(16) J-M. HORNUS: Op. dt., p&. 20. 
(17) Ibid., pAg. 28. 
(18) Apol., 38, 3. CR. por HORNUS: Ibid., pbg. 85. 
(19) R. H. BAINTON: Op. cit., pág. 65. 
DANIELROPS (L’Egtise des apôtres et des ~nurtyrs. Ed. Fayard. Fax%, 

1960, pAg. 403), estima que los canoa de objeción de conciencia crlstlana~ 
al servicio militar, fueron en estos primeros siglos casos “excepcionales, 

15 
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do el mktir Maximiliano proclama que no le es permitido ser 
soldado, pues es cristiano, y el procónsul le advierte que en la 
Guardia de los Ckares hay soldados cristianos y militu&, aquél 
no los censura (2%). 

En definitiva., creo que podría concluirse sobre esta magna 
cuestión, que en los primeros siglos de nuestra Era, aun cuando 
hubo en los cristianos un estado de espíritu contrario a compro- 
meterse 0 8 continuar en el *servicio militar voluntario, tanto por 
los ,peligros idolMricos, cuanto por un sentimiento pactista desde 
fuera de las responsabilidades terrenaks del Imperio Romano, en 
manera alguna esta posición fué una especie de dogma o incluso 
de ley eclesiástica (21). 

Antes, al contrario, esta posición irenista habría de cambiar 
rotundamente después de las grandes persecuciones, cuando los 
cristianos se incorporan a la gobernacibn del Imperio. Ta Celso 
había reprochado, en el siglo II, a los cristianos el que fueran 
malos ciudadanos al rehusar el servicio militar, pues *‘si todos 
los hombres hicieran lo mismo. el César quedaria completamente 
solo y abandonado, y el Imperio caería en manos de los bkrbaros”. 
En el sinodo de Aries, convocado por Constantino en el ado 314, 
en el tercero de sus chnones excomulgó a los soldados que rehu- 
swen cumplir el servicio militar en tiempos de paz (22). En ade- 
lante, la objeción de conciencia cont.ra el servicio militar no va 

pero sintomáticos: la oposición profunda entre Roma y la Iglesia tiende 
a pasar del plano religioso al plano cívico y polftico. No es, por otra 
parte, en general, a la romanfdad a la que los cristianos se oponen; sienten 
profundamente, en esta Qoca, el servicio que el orden romano, la orga- 
nizaclón romana han rendido a su propaganda, miden la aportaclõn de 
Roma a la civilización. Lo que rehusan, es la superstición tal como el 
Imperio la practica e incluso la erige en regla: es la profunda inmoralidad 
que mantienen los poderea públicos: es la injusticia de la sociedad”. 

(20) Cfr. H. BNIDY: Lo conversión aw premiers siècles. Paris, 1949, 
pAginas 246 y slgs. 

(21) Escriba, en cambio, KARL RARTH: “Se encuentra en Orígenes, 
Tertuliano, Cipriano y Lactancia las m6s claras explicaciones sobre la 
incompatibilidad de una participación símulthea en la militia Christf y 
en el mundo militar. Habla entonces m&rt.lres por la causa que hoy lla- 
mamos objeción de conciencia”. Cit. por I-IFNRI FEXJCEK Trois questions 

lmdoties d Roms. Paría, 196& ptíg. 100. 
(22) Sobre sus diversas interpretaciones, vide las obras citadas de 

HORNUS (phgs. 127-128) y BAINWN (phgs. 7677). 
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.a .WP admitida por la Iglesia católica, *pero el va a renacer con 
fuerza en las distintas sectas her&icaa del cristianismo. ;; 

Ochenta años despu& del Concilio de Aries, en el Imperio ya 
gobernado por loe cristianos se produjo un acontecimiento. d<l 
enormes dimensiones, que va a reafirmar la posición cristiana so- 
bre la necesidad de cumplir el servicio militar: la primera gran 
invasión bArbara, que puso en peligro al Imperio e hizo nacer 
en los cristianos un sentimiento patriótico frente a los bkbaros. 
que san Ambrosio de Hil8n considerarla como verdaderos salvaje* 
contra los que había que defender la paz y la civilización (23). 

T así xf? consagraría la doctrina cl8sica de la Tglesia cat6lirx 
no sólo sobre el servicio militar, sino sobre la misma guerra, que. 
iniciada ‘por San Ambrosio y San Agustín, MX% lentamente elë- 
borada por los canonistas medievales, solidificada ,por los teólogos 
desde Santo TomAs de Aquino, y que verticilar& con 10s moralia- 
taa de la Edad Moderna, como FRANCISCO DB VITORIA, y alcanzar5 
su m6a completa formulación contempor&nea con el Papa Pi0 SI 1. 

2.’ DOCTEXSA CLÁSICA DE LA IGLMA CAT&IC*A 

Al colocaree la cruz encima del Zaòarwn militar, y para de. 
fcnder la Pt.w Romana que ae funde con la Pax Ohrietium (2-i). 
ee mani&&a ein equivocos la compatibilidad del cristianiwncl 
con el w-vicio militar, y no ~610 para mantener la ordenada COII- 
cordia de la comunidad en tiempo de paz, sino para debelar H 
los enemigos en una guerra que aea justa. 

(23) J-M. HORNUS: Op. dt., ptlg. 132. 
Lof~ primeros cristianos -como escribe Yvra M-C~NGAR: Op. cit.. págl- 

na 71- “observaban, con respecto al Eetado. una actitud de obediencia 
leal en las coeas temporales. pero no crefan tener que asumir. como 
cristianos, una búsqueda activa del blen temporal o terrestre de los hom- 
bres. Las coas8 cambiaron, evidentemente, en la situación de una sociedad 
ampliamente críatlana, donde loa cristianos ocupaban loe m& altos cargos 
ClVileS”. 

(24) PIXUDQJCIO (CO&fa S~wh~m, II, 686). cant. eak fUsi6n: “A 
Jrw mortalea enzarzados por el odio de Belona, . ../ Dloa contuvo y enueñá 
la6 leyes de Roma, uniólw por un Derecho, un nombrp, una fratemi- 
dad.../ Y ahora, oh Chrlato. un mundo dispuesto te acepta./ ensamblado 
por el común lazo de Roma y la Paz”. 
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San Ambrosio (34~397), que había sido prefecto pretoriano del 

norte de la peníusula latina antes de ser nom.brado Obispo de 

Mil&n, fu& quien ,primero expresaria la nueva doctrina de la gue- 

rra justa, que da por supuesta la incorporación de 108 cristianos 

alosEj&witos: “el valor que protege a la Patria en guerra contra 

los barbaros, que defiende a los debiles en el interior del pal8 o 

a los aliados contra los 8altesdore8, está lleno de justicia” (?5). 

8an Agustín (354430) completara la doctrina de la guerra 

justa en los mismos díae de las invasiones de los barbaros, que 

amenazaban su sede africana de Hipona después de haber con- 

quistado Boma el godo Alarico el 411, y tras haber decretado 

d Emperador Teodosio II, el 416, que Rólo los cristianos podían 

formar parte del Ejército romano. San AgU8tín escribía al Ge- 

neral romano Bonifacio: “La paz debe 8er el objeto de tú deseo. 

La guerra debe 8er emprendida sólo como una necesidad y de tal 

manera que Dios, por medio de ella, libre a los hombre8 de e8a 

necesidad y le8 guarde en pa8. Pues no debe buscarse la paz a fin 

de alimentar la guerra, sino que la guerra debe Ilevarse a cabo 

para obtener la paz”. “ El amor no excluye la8 guerra8 impuestas 

por el bien”. “El eoldado que mata al enemigo es simplemente el 

servidor de la ley. Le es, ,pues, fácil cumplir su servicio 8in pa- 

Odón, con el fin de defender a 8~8 conciudadano8 y de oponerwe 

a ‘la fuerza por la fuer88”. 

Bien entendidó que tanto para Ambrosio como para Agustín, 

en esta guerra justa y, por tanto, del servicio militar sólo deben 

C!Sbtr exclnidos los monje8 y 108 8aCWdO~8, 108 CU8je8 -eS&- 

hiera San Aguatin al General Bonifaein “rizaran por ti contra 

tus invisibles enemigos; debe8 luchar en lugar de ollo8 contra 

los barbaros, 8118 enemigos visibles” (26). 

Deede entonces, aun cuando 8e registren algunas manifesta- 

ciones contradictorias en los primeros siglo8 medievales respecto 

a la pWík!nCia impuesta a los que combaten incluso en una, guerra 

(25) Cfr. E. HOMES DUDDEN: The Lije ond Times oj St. Ambrose. 2 VW 

lúmenes. Oxford, 1935. 
(28) Cfr, YVES DE LA BRIERE: Lo conception de la paix et & la gua-re 

eAea Sain Augwtin, en “Ftevue de Phillsophie”. XxX, 1930, págs.. 566 y 
riguientes. J. lCcmms: Le Droit des Gens chez Soint Augustin, en “Rerue 
de Droit International et de L6glslation Compark”, 3.’ serie. XIV, 1933, 
paginas 634 y sigs. 
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justa, S& doctrina comtín de los escritores católicos y aun de la 
Igleeia la compatibiiidad entre el cristianismo y el servicio mi- 
litar y la aceptación de laa guerras justas, declaradas por la 
autoridad del Prfncìpe, para uZ&ci iniuriaa, esto es, no ~510 para 
vengar el orden moral conculcado, sino tambien para defender 
y mantener el orden objetivo y mas directamente para proteger 
y restaurar los derechos particulares amenazados o violados (2’7). 
En adelante, desde el punto de vista cristiano, la objeción de con- 
ciencia no puede justiticarse más que como una vocación a la 6an- 
tidad (28), y de aquí la exención del clero y de 10~ monjes del 
servicio militar, reconocida ya por Constantino, aunque entre los 
años @36 y 908, diez obispos germanos cayeron en el campe ,de 
batalla (29). 

Tras San Isidoro de SeviUa (560-63fi), el Decreto de Gracia- 
no I(llBl), San Raimundo de Peñafort (l,lO-12%) y Santo Tomas 
de Aquino (1235l274) fueron los que principalmente ronsttuyeron 
la teoría medieval de la guerra justa, con sua tres condicionw 
exigidas: autoridad del Prfncipe para declararla, causa justa para 
emprenderla e intención recta al hacerla. Cumpliéndolas, la guerra 
no es ilícita, no es pecado, sino un medio violento, pwo nccesnrio, 
para restaurar la paz, favoreciendo el bien y rechazando el mal. 

Y M?I% Fray F~uvxwo DHJ VITORIA quien, en la Edad Modernos, 
elabore con más solidez la doctrina clasica sobre la guerra justa, al 
par que reafirme, frente 8 laa corriente8 protestantes que (>ntonws 
zurgen, la licitud del servicio militar para los cristianos. En su 
Relee% posterior De In&, el Catedratico salmantino, basándose 
en San Agustín y Santo TomLs, arma: L4cet ChriatianZs militnre 

et bella genere (30), siendo “la única y sola causa justa de hacer 
la guerra, la injuria recibida” (3J), pero no una iniuria cualquiera 
o leve, sino gra%e. Admitida así i7t genere la licitud de la guerra 
delarada por Princi:pe o Hepublica competen& con justa cauw, 

(27) ROBERT REGOUT, S. J.: La doctrine de la guerre juste de Saint 
Augustin d nos jours. París, 1935, piíg. 44. 

(28) J. DANIELOU: La non-uioleme sebn L’Escriture et Za Traditiok’ 
Actas del Congreso de Pax Christi. Parla, 1955, pág. 28. 

(20) R. H. BIINTON: Op. cft., PQg. 97. 
(.W) Edición de las Relecciones Teoldgicas del Maestro Fray Francisco’ 

de Vitoria, por Lux9 G. ALONSO GETINO, tomo II, pAg. 389: Madrid, 1934.’ ’ 
(31) Ibid., peg. 309. 
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trAtese de guerra defensiva u ofensiva (32), siempre que se realice 
rectamente y con un objetivo esencial cual es el conwguir “la paz 
y la tranquilidad, que son el fin de la guerra” (33)? \‘ITMIA estima 
que hay guerras en concreto ante las cuales el súbdito, “si le 
consta la injnstieia de la guerra, no ,puede ir a ella”, “no les es 
lkito ir a dla, se equivoquen o no” (34), si bien, en caso dudoso, 
tratandose de guerra defensiva, loa súbditos están obligados a se- 
gnir a su principe (35). 

,Dentro de e&a concepción clásica, tradicional en la Iglesia 
católica, no hay lugar, pues, a la objeción general al servicio mi- 
litar, pero sf a los objetantes a una guerra concreta y determinada. 

Tal doctrina se reflejará, aun adecuada a las condiciones hktó- 
ricas de la Europa del siglo x1x, en el gran &‘Ensago teórico de 
Derecho natural apoyado en los hechos”, de LUIS TAPAHISLLI ~)‘Azp.- 
GLIO, 8. J. [1793-18621 (36) y tendra su mas deílnitiva formula- 
ción para nuestro siglo xx, en el Papa Pfo XII (37). 

Como todos sus predecesores doctrinales, Pfo XII exaltó la paz, 
pero no una pa5 que se definiera como una mera ausencia de gne- 
rra y que estuviera basada en el mero materialismo moderno (.38). 

(32) Ibid., pag. 391. 
(33) Ibid., Mg. 404. 
(34) Ibid., p&g. 407. 
(35) Ibid., p@. 413. 
(36) YVES DE LA BRIERE, S. J.: El Derecho de Za guerra justa. Meji- 

co, 1944, p6gs. 61-62. 
(37) Cfr. RENE COSTE: Le problème du droit de guerre dans la pensée 

de Pie XZZ fF%rls. 1962). GERARD HERBERICHS: Théorie de la poiz selon 
Pie XZZ (Par& 1964). 

(38) Dijo Pfo XII en su mensaje navideño de 1951: “Nos deploramos 
la monstruosa crueldad de las armas modernas. La deploramos y no ce 
#amos de rezar para que no sean nunca empleadas. Pero, de otra parte, 
¿no es tal vez una especie de materialismo prhtico, de sentimentalismo 
superflclal, el considerar el problema de la paz única o principalmente por 
la exktencla y amenaza de aquellas armas, mientras no se cuida de la 
ausencia del orden crlatlano, que ee el verdadero garante de la paz?’ 
(Acto Apostolicae Sedis. X2CXXN/l. Vaticano, 1952, p6g. 121. 

Y anteriormente, en el radlomensaje navldeflo de 1948, el mismo Papa 
habla indicado que la voluntad materialista de paz, no era la voluntad 
crístlana de paz, sino “un simple sentlmlento de humanidad, hecho 
las ti de laa veces de una pura Impresionabilidad, que no aborrece 
la guerra más que por sus horrores y atrocidades, por BW deatruccíonee 
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La verdadera gaz es ohra de la jnsticia, por alo cual *‘la segura 
y estable paz es, sobre todo, un problema de unidad espiritual y 
de diaposición moral” (39). Sin duda, la Iglesia cat6lica “detesta 
la guerra y 8118 horrores, especia.lmente ahora en que IOR medios 
b6licos destrnctivos de todos los bienes p de toda civilización ame- 
naaan a la temerosa humanidad” (40). 

“Pero si la Igleia rehusa admitir cualquier doctrina que re- 
tenga .a la gnerra como un efecto newsario de fuerzas’ cósmicas, 
fíeicas, biológicas o economicaa, es, no obstante, ajena a la ad- 
misión de que la guerra sea siempre reprobable” (41). Ciertamente, 
rJobFe la “guerra total” moderna, la guerra 1-i. B. C.! en especial, 
“no puede subsistir ninguna duda, en particular a cauRa de los 
horroiw y de 1~ inmensos sufrimientos provocados por la guerra 
moderna, que desencadenarla sin justa causa (es decir, sin que wa 
impuesta ,por una injusticia evidente y extremadamente grave. de 
otra manera inevitable), constituye un delito digno de las aancio- 

ues nacionales e internacionalea mfb3 Revera8. No t3e puede incluso. 
en .principio, ,plantear la cuestión de la licitud de la guerra ató- 
mica, química y bacteriol@ica, sino en el caso de que deba ser 
juzgada indispensable para defenderRe en las condiciones indica- 
das. Sin embargo, incluso entoneee es .precko eRforzarse por todos 
los medios en evitarla graciaa a loe acuerdoa internacionales o en 
poner a su utili~cibn limites bastante netoa y estrechoR para que 
au8 efectos eeten limitados a las exigencias estrictas de la defenna. 
Haa cuando la utilización de este medio escape enteramente al 
control ‘del hombre, su utilización debe ser rechazada como inmo- 
ral. Aqui ya no ER? tratarfa de la “defensa” contra la injusticia 
y de la %alvaguardia” necesaria de posesiones legftimas, sino de 
la aniquilación pura y simple de toda vida humana en el interior 
del radio de acción. Eato no e&í permitido a ningt5n titulo” (42). 
“No es suflcienteT pues, el tener que defenderw contra cualquier 
injusticia para utilizar el metodo violento de la guerra. Cuando 

y aus consecuencias. pero no tambíh por su ínjuatkia” (A. A. S. XXXXI/l. 
1949). 

(39) Plo &: Mensaje navidefío de 1953. A. A. S. XXXXVI/l. 1954. 
ptiglna 13. 

(40) Pío XII: AZZmutfo. 'A. A. S." XXXXVIII/G 1956, p@. 291. 
(41) P!o XII:AZlon*fo. 'A. A. S." L/8. 1958. p@. 371. 
(42) pto XII: AZZocutfo. “A. A. S.” XXXXVI/l4-15. 1954, pí@s. 580590. 
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los daños entrañado8 por &a no son comparables a los de la 
injueticia tolerada, se puede tener la obligación de suf& la in- 
justicia” (4-3). 

I)e estas palabras textualen del Papa Pío SI1 resulta la ade- 
cuación de la doctrina clhska de la guerra justa a las condicio- 
nes de nuestra era atómica: pude ser lícita la guerra defensiva. 
Todavía hoy, afirmo el Romano Pontifice! “puede darse el ca80 
en que la guerra, habiendo rersultado vanos todos los eafuerzo 
para conjugarla, para defender= eticazmente v con la esperanza 
de favorables resultados contra injustos ataquen. no podría ser 
considerada ilícita” (4-I). T ello, porque “hay bienes de tal im- 
portancia para la convivencia humana, que su defenua contra la 
injusta agresión es, sin duda, legítima” (AY). 

Esta eti, en Huma, la Niempre cl6sica exposición de la que de- 
nominó Pío XII la “alta dottrina ddla (ihiesa stila guerra giuRta 

ed iIlgiUf+til, t3ulla liceita e la i~llcceità del ricorwo alle armi” (46). 
1’ dentro de dla, tampoco hay lugar a la objecibn general al 

wrvicio militar, que ae formula en volandas de un pacifismo inte- 
gral que rechaza toda clase de guerra, incluída la defenrdva. 

El miemo Papa Pío XII declaró expresamente ante la obje- 
ción de conciencia: “Si, pues, una represent.acic’,n popular y un 
Gobierno elegido con libre sufragio, en extrema necesidad, con los 
legitimos medion de polltica exterior e interna, adoptan medidan 
de defensa y ejecutan las disposiciones a su juicio neceaariaa, ae 
comportan igualmente de forma no inmoral, de manera que un 
ciudadano católico no puede apelar a su propia conciencia para 
negarse a prestar BUS eervieioa y cumplir los debereu determina- 
dos por la ley. En esto nos sentimos plenamente en armonía con 
nuestros predecek3orea León XIII y Benedicto SV, los cuales no 
negaron tal obligación” (47). 

(43) F’fo XII: Altocutio. “A. A. S.” XXXXV/l5. 1953, pág. 748. 
(44) Pfo XII: Mensaje navideño de 1956. A. A. S. XXXXIX/l. 1957. 

página 19. 
(45) Pfo XII: Mensaje navidefio de 1948. A. A. S. XXXlgI/l. 1949, PA- 

gina 13. 
(46) Pfo XII: Mensaje navideño de 1954. A A. S. XXXXVII/l. lQ%, 

página 19. 
(47) Pfo XII: Mensaje navideño de 1956. A. A. S. XXXXIX/l. lQS7. 

pigina 19. 
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Desde luego, w trata aquí de una condenación de la objwión 
de conciencia absoluta y general, pero tambi6n del rechazo a re- 
conocer la legitimidad de la objeción de conciencia limitada en 
tanto que regla social, en donde ae den las tres condiciones ee- 
ííaladas por Pfo XII (48). 

Mazadas por el comdn sentir cristiano desde el tradicional- 
mente llamado Edicto de MiUn (333), en forma cada vez m8e 
general, la incompatibiljdad de la fe con el servicio militar y adop- 
tada.con creciente unanimidad la doctrina de la guerra justa, x-1 
pactiamo integral va a i&ccionar a la mayor parte de 1~ wct as 
~her&icaa del cristianismo, comenzando por el montanismo. qw 
tuvo a Tertuliano como a MO de BUS propagadores (49,. 

Tertuliano contestar6 negativamente a la cuestión An. itb toturrr 
Christiank mili% conveniat. Pua -indica en su L)e w’wt1a nli- 
zitis-, i cómo un cristiano “podti vivir con la espada al lado, 
cuando el Señor ha dicho que el que se sirva de la espada, pcw 
cerA por la eepada? gT tomar8 parte en loe combates, Cl, el hijo 
de la pan a quien incluso los ~procesos le est8n prohibidos?. . . i. .\IoII- 
tar8 la guardia para otroe que Cristo?... ~CuBntos otros drherw 
propios de laa funciones militares deben wr tenidos como trans- 
gresiones de la ley divina?“. 

El mimo Origenes, que no cyó en la herejía, pero cometió 
graves errores dogmkticos, se mostró aaimiamo contrario a que 10s 
cri&.ia.noa pudieran formar parte del Ejército, y .pidió que 8e lex 
concediera la misma dispensa que a loe sacerdotes de los idalos. 
Puea -+scribiria en su Gontro Celeo-, “loa cristianos han SMi- 
bido la enseñanza de no defenderse contra 8~8 enemigos”. 

En la Edad Media mostrarán un claro irenismo, en I~H siglos 
XI y XII, los valdenses y los albigkws, proclamando ambos cjue 

. . 
(48) RENÉ Cosre: Akws ou Jbust La consciente chdtienne juge (0 

guewe. Lyon, 1963, pág. 120. 
(49) Según THEOD~RE RUYSSEN (Les soeces doctrinales de l’intevva- 

tionaliane, tomo 1. París, 1954, pág. 48). Tertuliano abandonó definltlwa- 
mente el catolIclsmo ortodoxo por el montanismo en 213, pero estaba yaa- 
vlslblemente bajo la influencia de esta herejía cuando .eacrlbló el De cwona, 
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toda guerra e8 abominable y moetraudo laa dos sectas un cierto 
carbcter antieocial, que le8 lleva 8 rechazar el servicio militar (óo).~ 
En el @lo xrv,.Jnan Wiclef, lprimer precursor de la Reforma pro- 
testante, Rostiene que toda guerra ea ilicita en sí, y la secta que 
funda, los lolardos, prohibe el verter sangre,, defendiendo un pa- 
cifismo m&s absoluto aún su sucesor, Hereford. Tambibn entre los 
hutitas, en el siglo xv, ,hubo una rama pacillsta integral, que, con 
Ohelciky, afirmó que loe cristianos debian rehusar hacer el Ber- 
vicio militar. 

A finales del siglo xv, a traw% del ingles John Colet, influido 
por ,Wiclef, el irenismo o pacifismo integral se d-la entre 
loa den?minados reformadores de Oxford, y, sigu%ndolee, ERASMO 

081 ~WrrmtDaaa eecribirz% en el siglo XVI: “La guerra es el mayor 
de los mal-, la peor de las catitrofes, y esti condenada por la 
religión cristiana. A loe cristianos no lea ea licito tomar lae ar- 
mas”. Pero ERASMO no sólo no cay6 en la :herejia, por mucho que 
la bordease, sino que tampoco extremó su pac%smo, puesto que 
admitió la guerra defensiva contra la invtibn turca (51). Y. po- 
sición similar mantuvieron al respecto otroe humanistaa católi- 
cos como JUAN LUIS VIVEB y OLICE~>VIL 

Pero ,muy diferente fu4 el caso de los prote&a.ntee. Pnee mien-. 
tras entre loa católicoe la doctrina contin6a constante: admisión 
de la -“guerra justa”, atemperada por la recomendación de evitar 
toda violencia inútil, en la literatura de la Reforma protestante 
se encuentra toda la gama de afkmacionee y uegacionea sobre 
la legitimidad de la guerra $52). Varia8 sectas de la Reforma pre- 
sentaron de nuevo, y mucho m8s vigorosamente que BUS predece- 
sores medievales, el ,problema de la guerra y del servicio mili- 
tar@3). Aunque Lutero y Calvino, en dellnitiva, terminaron por ad- 
mitir en eate punto la doctrina tradicionazl de la Iglesia católicai 

‘. ki.V Según R. H. B AINTON (Op. dt., p6g. 1101, un grupo de valdenses, 
8 dOmienzoa del siglo xm, fu6 induddo por el Papa Inocencio III a volver 

a la Iglesia bajo condición de que algunas de sus demandas ecrian aten- 
Masi siendo una de ellas la exención del servicio militar. 

(51) Ibid., PQg. 120. 
’ (52) ‘l’. RUY-: Op. cit, phg. 215. 
* (63) CHR. L. Lama y AUGIJST !3cnon: Histoire de 1Ynternationulisme. 

tipo II,. Oalo. 1954, pág. 85. UNIX trata más ampliamente de este punto 
ea.jel toldo 1, ptlga. 225-281. . 
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las numerosas secta que de sus doctrinas procedieron (anabaptis- 
tas, mennonitas, hermanos moravos, socinianos, cuaqueros), pro- 
fesaron frecuentemente un pacifismo e incluso un antimilitarismo 
radicales (54). 

La mayor parte de estas sectas se desarrollaron conforme a la 
linea wguida por los anabaptistas en el siglo svr y en la centuria 
siguiente por loe mennonitas, estimando que la guerra y el ser- 
vicio militar eran incompatibles con el cristianismo. Los anabap- 
tistas extremarlan el pacillsmo radical, proclamando que s610 los 
“mundanos” emp1ea.rk.n las armas, pero no 4106, aunque fuera 
para mantener la justicia, pues les estaba vedado el llevarlas (55). 
Loa mennonitas tsmbien rehusaron el servicio armado, si bien con- 
tribuyeron financieramente a la defensa de su pals holandés.‘Los 
seguidores de los Sozxini adoptaron la linea de la no resistencia 
al mal, manteniendo que el “verdadero cristiano” debía abstenex* 
de llevar armas, aun cuando admitieron que los “hijos del mundo” 
eran libres para hacer la guerra al servicio de las autoridades 
regulares (56). 

Pero mas importancia alcanzaron los cuáqueros, que fundarou 
la denominada “Sociedad de los amigos” de carkter pacifista rn- 
dical, singularmente en Ingl,aterra y después en Norteamérica, rc- 
presentando el *lazo de continuidad entre las sectas de la Cpoca 
de la Reforma y las de nuestro siglo, mantenedor-as de un antimi- 

litarismo militante con su teetimcmy ogokt zaccr y su profesión 
de la objeción de conciencia ante el servicio militar. Tras el 
HoZy experiIn.ent de William Penn en NorteamCrica (;37), durante 
la guerra de la independencia de los Estados Unidos continuarían 
los cu&.queros rehusando tomar ,parte en ella, aunque se .tratara de 
la defensa de’su libertad (564). No obstante, lograrían convencer 
al Gobierno de:*108 derechos de la conciencia”, y les fu6 concedida 
en 1802 la exención del servicio militar (59). 

(54) T. RUYRUEN: Op. cit., Mg. 215. 
(55) Por Decreto de agosto de 1793, en Francia se concedió exenciOn 

del servicio militar a los anabaptlatas. 
.(56) T. RUY~SW: Op. dt., págs. 296297. 
(57) ROBERT L. D. DAVIDSON: War Comes to Quaker Penneylyania 1682.. 

1756. Nueva York, Columbia Uniwrslty, 1957, phgs. 3 y sigs. 
(58) CHR. L. LANCE y A. SCHOU: Op. cit., Mg. 356. 
(59) R. H. BAINTON: Op cit, phg 146. 
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Dentro de laa sectas protestantes, el movimiento cuAquero (60), 
que constituye su manifeetación pacifista radical mk extrema, 
fné esencial para el mantenimiento de la objeción de conciencia 
y snscitar escrúpulos sobre la legitimidad del servicio militar, si 
bien en aus orígenes 30s cu&queros no rre ocuparon de lae ‘cuestio- 
nes internacionales como tales, sino que rehusaron el servicio de 
armas pensando, ante todo, en asegurar la salvación de sus almas 
en nombre del Evangelio, considerado como una doctrina absoluta 
de no violencia (61). 

ARO se llegó a constituir un Movimiento de Paz, en cuya rama 
norteamericana destacaron los cuáqueros y los baptistaa, y en 
Rusia los dukhh!mr8 mostrarían su plena ,adversión al servicio mi- 
litar, a.l igual que los m.O~OCmO8, de extremado gacifiemo, y !RMNIVI, 
que profesó que la vi;olencia no ha de usarse para defenderse uno 
a sí mismo ni para defender a otro, dehiendo rennuciar el cris- 
tiano a toda guerra (62). 

Dentro de estas tendencias, destaca hoy la secta, de “los lksti- 
gos de JehovB” , que representa la absoluta objeción de concien- 
cia, segandose a participar en la actividad de las naciones que 
forman parte de este “mundo” condenado, al cual los !lkstigos no 
aportatin su colaboracibn tomando las armas del soldado ni acep 
ta.r&n la idea de un servicio civil (63). Ultimamente ha anmen- 
tado bastante el mímero de los “Testigos” en todos los Estados, 
y son ellos los que constituyen la mayoría de los objetantes de 
conciencia en los distintos países (M). 

(eO) Vide T. RUYSSEN: Op. cit., tomo II, Paris, 1958, págs. 83-105. 
cfr. H. VAN HRTW: Apeqxu sur t’histoire, les principea et les pro- 

tiqUe de la Sociétd religiewe des Amis Quakers (1953). DANULROPS: L’aven- 
ture spirituelk des quahzrs (“Revue de París”. septiembre, 1959). HORMX 
B. POINTING: The Society of Friedens (Londres, 1951). 

(61) T. RUY~~EN: Op. cit., tomo II, pág. 72. 
(62) R. H. BAINTON: Op. cit., pAg. 175. 
(63) HENRI FRONSAC: Non violence et objection de conxience. 1962, 

página 79. 
Los Testigos de Jehovzí son cristianos primitivos, pero loa protestantes 

rechazan que sean cristianos, indica E. MI= MAGDAUIXA: articulo en 
Vid0 Nueva, remucído en Pueblo. Madrid, 10 febrero 1966, pilg. 2. 

(64) Según el Yearbook of Internationul Ot-ganizutions 19641965 (pá- 
@MS 398-399). los Testigos de Jehová predican el Evangelio del Reino .de 
D~OS bajo Jesucristo en todas las naciones. Es& organizados primitiva- 
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Aunque privativa la objeción de conciencia de algunas aectae 
protestantes hasta nue&ro siglo, sin embargo, después de las doa 
guerras mundiales ha prendido también en ciertos medios católicos, 
singularmente horrorizados por Iaa consecuencia de la guerra 
moderna y, sobre todo, ante la acción catastrófica de las armas 
iitómicas y nucleares. 

Ya en 1X31, un grupo de teólogos católicos reunidos en Fri- 
burgo de Suiza, adoptó una declaración común, en la que se afirmó 
que “la guerra, en virtud de su tknica y por una especie de ne- 
cesidad que tiene en su naturaleza, entraña en si grandes ruinas 
materiales, espirituales, familiares, wciale8, religiosas y llega a 
ser una tal calamidad mundial, que ceaa de ser un medio pro- 
porcionado al tin que sólo podría, eventualmente, justificar el 
empleo de la ,fuerza, a uaber: la instauración de un orden mús 
11umano y la paz” I@). 

mente, sin clero. Pero tienen Congregaciones que cubren sistemáticamente 
ia tierra (22.761 Congregaciones), con 90 ramas, sumando más de un mi- 
116n de “operarios activos” en 194 países. Su mayor número está en los 
Estados Unidos (308.547) y despu& en Alemania federal (83.443), Gran 
Bretafia (51.758), Canadá (40.625), Filipinas (36.836), M6jico (30.026) y 
Francia (20.746). En Espafia hay 3.030. 

La “Watch Tower Bible and Tract Society of Pennsylvania” es el cuer- 
po gobernante legal de los Testigos de Jehová, y su presldente dirige 
todas las actividades de la secta a escala mundial, asistido por una Junta 
de directores. 

(65) Cfr. Paiz et Guerre, en “La Vie Intellectuelle”, febrero, 1932. 
Entre las publicaciones sobre la objeción de conciencia antes de la 

segunda guerra mundial, mencionemos: 
WN.~ G. m: The Conscientious Objector (Nueva York, 1919). 

MARK A. MAY: PsycholugicaZ Emminution of ConscientiolLs Objectors (‘Ame 
rican Journal of Psychology”. Ithaca, abril, 1920). NORMAN M. THOMAB: The 
Conrcietiious Objector in America (Nueva York, 1923). PAUL ALLIICREK 
Le devoir miütaire et le ocrupuk de consciente (“La Paix par le Droit”. 
Paris, abril, 1926). T~Éooo~r RUYSSEN: L’objection de consciente (en la 
misma obra). A. MEUNIER: L’objection de conacience (“Revue Ecl&iaatt 
que”, XXVIII, Lieja, 1926). ALRERT VALENSIN: L’objtdion de comcienm et 
ka doctrine cotholique (“Bulletin Catholique Internatlonal”, enero, 1927). 
Ein Katolik übér Dfenstervemeigerung (Triedens-Wart”, XXVII, 1927). 
FRANZ KELLER: Kriegsdienstvenoeigerung und Christliche Moral (‘Mc- 
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Desde loa afios 40, el número de publicaciones sobre la obje- 

ción de conciencia (66), en su mayor parte “comprensivas”, ha 
crecido enormemente. Y SUS autores no ~610 pertenecen a medios 
denominados evangi5licos, sino también a ciertos medios cat6li- 

. 

densWarte”, XXVIII, 1928). EDWARD YODEH: The Conscientious objectw 
(“The Mennonite Quarterly Review”. Goshen, 1933). J. LECLERQ: Gumre et 
seruice militoire devant lo consciente cotholique (Bruselas, 1934). E. hN- 

WEZ: L’objection de consciente “Collationes Namurcenses”, XXVIII, 1934). 
R ABON: L’objection de consciente (“Revue de M&haphysique et -Mora- 
le”, XLI, 1934). JOHN GRAHAM: Conscripzion et consciente (París, 1935). 
Ym DE LA BRIERE: Natiwnalisme et objection de consciente (París, 1937). 
Buu W. PATCH: Conscientious Objection lo War (“Editorial Research Re- 
ports”, núm. 8. Washington, 1939). REGINALD J. DINGIS: Wot onà the Cu- 
tho¿ic Consciente (“19th Century”. Londres, octubre, 1939): M. ALICE MAT- 
TEBWS: Cansdentious Objectors ond War Resistors. (“Readlng Li&“, nú- 
mero 12, Dot. Carnegie. 1939). 

(66) Entre las publicaciones sobre la objeción de conciencia desde la 
segunda guerra mundial, mencionemos hasta 1956: 

C~~RIN~I EMMANUEL: The Morolity of Conscientious ObjectioÁ lo War. 
(“Catholic Asscciation for International Peace”, núm. <30, 1941). GEORGE 
B.. O'TOOLE: War and conscription ot the bor oj Christion morals (Nueva 
York, 1941). G. C. FIELD: Pocifisrn and conscientious objcction (Cambridge, 
1945). R. MOREL: Centre les ams ("La Toar de Feu”, núms. 2425, 1947). 
G. BEVIUCQUA: Songue dell’uonw et songue di Cristo (“Humanitas”, núme- 
rb 3. Brescia, 1947). A DE $orus: Seruice militar et conacience cotholique 
(Paris, 1948). ANDRE CIUYSON: Refus de sedee pour motif de consciente 
(Zurich, 1948). GUIDO CERONGITI: Il problema della obiezione di conscienza 
(“(+,ica Sociale”, 1949). EMIL BRUNEFC The Christion and Forte (‘.The 
Divine Imperative”, Londres, 1949). J. P. CHARTIER: Objection de mm,yien- 

ce (“Vie Intellectuelle”, octubre, 1949). DANIEL PARRER: Refus de la guewe 
(Le Chambon-sur-Lignon, 1949). DENIS HAYW Chollenge oj Conxiepce 
(1949). DANIEL PARKCR: Le puissonce de Dieu et Zu non viole?+ (1950). 
PIERRE LOBSON: Un Catholique pêut-il être objecteur de condene? (“Ec- 

ceaia”, núm. 19. Paris, 1950). WALTER BIENERT: Kriegscüenst und Krieg- 
d~~toenue~gerung (Stuttgart., 1952). JENTSCH: Christliche Stimmem zur 
Wehrdfenstfmge (Kassel, 1952). H~INRICH KIPP: Das Grudrecht der Kriegs- 
dlenstuerweigefung (“Festchrift für Laforet”, III, Maguncia, 1952). MUL- 

FORD Q. SIBLEY y PHUIP E. JACOB: Conscription of xoncience. The tlmeri- 
CM State Ond CmcietUic+us Objector, 1940-1947 (It.hwa, 1952). MAX PBI- 
BXLI& Um Krieg und Frieden (“Stimmen der Seit”, febrero, 1952. ULRICH 
8CHEUNERS DOS Recht ouf Kriegrdienatvenueigerung (‘!Der Deutsche Soldat 
ín der Armee von Morgen”. Munich, 1954). Die Kir.chen. und d.er Vertef- 
dfguzgsbeitrog (en la misma obra). 
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coa de carkter progresista (Témoignage Chrétien, 1949; Eqwit, 
1950). 

Mas, según dijo el Arzobispo de París, Cardenal Feltin, en 
1951, ‘%obE la objeción de conciencia el Magisterio no se ha pro- 
nunciado explicita ni directamente. La cuestión, que no ef4 ligera, 
sigue perteneciendo, por ahora, al dominio de las cuestiones dis- 
putables. A decir verdad, su solución esti ligada, en lo esencial, 
a la de una cuestión más v&a y capital : la de la guerra justa” (67). 

.Sin embargo, eI Papa Pfo XII se referiría expresamente en 
1936 a esta cuestión de la objecibn de conciencia, y de aw tér- 
minoe quedarla claramente configurada como iffeceuable (68) ; den- 
tro de la.~ condiciones tijadas ,por Pío X11! la objeción no multaba 
admisible ni lícita (Sy). 

So obstante las palabras pontificias en l!Gli, con posterioridad 
ee continuó expresando por algunos autores católicos la licitud de 
la objeción de conciencia (‘70), y no Sólo la que hace referencia 
a la participación en una guerra concreta como combatiente di- 
recto 0 auxiliar, sino aún la que Be formula con respecto a cual- 
quier clase de guerra, puesto que ee estima que en las circunstaw 
cias actuales de la era nuclear, ya ninguna clase de guerra puede 
ser, prkticamente al menos, guerra justa, consider&ndose como J~I 

(67) Le hfonde. Parfs, 23 diciembre 1951. 
(68) MICHBL RIQUE~S Messages de paix, en “IA.? Figaro”. París, 2Y-:(O 

diciembre 1956, phg. 12. 
(69) LEANDRO RUBIO Chact: Op. cit., pág. 16. 
(70) Entre las publkaclonea sobre la objeción de conciencia desde 

1956, IIIenCiOnemOS, ademas de las ya citadas de los Profs. RUBIO GARCíA 
y QUINTANO RIPOLL&: 

LANGLAI>BDENOYEN: L’objection de consciente dans les iddes et les ins- 
titutiona (París, 1958). Non violente et condence chdtienne (París, 1958). 
M. H. MONFORT: E’ace à l’objection de consciente (“Fkvue Militalre Suisse”, 
abril, 1961, págs. 166-184). HENRI FRONSAC: Non violence et objection de 
consciente (1962). P. F%mau~Ts: Diemtweigering Wt gewetenabenwaar 
(“Fkwue de Droit Penal Milltalre et de Drolt de la Guerre”, 11-2, 1963, pz% 
@nas 275294). BADANA: Antinomie girudiche e conjlitti di cohenza (Mi- 
lán, 1963). ALCEDO Góx?z DE AYALA: L’obiezimi di COS&rrZa al 8Wldcio 

militare n.ei mui aspetti giuridico-teologtci (Universidad de Ghova, 2: edi- 
ción. Milán, Giuffré, 1966, 587 p@s.). Y. biCONGAR: Nota8 .sObre la ob- 
jeción & conciencia (artículo publicado en la revista Equipes Enseipantes 
(1953) y, revisado y aumentado en Arde et Vie Nationul. Trad. espaA@ 
la: El Ejército, la Patria y Io conciencia. Barcelona, 1966, phgs. 61-83). 
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“iomperada ” la doctrina clhica, puesto que incluso resulta difl- 
cil --dicen- dar a la defensa carácter de legitimidad, porque una 
guerra moderna significa la destrucción total. Por ello, apruébase 
la conducta de los denominadoe “objetorw reales” y aun “neo- 
objetores” (‘71). Y también sc admite por autores catilicos la ob- 
jeción de conciencia de los que se niegan a cumplir el servicio 

militar arhado, como el padre Baldncci, que en 1% seria lle- 

vado ante los Tribunales civiles italianos (‘72). 
No es de extrañar aaí, que esta cuestión haya sido amplia- 

mente debatida en la cuarta y última sesión del Concilio Vati- 
C~ILO II, al examinarse el párrafo 101 del capítulo .5.’ de la II parte 
del lhquema 13. 

En este Esquema de la Gnstitución Pastoral De ZSccleeia in 
lfunndo huius tempork, tal como fué notificado su texto por el 
Secretario general del Concilio el % de junio de 1,965 a los padres 
conciliares, se decía al recrpecto: “En la8 circunstancias actuales, 

(71) LEANDRO RUBIO GARcfA: Op. cit., págs. 28 y 33. 
(72) Especialmente, en Italla la cuestión de los objetan& de eonciew 

da ha sido muy debatido, sobre todo después que el mencionado P. ER- 
NESTO BALDUCCI publicó su artículo La Chiesa e la Palria, en “Il Giornale 
del mattino”. Florencia, 13-I-1963. 

Entre la bibliografía italiana, además del importante libro de G&dn 
DE AYALA, ya citado (1: ed., 1965)) vide: D. Zou>: Teoiogia e diritto penale. 
In margine alla senlenxa di condanna di Padre E. Balducci, en “Justitla”, 
1964, 1. B. HARING: La Zegge di Cristo. Brescia, 1964. A. PIOU: L’obiezi~tU 
& cosctenza al swvicio militare, en “Il Nuevo Clttadjno”, 1~111-1985, y 
L’obh?tiO~ di coscienza e Za Zegittima difesa. Ibid. 9.IV-1965. 

Con anterioridad, vide, entre otros: N. VITALE: L’obiettore di cos- 
cienza, en “Giustizia Penale”, 1950, 1. G. CAPOGRASSI: Obbedienza e cos- 
~*nzu, en “Foro Itallano”, 1950, II. G. C. ANGELONI: Quolche nota suZl’obie- 
dónc di coscienza, en “Glustizia Penale”, 1951, 1. T. .A. Joma: L’obietio?W 
di coscienza. Asis, 1951. MELZI: Fervore di discussioni sulla guewa e 
tiZ’ObitXlOne di coscienza, en “La Scuola Cattolica”, 1950, 78. SOLERO: Gü 
Obíettori di coscien.Zo, en “Perflce Munus”, 1951, III. A. ~QTSSINEO: b’obáe- 

tibe di co.%itWza. en “La Civlltà Cattolica”, 1950, 1, y en Enciclopedia 
CattoZica las voces “Obiezione di cosdenza” del P. YESSINSO, y “Servizio 
mUare” de PALAZZINI, y en el Dizionatio di Teologia Morale (Roma, 1954) 

la voz “Obiezlone di coscienza”, de P. PA-INI. A. CAPITINI: L’obfezione 
di coscienza in Italia. Madura, 1959. PEYROT: Il problema degli obiettti 
h CWC@nZa. Roma, 1962. G. GISYONDI: L’obiezione di coscienzn: proble- 
?na nbof&e e qUetiione SOciaZe, en “Palestra del Clero”, l-W-1963. L. ROCCHI: 
S~~‘obien’O?&? di coscienza, en “Gíurisprudenza Toscana”; 1963. 
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parecería basta.&! oportuno que la kgidacibn tuviera en cuenta, 

positivamente, a quienes, sea para testimoniar la mansedumblr 
cristiana, sea por respeto a la vida humana, sea por Fepudio sin- 
cero a toda acción violenta, rehusen en conciencia el servicio mi- 
litar o ciertos actos que, en tiempo de guerra? conducen a accio- 

nes de barbarie” (T3). 
Este lexto del Esquema 13 era clarameute favorable a la ad- 

misión de la objeción de conciencia no sólo del combatiente para 
negarse a walizar actos que estima conducen a gestos de barba- 
rie -10 cual creemos es absolutamente admisible (74)-, sino tam- 
bién de la objeción de conciencia de los que rehusan el servicio 
militar, que estimamos inadmisible, maxime cuando ni siquiera 
se distinguía el servicio con armas y sin ellas. 

Seguramente por dilo se presentaron abundantes tii y comen- 
z6se el debate conciliar el 6 de octubre de 1965. Y mientras unos 
padres conciliares se pronunciaron a favor de admitir la objta- 
ción de conciencia, otros se declararon en contra) no faltanclo 
quienes estimaran que era preferible que el Concilio no adoptara 
resolución alguna sobre ello., dejando en libertad L los te<ílog:os 
para que siguieran profundizando en el tema hasta que estuvier:t 
más maduro. 

Para el Cardenal Alfrink, Arzobispo de Ctrecht, “4 parrafo 
concerniente a la objeción de conciencia. podria ser manteni(l~~ 
mencionando que pertenece a las autoridades civiles el encontr:~r 
el medio de impedir los posibles abusos” (75). El Cardenal Ikgw. 
Arzobispo de Montreal, manifestó: “Lo que se dice sobre la oh 
jeción de conciencia., me place. Sin embargo, haría falta no WI 
el motivo en la doweur, sino en la caridad y en el espíritu evan- 
gelico” (76). El P. Butler, Superior general de los benedictinor 
de Inglaterra, despues de indicar que debiera subrayarse “la rew- 

(73) S. Conclle Oecumeníque Vatlcan II: Scherna de lis ‘Cmstfttifm 
Pastorale L’Eglise duns le Monde de ce temp. Typogmphie Pdyglotte VZC 
ticane, 1965, párrafo 101. Hg. 92. 

(74) LIJIS GARCÍA ARIAS: Moral y moralidad internucionules, en “E.+ 
tudios de Historia y Doctrina del Derecho Internacional”. Madrid, 1964, 
pQinas 102-107. 

(75) Crónica de HENRI FESQC~ en Le lon&. Paris, 8 octubre 1965, 
pagina 6. 

(76) Ibid., Hg. 7. 
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ponsabilidad de los que obedecen demmiado fkilmente las órde- 
nee inmorales y apelan al deber de obediencia para jn8tificar crf- 
menes cometidos duraute laa guerras”, añadió: “La objeción de 
conciencia no alcanza s6lo al servicio militar. Por otra parte, 
los objetantes pueden desempefiar un papel de profetas. S610 las 
armas espirituales son crikianaa”. Para Xonsefior Wbeeler, Obis- 
,po auxiliar de Middleebrought, “la objeción de conciencia debe 
alabame positivamente. No es suficiente no condenarla” (7í). Mon- 
t+eñor Be&, Arzobkpo de Liverpool, w declaró “muy favorable 
a la objeción de conciencia, que le .parece una consecuencia direc- 
ta de la libertad religiosa” (78). Finalmente, Monseñor Hoberts, 
antiguo Arzobispo de Bombay, en una conferencia que pronun- 
ció el Ll de octubre de 196 en Koma, y’en la que manifestó que 
no habia .podido hablar en el aula conciliar sobre ello, dijo: “La 
Iglesia católica e5tA retrasada cincuenta a.fíos respecto 8 la legis- 
lación inglesa. Subestima grandemente el papel de la objeción de 
conciencia No acwo a tal o cual Obkpo; eR toda la Iglesia la que 
esti en cama La oposición viene sobre todo de los italianos. Todos 
los Estados protestantes ya han aceptado claramente la objeción 
de conciencia. No conozco ningún Estado católico que haya hecho 
lo miemo. Pido que el Concilio sostenga el rechazo de la obedien- 
cia ciega ProtestO contra lo que el Eequema dice de la presun@o 
iuri8” (79). . 

Por otra parte, el tì de octubre, Monseñor Castan Lacoma. Obis- 
po de Sigtlenza, dijo en el aula conciliar: Vampoco debe apro- 
barwe el inciso que se refiere a la íllamada ‘objeci6n de conciencia’, 
cuestión que m&a bien debe dejarse a la prudencia de la autoridad 
civil” (80). Moneeflor Cantero Cuadrado, Arzobispo de Zaragoza, 
declaró textualmente : “En el miamo número cent&imo primero 
ae trata de la cuestión de la objeción de conciencia al servicio 
militar. Ciertamente es conveniente que ae tenga 8 la vista este 
problema en el espacio de la ordenación juridica positiva de la 
ciudad terreatne; pero a mi me parece que esta objeción de con- 
ciencia al servicio militar no .puede admitime de un modo indis- 

(77) Ibid. 
(78) Ibi&, 9 octubre 1965, psig. 6. 
(79) IMi.. 14 octubre 1965, pág. 6. 
(60) EL Noticiero. Zaragoza, 7 octubre 1965, pág. 6. 
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criminado y absoluto, como eetA en nuestro Esquema, porque 
puede ser contraria a las exigencias jurldicas del orden social” (81). 
Monseñor Carli, Obispo de Segni, se ocup6 ampliamente del tema 
en el aula conciliar, y dijo: “Aunque ha&a ahora la doctrina m& 
ordinaria en la Iglesia es la que deBende como Ilcito el servicio 
militar, no deben, sin embargo, d-preciarse ciertas voces de los 
teólogos modernos que, arrancando del princi~pio de que hop en 
día toda guerra es injusta, ae inclinan a defender la posición de 
los objetantes de conciencia Pero, dado que es una doctrina ma- 
dura, hubiera sido mejor que el Esquema no hablara de ello J 
dejara en libertad a los teólogos para que sigan profundizando 
esta doctrina en conwnancia con el nuwo conwpto moderno de 
guerra F paz 0’ de hablar, que detienda la doctrina tradicional. 
la cual siempre ha defendido como lícito el wrricio militar, por- 
que durante el servicio no MI? cometen violencias, porque wicmpw 
cabe una guerra justa, porque los Gobiernos deben tener gente pw 
parada para #poder repeler al agresor injusto y p;lra poder coopw;~~ 
con las instituciones internacionales en beneficio de la paz. Ahor;t 
bien, el texto pa.rece, tal como estA, iMgico, incompleto p oscuro. 
[Con respecto al primer ,pkrafo (SZ)], como principio me parece 
óptimo, pero deberia hablar claro del servicio militar .v decir öi 
la Iglesia lo considera como algo contra la ley de Dios y en este 
CHSO los católico6 e&.atia.n incluso obligados a no obedecer a la 
ley civil, y la le? civil no podAa poner sanción al que 8e negara 
a cumplirla Pero, si, por el contrario, no lo considerara contra 
la ley de Dios, el Estado puede sancionar a quien se niegue. 1’ el 
Esquema rehuye dar una respnesta detlnitiva a este problem;r 
crucial, del que ya se habla en todas partea. [En cuanto al eegun- 
do phrrafo (83), afirma Monseñor Carli] : No es difícil concluir 

(81) El Noticiero. Zaragoza, 19 octubre 1965, PQg. 16. 
(82) “A nadie le está permitido dar u obedecer 6rdenes que sean 

manifiestamente contrarias a la ley divina, como la matanza de inocentes 
y prisioneroa Cuando la violación de la ley de Dios no es clara, la pre- 
sunción del derecho debe estar en favor de la autoridad competente y 
conviene obedecer sus mandatos: pero quienes dan las órdenes y gobier- 
nan 10s asuntos públicos esth obligados en conciencia a tomar decisiones 
con todo prudencia y a obrar según la ley moral. Schema cit, pkrafo 101, 
página 91. 

(63) Citado anteriormente en el texto. Schem, párrafo 101, p¿íg. 92. 
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que los que han redactado el texto se inclinan hacia la opini6n 
de he objetantes de conciencia o al menos aconsejan que la auto- 
ridad renuncie ,a sus derechos en favor de los que defienden esta 
postura, lo cual, a mi juicio, es una injerencia indebida. Puesta esta 
conveniencia hay que entenderla en el orden moral o en el polf- 
tico. Si es en el orden moral, antes tiene la Iglesia que akmar 
,la obligacibn moral de rehusar el servicio militar, cosa que no 
se hace en el Esquema abiertamente, y si es en el político, la 
Iglesia es incompetente para juzgar si un tal estatuto que tenga 
en cuenta a estos objetan- de conciencia es o no conveniente. 
Por otra parte, el Esquema no distingue entre servicio miIitar vo- 
luntario y obligatorio, guerra justa o injusta. tiempo de paz y 
tiempo de guerra” (84). 

Despu+% de este debate contradictorio -en el que pueden apre- 
ciarse las manifestaciones favorables a la objeción de conciencia 
de los padres conciliares en cuyos países hay una mayoría no ca- 
tólica y leyes estatales que la aceptan, y las contrarias de los de 
naciones de cuarji unanimidad cat6lica y leyes estatales que la 
rechazan-, la correspondiente Comisión conciliar abandonó el 
primitivo texto del Esquema 13 a este respecto, y redactó otro 
que decía: “Parece equitativo que las leyes provean una digna 
reglamentación de la situación de los que, apoyandose en una per- 
suasión personal y madura y que están frecuentemente movidos 
por motivos religiosos, rehusan en conciencia el llevar armas, 
mientras que, sin embargo, aceptan otra forma de servicio a la 
comunidad de los hombres” (85). 

Este nuevo texto era bastante mas moderado que el anterior 
en lo que se rellere a la objeción de conciencia ante el servicio 
militar, distinguiéndose ya el servicio militar con armas del sin 
eNas, incluido el denominado servicio civil, sin que en manera algu- 
na como advirtió el Ponente, Monseñor Qarrone, Arzobispo de Tou- 
louse- tal texto implicase “juicio alguno sobre la moralidad ob- 
jetiva de la objeción de conciencia y no establece un derecho a 
rehusar el illevar las armas” (%). En cambio! no obstante que 

(84) Crónica del P. ARIAS en Pueblo. Madrid, 8 octubre 1965, pág. 8. 
(85) Texto publicado en la crõnica de HENRI FESQUFT en Le Monde. 

Parfs, 54% diciembre 1965, 
(86) Ibid. 
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en otro pkrrafo se hace cumplida referencia a la denominada 
“orden injusfa” o excusa de la “orden superior”, creemos que no 
hubiera estado de m8s el reiterar en este p&rrafo 101 la aprobación 
de la conducta de quien rehuse, en concienci.a, la ejecución de 
ciertos actos que, en tiempo de guerra, condncen a gestos y aCh 

de Ibarbarie. 
Promediado noviembre de 19% se puso a votación este 5.” y 

último capitulo del Esquema 13, sobre De pace fovenda et de com- 
munitate gentiwn, en el que e8t& incluido el párrafo dedicado a 
la objeción de’ conciencia, con la nueva redacción, y fué aprobado 
por 1.656 placet, contra 43 nos plaeet, 23 placet iuxtn madicm 
y 3 boletines nulos. Según advirtió un conocido enviado espe- 
cial (%‘), “se notar& el número particnl,armente elevado de place? 
iota modum a propósito del capitnlo sobre la gnerra”. T otro (SS)? 
aclararía : “Sobre esta sección del capítulo 5.” se han acumulado 
10s votos negativos. A nadie se le ocurrirá pensar que los padres 
que han manifestado su negativa sean enemigos de la paz o entn- 
siastas de la guerra. &lsquemos la explicación de estos denconcw 
tante n@n pkzcet en la diversidad de enjuiciamiento sobre la ‘ob- 
jeción de conciencia’, no admitida por muchoe, que ven en ella una 
lesión de los deberes ciudadanos. Una cue&ión que durante el tlo- 
bate fu6 discutida abiertamente, sugiri6ndose entoncecl que no se 
tratara de alla en el documento, ya que teólogos, moralista8 y ju- 
ristas andan ahora de cabeza con el estudio de esta peculiar si- 
tuación. HabrB que esperar laa ‘modikaciones’ introducidas en el 
texto, a raíz de esta vota&n, para saber cn8,l es la orientaci6n 
de5nitiva del Concilio; Aunque, dado el carkter de los.modi (que 
no pueden afwtar a la sustancia del texto), suponemos que no 
cambiti mucho la formulación actual”. 

En los primeros dias de diciembre de 1885 volvió al aula con- 
ciliar este capítulo del Esquema 13, con au texto nuevamente mo- 
dificado. Fué entoneee cuando su Ponente, Monsefíor Garrone, 
Arzobispo de Toulouse, explicó que tanto el texto nuevo anterior 
como el notisimo de ahora, “no implican juicio @obre la morali- 
dad objetiva de Ia objeción de conciencia y no establecen un de- 

(87) Le Monde. París, 21-22 noviembre 1965, pág. 15. 
(88) Crónica de JUAN HWN~NDEZ en El Noticiero. Zaragom,. 26 fim 

viembre ,lQ65. p6g. 20. 
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rtwho a vacunar llevar las armas, sino que solamente afimlan 
que se &be diNponer cou humanitlad en estos casos’* (89). 

Tal novísimo texto, en su trrcera wdacción, tliw ;wí: “Tam- 
bién parece razonable que lax leyes tengsn eu cueufa, con sentido 
humano. el caso de los que.se niegan a tomar las armas por mo- 
tivo de conciencia. mientras aceptan .wrvir a la csomunidad hu- 
mana de otra fOrma” {Yo). 

l’uesta a votación, el 4 de diciembw, la sección 1.’ de este capí- 
tulo 5.” de la segunda parte del Eaquema 13, ~1 cuyo @rrafo ‘79 
figura el texto definitivo referente a la ol)jeci<‘,n de conciencia, 
fUC! aprobado p0r 1.710 pk& COntI% 483 clon phX?t y 8 VOtoA 

nu;os. Finalmenk, en la última, la número 16t4, de las Congrega- 
ciones Generales del Concilio Vaticano 11, se aprobó el conjunto 
del famoso Esquema 13, el 6 de diciembre de 14965. por 2.111 plwet 
contra 231 non plac& y ll votos nulos, proclam8ndolo el Papa’ 
Pablo VI, el 7 de diciembre de 1966, como “Constitución Pastoral 
sobre la Iglesia en el Mundo actual”. 

Bin duda, el definitivo y vigente texto de la (‘lonntitución Cau- 

clìum et Spes que se reflere al problema de la objeción de con- 
ciencia., ea de extrema prudencia, si se le compara con el texto 
del Esquema sometido a la cuarta sesión conciliar. En Me, habfa 
una bastante nitida aprobación de la objeción de conciencia al 
servicio militar; ahora no hay un pronunciamiento favorable que 
implique juicio eobre su moralidad objetiva., sino una llamada 
a 10s E&ados para que .provean humantariamente 10s casos de los 
objetantes de conciencia al servicio militar con armas que se les 
presenten y, sin duda, resuelvan dentro de las leyes estatales 
vigentes. 

0e diti que en este texto de la Conntitutio Paatoralie Cfaudiwnt 
et Spee no hay tampoco una reprobación e=presa de la objeción 
de conciencia. Así es; pero tinganw en cuenta las variaciones que 
ha sufrido el texto desde el primitivo Esquema, en un sentido cada 

(89) Le Monde. París, 54 diciembre 1965. pág. 20. 
(90) Traducción española de las Comtttucfo7w8, Decretos y ~echracio- 

nes de2 ConciQo Vaticano II, de la Biblioteca de Autores Cristianos. Ma- 
drid, 1965, phg. 335. 

Texto latino: “Insuper aequum videtur ut leges humaníter provideant 
pro caau illorum qui ex motivr, conscientae arma adhibere recusant, dum 
tamen aliam formam communkati hominium servlendi acceptaut”. 
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vez m&s rewtrictivo, y se convendti en que en au detinitiva IP~AC- 
ción no hay una toma de poeicióu contraria a la doctrina tradi- 
cional y cláwica de la Iglesia católica. 50 se trata de un dogma. 
J-, .por tanto, el tema ñigue sujeto a lan discusiones de los teúlopos. 
moralista y juristas. Pero si hubiere duda, dentro de la libertad 
utwesaria, cromos no debe haber innovación en el criterio tra- 
dicional. 

Ademán, debe tener.* en cuenta que no 410 en esta minma Con& 
t itucióu Pantoral se alaba a 10~ que renuncian a la violencia. “con 
tal de que wto sea posible sin lesi6n de los derechos y obligaciones 
de otros o de la sociedad” (91), proclamándofw eul que el hombw 
tiene obligaciones para con la sociedad, entre 1~ cuales, desde 
luego, ifibwra el servicio militar, sino que pocas lineas después cle 
lay dedicadas al caso de IOA que ex motico cone&ntiae arwa rrtlhi- 

hrre reclteant! se hace una nueva e importante declaraciím: **Loa 
que, en .senkio a la Patria, se hJl&n en el Ejército. consitlbrww 
iustrumentos de la wguridad y libertad de los pueblorc. pues tlrs- 
empeñando bien esta función, realmente contribuyen a estabilizar 
Ia paz” (92). Sin duda aquí se manifiesta una realidad: clw las 
Fuerzas Armadas no sólo sirven para hacer una guerra justa. 
sino también para mantener la paz, para velar por la. wguritl;~d 
nacional, la defensa de la integridad del psis y aun para custodiar 
el orden constitucional substantivo de la nación. ak como 1;t ~itl:~ 
y lilwfad de los ciudadanos, e incluso para hacer fwlltt* ;I 1~1s 
calamidades pú,blicas J para contribuir al de.sarrollo soci:il y tk- 
nico de loa pueblos. Y, en detlnitiva, frente a la tesin del irmimo 
radical, que quiso dar por clausurada la gran doctrina ~:ltídie:~ 
de la flerra justa, e.n esta Constitución Gaudbm et sp8 w tle- 
clara firmemente : ‘6JIientraR exista el riesgo de una guerra y falte 
una autoridad internacional competente y provista de medioï clfi- 
caces. una vez ajiotados todos los recurson pacíficos de la diplo- 
macia, iue teg&?imue defensionirr guòerniti denegwi 110 poterit ” (%). 

.Dequ& de un ,profundo análisis de la Cont&itución Pantoral 
Gn&i«m et 8~8.. estima (.XMEZ ATILA (93 bis),, clue ésta ha venido 

(91) IntroducciOn al capftulo V, párrafo 78, in fine. Ed. ch., phg. 334. 
(92) Capítulo V, sección 1, párrafo 79, in fine. Ed. cit., Mg. 336. 
(93) Cfr. Lrns Gmcfa iiRlAS: La comunidad Re los pueblos y el fomen- 

fo de h paz. Zaragoza, 1068. 
(93 bis). Op.. cft., 2: ed. MMn. 1966, págs. 151 y 17@172. 

17: 
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a cotirmar sustancialmente la orientación tradicional en la ma- 
teria, porque, no obstante la amplia discusión sobre el tema y Ias 
múltipler, propuestaa para la concreta solución del problema de 
fondo, en BU alcance global el Concilio se’ha limitado a exhortar 
a loe Estados a que den un trato humano J- clemente a los obje- 
tantee, sin pronunciarse directamente sobre la cuestión central 
desde el punto de vista del orden objetivo, relativa a la legitimidad 
del reohazo, por motivos de conciencia, de obedecer las brdenw de 
la autoridad sobre la conscripción obligatoria. 

Y el mimo Profesor de la Universidad de Aova, en 8~ re- 
cientisimo p excelente libro, enuncia los siguientes principios, que 
desprende del documento conciliar : 

1P Deber del ciudadano de obedecer a las leyes justas y a las 
órdenes legitimas de la autoridad, en cuyo favor rige una pw- 
eunción jurídica. 

4.” Respeto !por parte de todos, en función del bien común, 
del principio de solidaridad social, del cual la prestación militar 
en defensa de la Patria de una eventual agresión injusta, inminen- 
te o de hecho, es máxima manifestación. 

3.” No injwticia de la ley sobre la conscripción militar obli- 
gatoria en sí misma, ni del servicio militar, por otra parte no 
exclusivamente ordenado a la guerra. 

4.” Deber de los ciudadanos de responder a la llamada a las 
armas, en función del principio de solidaridad social. 

5.” Excepción al deber de obediencia sólo en la hirpótesis de 
órdenes contrarias a lo8 principios del Derecho natural J de 
gente8 “. 

6.” Objetiva injusticia de la objeción de conciencia a falta de 
8u reconocimiento legislativo. 

7.’ Oportunidad de tener en equitativa consideración legal los’ 
motivos subjethos de conciencia que puedan inducir a un indi- 
viduo a NXUISU el uso de las armas, subor<linando tal humano 
tratamiento a la seriedad de tale8 motivos s a la aceptación 
por IA individuo de otra forma de servicio a la comunidad. 

8.” En orden a tal reconocimiento, reserva de competencia 
8 10s Gobiernos de los Bstados, los cuales tienen el deber de 
,proveer 8 la Defensa, y derecho a disciplinar e] servicio militar, 
teniendo en cuenta que de la admisión de la ,objecióu de concien-. 
cia puede derivar, como bipóteeis-limite, un rechazo general ,de 
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tomar las armaa J-, como hip6tesis normal, una abstencibn que, 
a6n limitada., haga el deber de defensa m8s gravoso e implique 
mayorea sa&kios para la comunidad. 

9.” Inmanente limitacibn de tal declaración exhortativa para 
un trato humano, ante el derechodeber de legitima defensa; y 

10. Consiguiente relatividad de tal declaraciónj en función de 
la mutabilidad y de la variabilidad de las exigekias de la De- 
fensa, eegún, laa alternativas de las relaciones internacionales p 
de la situación interna de cada Estado.. 

III I 

Del punto de vista moral pasemos ahora al legal, para examì- 
nar concisamente el Derecho comparado sobre ,la objeción de 
conciencia 

I!a indicamos algunos precedentes históricos relativos a la ac- 
titud de 10s cwkqueros en los Estados Unidos, donde, ante BU 
absoluta alkmación de los denominados “derechos de la concien- 
cia”> les iu4 concedida por el Gobierno nort.eame@cano, en 3802. 
la exención del servicio militar. También señalamos ya que Fran- 
cia, por Decreto de’ 1793, concediera a los anabaptistics igual 
exención. 

En nuestro siglo, los paises que más decididamente admitieron 
la objeción de conciencia al servicio militar fueron Gran Bret;líí;l 
y sus antiguos dominios de Australia, CanadA, Vnión Sutlafricti- 
na y Nueva Zelanda, lo cual ea explicable dado que fué en ellos 
donde tuvieron m8s intensa manifestación las doctrinas de la% 
sectas religiosas que profesaron un pacifismo radical. Lo pr.opio 
cabe decir de otras naciones como Holanda, Dinamarca, Noruega. 
Elnecia y Finlandia, tambi6n de mayorla protestante, tií como el 
caso especial de Birmania y Malaya (W). 

@4) Indiquemos en nota, dos pecullarldadee: 
1: Paraguay reconoció, por Ley de 25 de julio de 1921, a loa men*’ 

nitae y a otraa aectaa colonizadbm .del- Chaco, la validez de la obje¿ión’ 
de conciencia. 

2: Según la Ley de 13 de agosto de 1930. la Uniõn Sovíkfca adriil- 
UrIa la exención del servlclo militar obligatorio, previa decidión de un’ 

Tribunal, a los objetantes por motivos relíglosos, y entre éstos exclu$íva-’ 
mente a loa que pertenecieran 8 sectas cuyo credo’prohiblera anka dc 1617 
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Después de la cunda guerra mundial varias naciones de ma- 

yorla cathlica promulga.rían leyes en laa que 8e acepta la obje- 
ción de conciencia: Francia, Bélgica JJ Luxemburgo, y asimismo 
fu6 consagrada en la Constitución de la República Federal de 
-4lemati 

Indiquemos las dif3pwicionea legales vigentes en loa EetadOR 
que admiten la objeción de conciencia: 

Iioh& : I&y de 13 de julio de 1923 y Ley de 27 de aeptiem- 
bre de 196Z Dkzuw~~rca: Ley de 20 de mayo de 1!%3 (modidicada 
por Ley de 23 de abril de 1952) y Cimular del Ministerio del 
Interior de 29 de mayo de 1933. Estadocr Unkhlr: código milita1 
[e.tdo 50, wción 4.X J] (94 bis) y Selective Sem-ict -4ct tlr 
18 de mayo de 1917. Noruega: Ley sobre los conscritoH civi- 
les, de 1’7 de junio de l?XG. Suecia: Ley de 26 de marzo de 194X 
Suka: Ley de 22 de julio de 1049. Alemania federal: ConstituciOn 
de 23 de mayo de 1949 (art. 4, pArrafo 3.“) y Ley de 21 de julio 
de XX6 eobre servicio militar obligatorio (WC. III). FinZun&M : 
Ley de 15 de mayo de 1969, y Estatuto complementario de 1 de 
octubre de 1959. Lwernlw-go : Ley de 23 de julio de 1963. Fruncia: 
Ley de al de diciembre de 19â3 “sobre ciertas modalidades de 
cumplimiento de las obligaciones impuestaa por la Ley de reclu- 
tamiento”. Bélgica: Ley de 3 de junio de 1%. 

Ademh de estos qaíses, ya mencionamos en Gran lWt;lfttt 
y en sus antiguos Dominios. blancos eath vigente, desde 192’,‘8, 
un estatuto legal que admite la objeción de conciencia reafirma- 
do por el NathaZ Sewke tlct de Grau Bretaña, de 1.” de enero 
de 1948. Y, al parecer (Y.?), la Ley del Estado de Israel de 8 de 
septiembre de l%S, que estableció el Rervicio militar obligatorio 

el WtZir servicio militar con armas. Vide G&EZ DE AYALA: Op. cit., p& 

ginae ô16-217. 
(94 bis) La norma expresada en la 1.’ Enmienda a la Constitución nor- 

teamericana confiere el derecho al libre ejercicio de una religión propia, 

pro algunas sentencia del Tribunal Supremo fedral indican que la Ley 

qUe obliga al servicio militar no viola la 1: Enmienda (caso Rkhter oer&us 
US4 1950). Tampoco la Enmienda 13, por la que ae prohibe la esclavitud,, 
es infringida por el cumplimiento del servicio militar (caso Wolfe u. USA. 
1945). NO viola la 5: Enmienda la denegación por un Tribunal local de 
ckwikación del status de objetante de conciencia (caso Nugent u. USA. 
1953). 

(9% ONDEO RUBIO G*RCk: op. cit., en “R. E. D. M.“, núm. 6, $g. 37. 

40: 
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para laS mujerw rj0lteraH compwndidale entre los dieckwho v los 
veinti&is años de edad, admite que ellan *puedan quedar exentas 
del servicio militar si alegan objeciítn de conciencia. 

Hay que señalar que el número de objetantes de conciencia en 
estos países el variable, pero no muy gra.ude. En Gran Hretaña. 
durante los afíoa de la segunda guerra mundia.1 (N39-45) se ins- 
cribieron como objetores de conciencia fi.810 movilizados Elobre 
8%7.964, o f!ea, el 0,s por 100, de 108 cuales 17.%‘7 fueron enviad<* 
a.l servicio militar, 16.715 destinados al servicio militar no ar- 
mado, 21@9 adwritos al servicio civil s r’.7W declarados erimi- 
dos de todo servicio como objetantes de conciencia (9f5). En los 
años 1%1-L;‘,, 10s objetantea de conciencia en los IMados Unidos 

alcanzaron 10s ylliuce mMlarw, de 10s CUi3lfS unos once mil fueron 

adwritcm al servicio civil (97). 
En tiempos de paz el número de objetantes de conciencia son 

del orden de 108 nueve mil en los Estados ITnidos y en Suecia. 

Más concretamente: en l!#X!, -LOO en Sorutxa; de 1943 8 lw Mjl0 

ae produjeron siete casoa en Luxemburgo; de 1951 a 196sO hubo 
255 en l%@ica, y desde la vigencia de la Ley de l!J64 NP produceu 
uno8 90 cawm annaks, pticticamente todos Testigos de Jehov;í. 
En Alemania federal SU porcentaje es mlnimo 1 descendente, lw- 
jaudo en los últimos años del 0,49 al cI,%? por 100, no obwtantt. 
cierta propaganda a favor (95). 

(96) Ibid., pág. 36. 
(97) De estos últimos, eran: menonitas, .3900; hermanos, 1.300; me- 

todistas, 800; cuáqueros, 700; testigos de Jehová, 500; presbiterianos, 200: 
catõlicos, 150; luteranos, 100; evangelistas, 100, y sin pertenencia a un 
grupo definído, 700 (Ibid.). 

(99) El p&rmfo 3.O del art. 4.0 de la Constitución de la República Fe- 
deral de Alemania, de 23 de mayo de 1949, escuetamente dispone: “Ninguna 
persona po&-& ser obligada al servicio militar de armas (mit der Vaffe) 
contra su conciencia. Su reglamentación se~% por Ley federal”. 

En 1958 se constituyó una Asociación alemana de objetantes de con- 
ciencia, que cuenta con m8s de tres mil adheridos. 

Examinando el caso de la prohibición por el Comandante de una Ee- 
cuela del Ejkcito federal de que los militareo de su unidad participasen 
en un debato despueS de una manifestación pública de la Internacional de 
objetantes de conciencia, contra la cual orden un Teniente introdujo re- 
curso ante el Wehrdienstgeticht o Tribunal federal especial para causas 
dl&pllnarias, el correspondiente Truppendiemtgerecfht, en su declslón 
de 17 de mayo de 1962, que declaró ilegal tal orden, estimó: “Es cierto 
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En laa legislaciones de los paka escandinavos, la objeci6n 
de conciencia .puede presentarse en cualquier momento, incluso yn 
incorporado a filas el objetante. En AIemanitl federal debeti ha- 
cerse catorce días antes del 4lamamiento para reconocimiento m4- 
dico. En BQica, a partir del inicio del año en que ee cumplan 
los dieciocho aíloe de edad (SB). 

El carkter de la objeción de conciencia también valía: en Ion 
JMadoa Unidoe, se admite por rau>nes de religión. pero no por 

que el anuncio hecho por la Internacional de objetantes de conciencia, 
tendfa a atentar contra el Ej&cito federal y que el tema que sería tra- 
tada en la tribuna se iba a referir a los objetantes de conciencia. Estas 
consideraciones no pueden, sin embargo, conducir a otra oplnlón, pueS, 
en virtud del art. 4.“. parrafo 3: de la Constitución federal, nadie puede 
ser obligado a ejecutar un servicio militar armado contra BU conclencia. 
En tanto que deriva de la convicciõn de no poder hacer el servicio mi- 
litar armado en razón de una obligación moral más elevada, el rechazo 
del servicio militar está igualmente reconocido como un derecho cons- 
titucional. No estando prohibida la Internacional de los objetantes de 
concienaia, la discuslbn pública con ella del problema de la ‘objeción de 
conciencia debe entonces ser autorizada y no puede constituir una vio- 
laclón del orden constitucional. Las disposiciones del art. 4.“. párrafo 3.’ 
de la Constituci6n federal deben, par su naturaleza, volverse contra la 
República federal, puesto que la organización militar de 6st.a reposa sobre 
el principio del servicio mllltar obligatorio”. BWNARD HERRIC: ChronQue 
de juwe des “WehrdienageRchte” et des tribunaux om!&dree en 
matière de droit militaire en Rkpubliqw F&@rale d’Allemagne, en “Re- 
vue de. Drolt Penal Mílltalre et de Droit de la Cuerre”, V-l. Bruselas, 1966, 
p&$na 20% 

(99) Un 05cial de reserva belga, Debbaut, profesor de matem&icas 
en un Instituto de Athus, acaba de reclamar (julio de 1%X) el estatuto de 
los objetantes de conclencla. Hace un año, el Teniente de la reserva 
Debbaut habla enviado su uniforme a las autoridadea militares; y fuer& 
degradado por ello; mas rehusó los documentos de movilización que le 
fueron remitidos. Ante ello, fu6 objeto de un llamamiento dlsclplinario, 
al que no respondió. Considerado como desertor, fue arrestado y puesto 
a dlsposiclón de la Justlcla militar belga. Esta rehusó concederle el estatuto 
de ob)etante de conciencia, porque la ley ofrece la poalbilldad a loe J& 
venee de reemplazar su servicio militar por dos aflos de servicio civil en, 
Bélgica, con la condición expresa de que la cualidad de objetante le 
sea reconocida antes de ser llamado o ingrese en Caja de recluta& pre;~ 
veykndoee que esta facultad seti rehusada a los que ya esten cumpllena 
do o hayan aumplldo el servicio militar. Cfr. Le Monde. .Parfs, 30 julio, 
J%& paf?. 2. 
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opiniones politicas, sociol6gicaa 0 filosóficas, ni por motivos per- 
sonales. Las recientes Leyes de Luxemburgo s Bélgica la admiten 
por convicciones religiosas, filos6Acas o morales, r la de Francia 
por convicciones religiosas o filosMicas. En Noruega hay que 
probar que el servicio militar es contrario a la denominada “con- 
c%ncia eeria” del objetante. 

Ei casi todos estos paises se admite la objeción tanto en tiem- 
po de ‘paz como de guerra Mas en Finlandia no se admite en tiem- 

po de guerra. 

A los que se les concede el atatus de objetantes de conciencia 
se lea imponen varias restricciones en sus derechos cívicos. En 
B6lgica, los objeto- no podr&n, hasta cumplir los cuarenta y 
cinco afíos de edad, desempefíar ninguna función pública que en- 
trafíe, incluso ocafSonalmente, llevar o poseer armas. En Francia, 
el Reglamento de administración ,pública de 19M determina los 
empleos a lok que no podtin tener acceso los objetantes. 

En sustitución del servicio militar con armas se impone al ob- 

jetante de conciencia bien el servicio militar sin armaa, .bien el 
servicio civil. En Finlandia, pueden pasar al servicio sin armas dcb 
las FneI7cas de Defensa (escribientes, sanitarios, intendencia) o al 
servicio de la Administración civil (hospitales, granjas forestales 

del atado). En loa Estados Unidos se distingue entre objetantes 
a acciones de “combate militar” , que son destinados al sewicio 
militar en r6gimen especial de “no combate”, F objetantes aI 
servicio militar en general, que pasan a misiones civiles (servicios 
sanitarios o de bien público). Igualmente, en Francia, Bélgica y TAu- 
xembnrgo se diferencia la formación militar no armada y el MT- 
vicio civil. 

La dura.ción de estos servicios no armados no es la misma que 
la de los soldados del reemplazo, sako en Estadoa Unidos 9 en 
Alemania federal, en los que ea igual. En Francia la duración 
del servicio efectivo es igual a dos veces la que cumpla EU reeni- 
plazo en servicio militar; en Bklgica. excede& en un ,aiío al del, 
servicio militar; en Luxemburgo, los objetantes servidn dukante 
un tiempo superior en una mitad a la del servicio militar. En 
Dinamarca, ‘se les impone seis mese.s mBs que la dnracióñ del 
wrviyio militar. En Finlandia y Holanda se distingue segtín pteel 
teu servicios en el Ejkcito, pero sin armas (cuati-o y ocho .tiesee’ 



mS,s, rewtivamente) o en instituciones civiles o públicas (seis 
s doce meses más, respectivamente). 

Kesyecto a la situación de los objetantes de conciencia a.1 ser- 
vicio militar, que son destinados a servicios civiles en estos países 
que admiten la objeción, en la Alemania federal parece ser baa- 
Pnnte dura ,por los otlcios a desempeñar en los hospitales, *Pr ejezn- 
plo, T en Francia se les acantona, habiéndose producido incidentes 
por no querer someterse a la necesaria disciplina (100). 

11’ 

I<n los restantes FAtadoN, segdn los dafox quca tenemos --desde 
lugo, incompletos no hay disposiciones legales que admitan 
la ‘objeción de concencia ante el servicio militar. 

Entre ellos mencionemos la regulaci6n que hacen del caso cuan- 
do ,w prOdUCe, tres de los ~países más afine8 a TSspaña. 

En la ReptíbIica Argentina, R low que se niegan H prestar el 

w%3o militar (que ,proclama obligatorio p univeml (4 art. 31 de 
la Cokwtitución), se les aplican los arts. M33 y 07-k del CMigo de 
Justicia Militar, que, al reprimir, respectivamente, la insubordina- 
ci6n y la desobediencia, implícitamente penan tal’ conducta obje- 
tora, siendo la aplicación de la pena independiente del cnmpli- 
miento del serVicio militar, que continúa siendo exigido. En los 
W.imo@ afloa ee han preeentado en la Argentina algunos casos 
casi Riempre de “Testigos de JehovB”. 

(100) Eh octubre de 1965 ya se produjeron incidentes en Francia con 
un grupo de objetantes de conciencia que desempeñaban servicios civiles 
(Le ,Monde, 29 octubre 1965). Luego se hizo otra experiencia en las can- 
teras de Oust, en el A.ri&ge, con un r6gimen más libre y ya mezclados 
con la poblacibn civil, a travtk del Comit6 del servicio civil internacional, 
trabajando hna treintena de objetan* de conciencia, “decididos a no 
abandonar el campamento ‘sin autoriticián del respohsable después de las 
diez de la noche y a trabajar a la total medide de sus fuerzas, rin vigi- 

lan@, durante el número de horas fijado en el reglamento interior” (Le 
Mande, 20 julio 1966, p&. 5). 

En. Francia, hasta el presente le ha sido concèdido el status de obje- 
tan’tes de cotwiencia a 89 jbvenea, de los ctiaies 55 cumplen un servkio 
ClvilduWate un tiempo doble que’ el servicio militar, o sea, treinta y dos 
meses, De~aquQlloe. seis Tes- de Jehová se muestran ‘hostilei B tout”. 
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Ell ürWi;l, ill cilso .W a~plica el art. j(J <le1 C&lig,lo penal militar, 
que configurii lil tlc~sol,c~tlieIlciu, la Cl1;l.l f>ll tiempo tlt? PilZ está p+ 
nacla cm prisión tle seis mesc’s a dos años. Pero los condenados, 
denpués de la expir;wióu de nu peno? están obligados a pre~nthrse 
;l hs autoridildes militaws par;1 cumplir el servicio Inilitilr, y ti 

rehusan iiuevamenk, otra vez son sometidos a juicio ante el Trl 
bunal militar, y así sucesivamente, salvo que se les condene a una 

pena que implique la degrad;ición, con lo cual quedan excluídos 
del ,wrvicio militar. Los casos de ol).jetanten de conc4encia en Cfr+ 
cia, son escasos. 

En Italia, a los objetantes de l:onciewia que W~NNMI cumplir 
el servicio militztr se les aplican las leyes penales militares in- 
culp8ndolos del delito de desobediencia. Una vez condenados y 
cumplida la pena, nuevamente están oblbgudos a sprestar el ww-irio 
militar, y volvedn a darse las miomas circunstancias e igual san- 
ción; sólo a la tercera vez, pueden ser declarados “tlelincw~ntes 
habitual&‘, 10 cual implica la degradación y la expulsión del Ejí?l.- 
cito, no quedando ya así obligados a prestar el servicio militar. 
En Italia, el número de objetantes de conciencia es cada vez mayor, 
y no ~610 “‘lhtigos de JehovB”, uino incluso católicos. Ante ~1 
Parlamento italiano se han presentado, por varios diputados! pro- 
Fectos de Ley favorablee a la admisión de la objeción de concien- 
cia en 1949, lQ37 y 1x2 (101). ültimamente (milyo de l!Mi) l:l 
Comisión de Defensa de la Cámara de Diputados italian: apro- 
bó un proyecto de I.ey -que ignoramos si ha sido aprobado tl~. 
finitivamente por la amara y está ya en vigor-, por el cual 10s 
ciudadanos que se niegan a cumplir el servicio militar por mot.i- 
VOB religiosos de conciencia, pueden optar por la grestación de ser, 
vicios de trabajo en los países nubdesarrolladocr con los cualeN 
Italia tenga concertados acuerdos de asistencia tknica, siempw 
que ta.les objetantes tengan una probada capacidad profesional y 
durante dos afios. 

(101) También en Francia se presentaron varioa proyectos de Ley en 
la amara de Diputados antes de que fuera aprobada la vigente Ley de 
21 de diciembre de 1963: uno, fue discutido y aprobado por la A8amblee 
Nacional el 24 de julio de 1963 y rechazado por el Senado dos dfaa des- 
pu&; t,res veces más la Asamblea formuló proyectos de Ley y todos 
fueron rechazados por el Senado. Por fin, la Asamblea discutió y adoptó 
el 11 de diciembre de 1963 el texto definitivo. EDUARDO w N6 LOUIS: @. eft., 

página 95. 
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V 

En España no existe, al igual que en Is mayoría de los Estados, 
nn estatuto legal de la objeción de conciencia. Pero en los últi- 
mos dies años se han presentado varios casos de españoles obje- 
tantea de conciencia, que han sido juzgados y condenados por la 
jurisdiocibn caetrense en distintas capitales de la naci6n (102). 
Prfkticamente todos han tpromovido la objeción al servicio militar 
por motivos de conciencia religiosa, más que de moral social pa- 
ciñeta radica!& perteneciendo a los denominados ‘Testigos de 
Jehova”. 

Entre nosotros el objetante de conciencia constituye hasta hoy 
“una singularisima y hasta extravagante postura rigurosamente 
excepcional” -en expresi6n de un ilustre penalista español (103)- 
y a la objeción de conciencia la acaba de califkar de “concepto 
disolvente” una sentencia del Tribunal Supremo (sala 4.‘) de 15 
de noviembre de 1965 (104). Mas aun dandose en número reducido 
de casos, en los dos tíltimos años ha alcanzado nn desarrollo pro- 
gresivo, que es de temer continúe aumentando. Por ello, aca8o 
conviniera tener en cuenta la opinión de MOUNI~: “ge quiera 
o no, los objetantes existen... Cuando un hecho social se incrusta, 
la ley dehe regularizarlo” (105). 

El Reglamento provisional sobre Reclutamiento, de 6 de abril 
de 1943, en su art. 1.” dispone que “El servicio militar es obliga- 
torio para todos los españoles?. Y en el art. 7.” del Fuero de los 
Eepañoles, de 1’7 de julio de 1945, elevado al rango de Lei fun- 
damental por Ley de 26 de julio de lM7, se dice que “constituye 
título de honor ,para los españoles el servir a la Patria con las 

(102) Se han producido casos en Palma de Mallorca, en 1959, 1961, 1963 
y 1965; en Barcelona, en 1964 (tres casos) ; en Cartagena, en 1963, 1964 y 
1965; en Madrid, en 1963 y 1965; en Zaragoza, en 1963 y 1965; en Bur- 
gos, en 1965 (dos casos) ; en Santa Cruz de Tenerlfe, en 1983; en L& 
rida, en 1964, y en Sevilla. en 1965. Desconocemos datos de los restan- 
tes casos. 

(103) ANTONIO QUINTAKO RIPOLL.&: Op. cit., pág. 612. 
(104) ARANZADI: Repertorio de Jurisprudencia, 1965, núm. 5.120. p& 

gina 3129. 
(105) ,Cit. por. LEANDRO RUBIO: Op. cit., núm. 7, p&g. 33. 
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armas. Todos los esptioles estin obligados a prestar este servi- 
cio cuando sean Uamados con arreglo a la ley”. 

Por tanto, el cun@miento del servicio militar es en España 
obligatorio y general, sin mfw excepciones que las previstas para 
determinados Casos, en los que 8e concede, por ejemplo, prórroga 

de primera clase ‘para ingreso en filas.por razones familiams de 
humanidad, tal como la obligación de alimentar a padres pobres 
e incapacitados, la cual ,permite, tras el correspondiente procedi- 
miento, la exención del servicio militar. También, desde luego, por 
razones personales de carkter físico se concede bien la excepción 
total, bien el destino a servicios auxiliares en las Fuerzas Arma- 
das, esto es, sin armas. AdemBs, existe otro tipo de excepción: 
la de los casos previstos en el Derecho concordatario, dada la 
superior jeraquía normativa de sus disposiciones, que en España 
se concretaron en el Convenio de 5 de agosto de 19W con la Santa 
Sede sobre jurisdicción castrense, por el cual el Estado español 
reconoció que “los CUrigos y religiosos, ya sean profesos, Fa no- 
vicios, en virtud de los cáuones 121 y lG4 del C%digo de Derecho 
canónico, estin exentos de todo servicio militar”, si bien, tanto 

en tiempo de paz como de guerra! el Vicario general castren«<2 
puede Ilamar, en la medida que sea necesario, y por un tiempo no 
superior en todo caso a la duración del servicio militar en Mas, 
a los sacerdotes y religiosos profesos que ,hayan alcanzado los 
treinta años de edad, a prestar en los Ejércitos funciones de su 
sagrado ministerio o asistencia religiosa de la Fuerzas Armadas, 
con exclusión de todo otro servicio [art. 121 (106). 

Nas nuestro ordenamiento juridico militar, al igual que el 
CMigo penal ordinario, no tipifican la conducta del español que 
se niega a cumplir el derecho-deber de servir a la Patria en las 
Fuerzas Armadas. Y al no haber una norma expresa que reco- 
nozca y pene la objeción de conciencia, la jurisdicción militar 
es’pafiola -al igual que la de ,los demAs Estad68 que no aceptan 
la objeción de couciencia- viene considerando al objetante como 
reo de un delito de desobediencia, tal como se con&nra en el ar- 

tículo 328, L?‘, del código de Justicia Militar (1%‘). 

(1~) tia norma continúa en vfgor, según se dispuso en el art. IS 
del Concordato de 27 de agoeto de 1953. 

(1~) Art. 328 del Código de Justicia Mllftar: “Fuera d& los casolrt 
comprendidos en el artfcdo anterjor, el militai- que *Wsobedezca las 6r- 



Pero 8ucede que una vez juzgado8 en Gpaita Icn, objetante8 
de conciencia y condenados como reo8 de un delito de detwbwliencia 
a penas que varían entre seis me8w y un día a seis afíoe F un día, 
wgfín las circunstancia8 que concurran en el caso (y cuando la 
condena 8ea superior a los tres aííos y un día, con 1s.~ accworias 
de deposición de empleo y destino a Cuerpo disciplinario), una 
vez cumplido el tiempo de la pena privativa de libertad, nueva- 
mente tienen tales individuos que pn?sentarue para cumplir el MT- 
vicio militar y otra vez recaen en el mismo delito de de&edien- 
cia al objetar que, con arreglo a SU conciencia, no pueden prestar 
servicio en la8 Fuerzas Armatlii)5? y por wguudu vez 8o1i en~iiuea- 
do8 y condenados. E igualmente nuceclr eu una tercera ( ItJH) y aún 
en posteriores vetee, de forma que, en realidad, resultan conde- 
nados a lo que ha sido denominada “prisibn vitalicia” rlO9). 

PUUB según jurisprudencia del Canejo Supremo de Justicia 
Militar, no se da en estos caso8 un de1it.o continuado de dtwo’he- 
diencia, ga que aun cuando en los ,hecho8 realizados 8e refinan 
-*algunas de las caracteríetica8 de ejecución del delito continuado, 
como son las de unidad de proopósito, de bien jurídico lesionado, 
de ley violada y de sujeto pasivo, es evidente que la instrucción de 
un nuevo procedimiento interrumpió la posible comunicación ente 
lax dos grupos de infracciones de la misana fndole, y no existe, 
por lo tanto, entre ~&Is, el vinculo de unidad que permita 8ubsu- 
mirlas en una sola ligura delictiva, puesto que las diferente8 ac- 
ciones del procesado dirigida8 contra la prestación del servicio 
militar, quedan, ,por el motivo dicho, claramente separadas en el 
tiempo y rompen el principio de continuidad que se requiere para 
que pueda apreciarae la forma de ejecución del delito de desobe- 

denes de sua superiores relativas al servicio de armas, marinero o ser@ 
náutico, incurrirá en la pena de seis años de prisión militar a veinte 
de reclualón militar. No tratándose de órdenes relativas al servicio de 
armas, marinero o aeronáutico, incurrirá en la pena de seis meses y un 
dfa a seis aflos de prisión militar.” 

(108) Por ejemplo, A. C. B., condenado a tres afios y un tia de pri- 
sl6n por Consejo de Guerra celebrado en Palma de Mallorca el 29 de ful10 
de 1959, fu4 condenado por segunda vez a cuatro afios y un día por otro 

Consejo de Guena celebrado en la misma ciudad el 16 de agosto de 1961, 
y fue condenado por tercera vez. en Consejo de Guerra que tuvo lugar 
en el Aalun el 9 de junio de 1965, a seis afíoa y un día de prisión militar. 

(109) EDUARDO AJUIUA: wrlto de 27 de enero de 1966. 
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diencia en que se bw el recurso interpuesto, y al acogerse, por 
10 tanto, en ambas sentencias, hechos diferentes, aunque de la mis- 
ma Indole, no ha lugar a admitir a ttiite el recurao por cuanto 
que el precepto legal en que se apoya, el art. 954, 5.” del Código 
de Justicia Militar, exige concretamente que sobre los mismos he- 
chos se hayan dictado dos sentencias firmes y di-s” (110). 

Tal “prisi6n vitalicia” de los objetantea de conciencia en Es- 
paña, sin duda no ee un resultado satisfactorio. Estimamos que 
serfa menester, por eùlo, que se grocediera a una dtitinta regula- 
ción legal de tales casos, teniendo p-te, como recomendó el 
Concilio Vaticano II, que las leyes han de tenerlos en cuenta “con 

sentido humano”. 
Bien entendido que nuestro firme criterio es que no debe tiel 

aceptado en Eepafla el estatnto privilegiado del llamado “objetante 
de conciencia” que suponga una exención plena del servicio mili- 
tar con arma8 o siu e&~, ni tampoco BU destino a un servicio civil. 
Creemos debe eeguir manteni6ndose la obligatoriedad y la generu- 
lidad del .servicio militar, como un derecho-deber de todos los PS- 
pañoles. 

En nueetro ordenamiento legal, desde luego no ~w~lta admisi- 
ble la objeción de conciencia. 

&k3 se ha querido ,presentar al Fuero de los Espafioks como 
uu “engarce para la alegación’de objeción de conciencia en sus 
sucesivos desarrollos jurídicos” (lll), al e&a.blecerse en el p;í- 
rrafo 2.’ de su art. 6.‘, que %adie eer& mole&ado por EUS creenri:~~ 
religiosas ni en el ejercicio privado de w culto”, en el que queda 
consagrada la “libertad de conciencia”. Y en la misma direccií)11 
M han exhibido textos de la “Declaraci6n sobre la libertad re- 
ligiosa” del Concilio. Vaticano II, promulgada el 7 de diciembre 
de 1965, especialmente el texto que dice que “esta libertad con- 
siste en que todoe los hombres h&~ de estar inmunes de toda 

-coacci6n, tanto por parte de peraonae particulares como de grupoa 
sociales y de cualquier poteetad humana, y esto de tal manera que 
en materia wligiosa ni se obligue a nadie a obrar contra BU con- 

(110) Auto de 14 de octubre de 1960, del Consejo Supremo de Justicia 
mllltar, en REVBTA ESP~OLA DE ARRECHO MILITAR, núm, 12, Madrfd, dí- 
ciembre 1961, pág. 301. 

(111) ANTONIO QUINTANO RIPOLI& Op. dt., pág. 6lX3. 
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ciencia, ni se le impida que actúe conforme a olla en privado y 
en público, solo o asociado con otros, dentro de los límites de- 
bidos”. 

Pero ni con respecto al Fuero de lcw FCpuñoles, ni con re- 
ferencia a la declaración conciliar entendemos engarce la obje- 
ción de conciencia. Pues, propiamente, con la obligatoriedad del 
servicio militar no se atenta a las creencias religiosas? desde el 
momento en que no se impone, como sucede hoy en España, la 
obligatoriedad de asistencia a ceremonias de la religión católica 
a quien no la. profese, ni se impide el ejercicio privado + pronto 
el .público- de un culto religioso no catúlico. Si ciertamente el 
objetante puede basar su actitud en convicciones de tipo moral, 
tales creencias pugnan con el ordenamiento general de la comu- 
nidad lpobtica, salvo que se admita un subjetivismo sin control, 
que, por razones parecidas, ‘pudiera permitir a un sujeto negarse 
a satisfacer impuestos al Estado, por entender que éete podría 
destinar la cantidad al mantenimiento de sus Fuerzas Armadas. 
La comunidad politica tiene también sus derechos, y por ello en 
la Declaración conciliar sobre la libertad religiosa se dice que el 
derecho a ésta “no se funda en la disposición subjetiva de la per- 
sona”, y sobre todo establece que “el derecho a la libertad en ma- 
teria religiosa se ejerce en la sociedad Ihumana, y por ello su uso 
esta sometido a ciertas normas”,. por lo cual todos los hombres, 
“en el ejercicio de sus derechos, están obligados por la ley moral 
a tener en cuenta los derechos de los demás y sus deben% para 
con los otros y ‘para con el bien común de todos”., teniendo de- 
mho, 8 su vez, la sociedad civil “a protegerse contra los abusos 
que puedan darse, so pretexto de libertad religiosa”. En deflnitira, 
“la libertad reli,giosa debe tambien servir y ordenarse a que los 
hombres actúen con mayor responsabilidad en el cumplimiento de 
sus propios deberes en la vida social” (ll?), y no para socavar 
las bases de esta vida social de la comunidad a que se pertenece. 
Y no nos cabe duda que el irenismo radical descompone o puede 
llegar a desordenar la convivencia política humana basada, tanto 
en el orden, como en la libertad. 

(112) Los textos entrecomillados per@necen a la declaración De ii- 
4ertote +eZigiosa. Edición citada de la Biblioteca de Autores Cristianos. 
Madrid, 1965. plus. 681, 682, Sag:y 690. 
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Tambik se ha pretendido (113) que dentro del actual ordena- 
miento jurídico español &ae podría exculpar al objetante de con- 
ciencia, amparando la objeción, presupuesta su sinceridad F rea- 
lidad subjet.iva, dentro del radio de acción de la causa justificativa 
del “estado de necesidad” (eximente 7.’ del art. 8.” del código penal 
común y eximente 7.’ del art. 183 del código de Justicia Militarj, 
basándose en la no exigibilidad de otra conducta. Mas, como bien 
se ha criticado wta opinión, ella no ee mantenible de “no sentar- 
w la atrevida y hasta wbversiva tesis, de que el wrvicio militar 
8ea un mal, y la subjetivamente ilógica de que constituya asimin- 
mo un mal la ohjeciím de conciencia, que en cambio conGlera cl 
objetante pacifista un wmo bien” (11.4). 

Tampoco creemos que en nuestro ordenamiento jurídico quep;L 
encuadrar a los objetantes de conciencia dentro de la eximente 
de “ejercicio ,legftimo de un derecho” (eximente ll del art. 8-O del 
C¿idigo penal, y 11 del art. 1% del Código de Jwticia Militar), 
que si bien salvará el escollo Lógico de la otra invocada eximente, 
estimamos no puede considerarse “1egJtimo” un pwtendido de- 
recho objetivo que no está reconocido por una norma de Derecho 
objetivo, como viene a admitir su mismo proponcntc (115). 

Hemos de concluir a este respecto, pues, que no hay en cl lh- 
recho &rpafíol vigente normas que puedan servir de causas jus- 
Mkativas para exculpar 8 lof4 que aleguen la objeciím dr con- 
ciencia al cumplimiento del servicio militar. Tal nos parece ser 
el sentir común r la significación del ordenamento jurídico p:Ltrio 
y su aplicación reiterada por la jurisdicción caf4trense espallo- 
la (116), similar a las de otros pajees que tampoco admiten la. 
objeción de conciencia. 

(113) FLd~az Pvm y Shz Sacllss~~: Objeción de con.cien.&a y exclu- 

&% de culpabilidad en el Derecho penal milttar e8patIol. Comunicacf6n. 
editada en ciclostll, al Congreso de Derecho Penal Militar de Valladolld, 
1961. cit. por A. QUINTANO RIPLNL&: Op. cft., p&. 611. 

(114) A. QUINTANO RIPOLL&: Op. cit.. pág. 612. 
(115) Ibid., pag. 613. 
(116) Recientemente, nuestro Tribunal Supremo de Justicia. ha en- 

tendido en el siguiente caso de un objetante de conciencia: un joven ma- 
Ilorqufn, en vkperaa de entrar en Alas, elevó un escrito al Coronel Jefe 
de la Caja de F&clutas de Palma, manlfestAndole su decisión de no entrar 
en Caja por eer ministro de la confesión religiosa denomlnada “Testigos 
de Jehová”, que le prohlbe, en concfencia, Ber soldado. Tal pretex~3íón 
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Por otra parte, estimamos que no debe ser incluida en tal or 
denamiento juridico español la admisión de la objeción de con 
ciencia. Ya con oportunidad de tratar este problema desde un 
punto de vista moral, hemos mantenido una posición opuesta a RU 
admisión, y creemos ha quedado eetablecido que la Constitución 
Qaudizcm et Spe8 en manera a.lguna recomienda 888 admitida po~ 
los Estados. Antes al contrario, en ella ae declara que loa que sir- 
ven a la Patria en las Fuerzas Armadas, 8on instrumentos de la 
seguridad y libertad de los pueblos y contribuyen así a cstabili. 
zar la pal; P al10 lo estimamoe válido, tanto para los objetante8 
por motivos fi.lof&&o-sociales, que enelen profesar un pacififxno 
militante, “pacifismo que ignora derechos y deberes” (llí’), cuan- 
to paxa los objetantea por motivos religiosos, cualquiera que MI 
la sinceridad de su conducta (118). 

no fué aceptada por la autoridad militar, y. en consecuencia, aquél se in% 
corporó a filas, pero, una vez en el cuartel, se negó a vestir el uniforme 
militar. Planteada una cuestión de orden jurisdicdonaI sobre que !i’ri- 
bunal era competente para conocer de este asunto, el Tribunal Supremo 
ha declarado que corresponde a la jurisdicción castrense el conocimiento 
de la causa, pues, además de ser la persona responsable militar en ser- 
vicio activo, loe hechos señalados no constituyen un delito de propaganda 
ilegal descrito en el Código penal ordinario, sino un delito de desobedien- 
cia a lae órdenes de superiores, previsto en el Código de Justicia Militar. 
PEREz GALUXX articulo en Heraldo de Aragón. Zaragoza, 27 de mayo 
de 1966. 

Téngase en cuenta que el Reglamento provisional áobre Reclutamierr 
io de 6 de abril de 1943, dispone en su art. 229, la sujeción a la jurisdic- 
ción militar de loe llamados a fflas desde su ingreso en Caja. 

(117) PABLQ VI: Acta Apostfücae Sea%. Discurso pontificio del 29 de 
enero de 1966, vol. LVIII/núm. 2, PQg. 158. Vaticano, 28 febrero 1966. 

(118) Na& menos que FRANCOIS MAURIAC ha et@to: “El Estado debe 
combatir sin odio, pero implacablemente, al objetante de conciencia, que 
debe alegra- de 8er perseguido; pues su consentimiento a’ sufrir es ‘~1 
@no de su buena fe. Su predicación- son eua cadenas. No podría tener 
mejor tributo que un calabozo, que una celda. El estatuto legal, que 
algunos desean para el, le despojarfa del único privilegio que debe am- 
bicionar: el 8er tratado como un sct?¿t?rat, cuando es un hombre vir- 
fuooo”. KX. por I~ANDRO RUBIO: Op. cft., núm. 6, págs. 40-41). 

Mas serenamente nos advierte el propio LMNDRO RUBIO (lbld., 7, pk 
gina 28): “Si en realidad no puede ponerse en duda el valor de los obje 
tqres, ati como tampoco BU Nena fe, ti bien parecen ,querer desafiar 
+ .la sociedad que buscar rem@m positivos a su8 inquietudes; En au ne- 
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De aquí que tampoco estimemos necesaria la institución en 
Espafla del servicio militar ah armaa o el servicio civil, como 
lo han heeho otro8 Estados, para los objetantea de concencia, dado 
que, en definitiva, la gran mayoría de ollo8 -T’est@os de Jehovh”, 
8 juzgar por 108 ~8808 que 8e han ,producido en Eapafía-, no 8610 
ze niegan a servir en h18 Fuerzas Armad@> sino a prestar cnal- 
quier servicio a la comunidad nacional que suponga un mfnimo 
de obligatoriedad 3 disciplina. Por tanto, EM? trata de una conduc- 
ta que podria cali5came de asocial y que la sociedad organizada 
no puede permitir sin sanción que impida que quede abierto un 
porCl que podrfa ensancharse peligrosamente hasta llegar a la 
anarguia Ekguramente 8ervirIa de desmoralización para loa de 
mae e~~aíloles, y eobre todo para lo8 de BU reemplazo, que a uno 
de e4108 pudiera aceptaraele ett objeción para eximirle del servicio 
en Pa8 Fuerzaa Armada8 y meramente se ledeatinara a un especial 
%ervicio civil>'. Dilo, en tanto no f3e estime necesario crear, y por 

otraa razone8 de carkter tknico-militar, otro sistemk de servicio 
naciona;l, como el instaurado ,por la Ley francesa dc 9 de julio 
de 1965. 

Pero, por lo pronto, estimamos~que sí cabria humanizar la vi- 
gente legislación española al r+specto. P este mejor sentido hnma- 
na podrfq logratke,. tanto mediante’la introducción de una nueva 
norma que tipsque expresamente el delito de negarae a prestar 
el 8ervicio en la8 Fuerza8 Armadaa (bien en el código penal or- 

dinario, bien el Cbdigo de Justicia Militar o en amboaj y 811 co- 
rrespondiente 8anciónl cuanto incluso si Be continuare con la RC- 

tual indetermimwión que oMiga 8’ aplicar al caao la figura delic- 
tiva de is heaokdiencia; ‘con’ tal -¿le que en una u otra forma se 
consiga el fln primordial de ‘impedir le denominadá “prbi6n vi- 
talicia” de loe objetantes de conciencia 

En los das casos, creemos pudiera adoptarse una fórmula legal 
; .I 

gativa hay @lga de acto gwtuh De6de luego la pez no de conquista a 

golpes de gesMm individualee, eho por el esfuerzo colectivo hacía un 
orden internacional. Si un día esto ee alcanza,entonces h objeción de con- 
tienela .vendrh a aer.no..un derecho, elno un deber. Nlentraa tanto, la 
negativa íncOndiCiOnada a-batirse no6 parece meno9 servir a la pea que. 
q3nw'a.l agresor, fl'Odavla m6s. Rechazando la idea.& ~resistencla, de le+1 
gitima defensa, se deja a la injusticia con armas para, triunfar en to.’ 
da13 partes...” 
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que implique que la condena pronunciada contra un objetante de 
conciencia -imponiéndole un tiempo euperior que el que loe de 
su reemplazo cumplan en el servicio militar- cancele (119) t3u 
deuda con la sociedad al Ber cumplida, ein que. al eer liberado, ue 
le exija otra prestación. Bien entendido que no deberia ver aome- 
tido a un &giien penitenciario comtin, eino a un tigimen e%p&al 
de trabajo titi para la comunidad nacional. 

Mas si no ,w Mimara conveniente dictar una norma que ex- 
presunentcs configurara el delib y BU sancibn, así como w can- 
celación, podIGa utilizarw eimplf2mente el procedimiento (120) de 
considerarlo un delito único de desobediencia, de forma que el cum- 
plimiento de la condena cancelase la responsabilidad contrafda 
pop el objetante, así como su obligación de prestar servicio. 0 bien, 
nigniendo lo dkpnesto en otros ordenamientos jurídicos extran- 
jeros, al reincidir en ta.l desobediencia le fuere impuesta al objp- 
tante una nueva pena que, adem@ implique su expulsión de Laos 
filas de las Fuerzas Armadaa 

Con tales fórmulas, quedarían tivaguardadas las exigencias 
de la disciplina social, pero también el deber de humanidad que 
el Concilio Vaticano II lha recordado a los Eatadoa debe imperar 
en RUS legislacioxiea, JJ que, en de5nitiva, expmara con BU clkica 
fórmula nuestra Coww~6s ARBIXAL: “Odia al delito, pero com- 
padece al delincuente”. 

P. S-El 26 de enero de 1967 comenza& un debate en la A.naw 
bk?a connnltiva del Consejo de Europa en torno al Informe 8obre 
el dercwlco de 208 objetante8 de concìencti, presentado por Ean- 
nsh&w BAUEFL . 

(119) Esta cancelación podría lograrse, indicando -zn el articulo que 
tipificase y sancionase la figura de la objeción de conclenda- que tal 
delito llwaria como pena accesoria la expulsión de las fflas del Ejkcito. 

Debe tenerse presente que esta pena aooesoria no es extrafla al Cádlgo. 
de Justicia Militar espafíol, puesto que en su art. 218 Ia impone como1 
accesoria de todas las penas milltares de muerte’ conmutada y de rech-, 
ah511 militar, y BU art. 228 seflala la expulsián de las’ filas del Ejercitar 
como accesoria para las penas comunes de muerte indultadas. reclu8lõn’ 
mayor y menor y presidio mayor. 

WO) ANTONIO QUINTANO RIFOLLÉG: Op. cit.. pág. 615. 
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En e8te Informe, HatF~n platea la culesti4n de 8aber en quti 
medida y bajo cu61 forma. 108 Estados miembro8 del Consejo tlr* 
Europa reconocerá.n el derecho de los objetante8 de conciencia a 
rehusar, en nombre del principio de libertad de penea.miento, de 
conciencia y dc rvligidn especialmente coneagrado en el art. 9.’ de 
la Cmcención Europea de 108 Derecho8 del Hombre, el cumpli- 
miento del 8erv-icio a.rmudo. 

Lo8 estwlios efectuad08 por Ammesty international y por VI 
Instituto <<hfox Planck” de Heidel.berg se+ñala,n ww.8 divergencian 
que van &8de el no reconocimiento de eete derecho (G-e&, Ir- 
landa, Italia, Turqu.ía) a la larga tradición de rwonocimiento de 
loe objetante8 de concie~zcia que exi8te en la. Gra,l Bwtcwia. Algu- 
no8 8i8tew.8 nacionales someten el reconocimiento de cute dwecJl« 
a. un prooedimiento admini8trativo destinado a establecer la sin- 

ceridud de la8 conviccio?lea dct objetante y al cumplimiento de un 
8eruioio civil no artnudo. 

Para el. Ponente, un diputado socialicrta a,lemán, tal proccdi- 
miento debe estar basado en el principio & la preeminencia. dvl 
Derecho y ofrecer garantína de indepen&ncia respecto a las auttr- 
ridade8 militarex y de objetividud, y de prever posibihhden rl~ 

r~cur¿to. ddcmás, el 8erkio cicil no debe significar, tanto en cI 
phno fi?~a.n&ro como en el del Derecho social, ninguna dixc)~wi- 
nacìdn re8pecto al 8wGcM arma4lo. 

En consonancia CON esta poGci&, el Informe irrchyc: 101 IHW 
yeCt0 de re8ohcihc en t?l que Be definen lo8 principio8 básicos quv 
deben regir el reconocimiento & eete derecho, el procedinGwt« 
admini.&ativo y el crervicio civil, aeí. COIIU) un proyecto de reco- 
mendación a loe Cobier?&oe de 108 Estados miembrO8 del Consejo 
de Europa para qw gea elaborado un Acítardo intwnacional poro 
la aplicación dc tale8 priwipios. 



LA GUERRA REVOLUCIONARIA: SUS 
REGLAS POLITICAS Y SUS NORMAS 

MORALES 

por Leandro RUBIO GARCIA 
Profesor-Subdirector del Seminario de Estudios 
Internacionales de la Universidad de Zaragoza. 
-Miembro C. del Instituto de Estudios Politices. 
Colaborador de la Sociedad de Estudios Inter- 

nacionales 

‘“La complejldad,de la situación ac- 
tual y el laberinto de las relaciones 
internacionales permiten prolongar 
guerras disfrazad438 con nuevo@: tt~é- 

todos, insidiosos y subversivos.” 

Cons&ción pashxal” Abre la 
Iglesia en el mundo actual, 79. 

-Ante el dewubrimiento del horror de la guerra te~monuclral 

-y eu improbabilidad-, no deja de penxarse en <orno un deri- 

vati$o de ello- una guerra mu6ho rná8 real : Za ‘guerra revokcio- 
naria,, aubvedva. . 

Efectivamente, una derivación del hpU8P nuclear conniste en’ 
que la guerra ge encuentra acantonada en formas menoreH,‘medi-’ 
das e insidiosas, dé tal manera que no w corra el riesgo de defien-, 
cadenar el holocausto final, etc. 

. _ 

El problema exige una buena dosis de maticación. Existe toda 
una tendencia, clara y marcada, ‘acerca de un nuevo tipo de guerra, 
propia de nuestro “siglo de hierro ei .que estamos sumergidoG”f 
-psando la expresión de Andrk Franyk+Poncet- (1). . 

I_ >._ . 
-.(l) Cons. Le Figwo, 14 noviembre ll& @g. 10. . 

.L 
_, :.. 
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Esta indicación no es suticientr. Con toda precisión, ha sos- 
tenido el general Bethouart: “Estamos en la era de la guerra 
termonuclear... Pero más todavía que en la era de la guerra termo- 
nuclear norr halEamo en la á4 la, gw?rra psicoldgia~” (2). 

Señalemoo cómo este militar francés hace la conflguraciOu de 
tal forma de lucha: “El agresor desalienta, desmoraliza, neutra- 
liza a sus adversarios por la arción política, por la propaganda, 
por la corrupción”. “He aquí la forma más moderna de la guerra 
5 la más verosímil: agitaciones, huelgas, acciones de guerrillas, 
acciones aerotranoportadas.!‘ 

El Mariscal Juin ha asegurado: **El poder atíbmico ba dicotr- 
ragé le recoura 8 la guerra cl&sica.. . l’ero la gzterra i~~xurrmcionul 

está en trance de reemplazw+t’* (10. 
Thierry Maulnier ha desenvuelto el concepto de guerra subver- 

siva. De 61 son las siguientes palahras: “Una guerra de una es- 
pecie particular. Una guerra interior, revolucionaria, pero una 
guerra...” (4). 

René Payot ha hablado {5), en *‘Le Journal de Genève”, de 
wre “petite guewe” (6). 

Sabido es que la doctrina de la dicruasih inwlneratle M? mueve 
a través de una doble protección: bajo la pantalla del poder es- 
tratégico termonuclear, los comunistas pueden proseguir en la mar- 
cha de pequeñas guerrae {“guerras de liberación nacional”), así 
lomo otras tradicionales tdenicas comunistas, y los estadouniden-, 
ses pueden proseguir sus aguijonazos [como en las junglas del 
Yietnam] (7). 

(2) Vid Le Figaro, 7-8 septiembre 1957, pAg. 1. 
(3) Cons. Le Figaro, 743 julio 1956, peg. 10. 
(4) Vid. Le Figoro, 30 abril 1957, pág. 5. 
(5) Vid Le Figaro, 27 julio 1956, @g. 5. 
(6) Sobre las nuevas formas de agresión. -la agresión indirecta, la 

ideológica, la económica-, cons. el artículo de EUCENE ARONEIIHU en Le 
Monde, 13 agosto 1959. 

(7) La forma mãs probable de agresión: la creación de una’ &ux&?? 
revolucionaria. Vid. The Case for Conventiond Forces in the Nu&?aT 
Age, en “The Brltish Survey”, mdr&, marzo 1958, p&g. 8. “Que la g~eira 
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Y sobre la virtualidad de esta claw de lucha --concretamente, 
de las guerras de liberación-, no hay sino recoger unas elocuen- 
tes ideas de Krnscher. Despu& de declararse en contra de las gue- 
rrw de agresión y de conquinta, describía .las guerras de libera- 
rión como las luchas que los pueblos oprimidos hacen contra los 
colonizadores y los imperialistas, y estimaba que eran justos ?/ 
qwada8 y que todos los pueblo8 que toman las arma para defen- 
der su independencia p su libertad tienen el sostén y la ayuda 
de la Unibn f3oviCtica (8 1. 

De otro lado, Averell Harriman consignaba #por la misma @o- 
ca: ‘<Podemos prever que los soviéticos, tanto .como los chinos. 
harán todos los esfuerzos posibles para extender su influencia en 
las [pretendidas] guerras de liberación” (9). 

(&KTI’a, en suma, en un ambiente de pditiZ;lC%Jll mundial, tl~ 
protagonismo de 1~ masas desheredadas y de querella ideologica 
entre dos enormes superpotencia& Lo cual hace que su toque es- 
pecífico xea âu carkter polítko, revolucionario. Y, por wpueöto. 
su tremenda dureza. 

Verdad es que Gran Bretaaia ,pudo llevar a cabo la conquista de 
la India con un contingente de unos 5O.ooO hombres. Hace medio 
siglo, China pudo ser subyugada ~espu& de la rehelión de los 
bOilW?‘8- con unos 20.000 hombres... Pero estas expediciones han 
pasado a la Historia. 

Estamos ante casos como el de Argelia, en donde Francia, 
para enfrentarse con unos 43.000 guerr8leros, bulbo de servirw 
de un ejército de 500.000 soldados, un gasto diario de tws mtilo- 
nes de dólares y el empleo de las armas m&s modernas. Pues bien : 
con todo eso, la República Francesa tuvo que abapdonar el cam- 
po, tras siete afios y medio de lucha.., Parejamente, en el Vietnem 
del Sur. unos SO.000 guerrilleros del Yietcong han inmovilizado 

revolucionaria es una realidad, nadie puede soñar en negarlo”: JEAN PWN- 

CHAIS: “La septihme arme dolt-elle rester l’apanage des militahes?“, en 
Le Monde, 23 agosto 1958, p&gs. 1 y 3. 

(8). En el cur8o de una reunión en honor de la promocibn de la 
Academia MIlitar de la U. R. S. S.. Le Monde. 10 julio 1964, p&. 3. 

(9) Cfr. Le Monde. -30 junio 1964. pág. 2. 
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al llanudo Ejjérrito ‘iacional de :! oo.olH~ h”“~hW8, mbs otros 1w.w~ 
de 1~ milicia armo*lax y los 4uO millonw dey dólares <muales 
recibidos de los cofrea entadounidenxa y disipndoa por el Go- 
bierno de Saigón (10). Cifras dadas en 1‘963 que ~IUI cnmbiado 
con el ritmo del “compromiso” nmericuno en t.ierras tietxiamitaa. 

Ih resumen: en el mundo. revolucionurio de nue8tro tiempo, 
Ias cosas hun cambiado, y mocho. cn experto amerienno~ en la 
guerra de guerrillas --el Coronel George Jonw- ha indicado que 
RO” n~resarios diez soldados convencionales para derrotar aun 6ue- 
rrillero y que 10s~ guerrilleros hacen quince bajas por cada una 
sufrida por dlos. 

;,Cbmo se conligura esa guerra revolucionarizi? 
lc” primer lugur, s4!!ñ~lem”~ que en1a ch& de guwra ha tenido 

RIIY fe6ricos. 
De& SUI¡ Tse -seis siglos antes de Cristi a Mao Tsetung, 

pasando por Lenin, hay materia bastante para esttidiar IR teorla 
de la yerra revolucionaria. 

Ya Crncsaw~~z~supo dexubrir la ósmosis producida entre el 
desarrollo del fenómen’o Guerra p la estruct&a y la vit;lliùad in. 
ternü de los grupos social& comprometidoX en 61, wh~lanùo’ln 
importzxncia de los fwtows ~>siquicos y ~r&intiendo que las mn- 
sas populares podrían ser llamadns ii desempellar Un papd cada 
vez mkiesenciil (ll). 





LEANDRO RUBIO CARCIA 

alguno el presupuesto del “primado del factor politice en las so- 
ciedades industriales contemporfíneas” (ADHIASO Jlomm~~. 

Ese ekmento político -pantalla de tantas otras cosas- forma 
el trasfondo de todo el acontecer contemporaneo. GbwrvemoR al- 
gnnaa rasgm de tal @oca. 

Guerra clasica v guerra revolucionaria comenzaron a diferen- 
ciarse el dia en que la guerra dejó de ser el hecho de una casta 
profesional. Al wldado de oficio le sustitnFe el soldadociudadano. 
Aquél no tiene rn& que su competencia profesional. Este aporta 
RU amor al país. I’almy sera la piedra de twpre de tal orden 
de COROS. 

Un paso decisivo se dará con la guerra de l%W. Esta Ruponía 
la &xvpermnalizacGn nacional de la guerra (l:j). 

En la lucha de 1911 vemos, por ejemplo? dos naciones, en tanto 
que tales naciones -Francia p Alemania- dirigidas una contra 
otra. De un lado, habia el recuerdo de la derrota y la humilla- 
ción de 18’71. .De otro, el recuerdo de las guerras de la Revolución 
y del Imperio y del Alzamiento nacional de lfl3. Francia querfa 
terminar con Alemania, que le había vencido y que habia mate- 
rhalizado su victoria con una anexión brutal. Alemania queria aca- 
bar con una Francia que no aceptaba BU derrota ni sus fronteras. 
Cada una extnba .persuadida de que el precio de una paz verda- 
dera era el abatimiento definitivo de RU rival. En este sentido, la 
guerra 19141918 entre Francia y Alemania era la hltinfa gtterf-a 
nacional (al menos, en Europa). 

Pero a la pemonalizacibn total de las naciones en la guerra 
sucedía algo distinto en 1939. 

Sabido es que la Alemania hitleriana estaba Nometida a un ygo 
de acero. Pero no menos verdad es que ella tenía también RUS 
“emigrantes”, no 8610 en el exterior, sino asimismo en el interior. 
La misma Francia acogla a refugiados alemanes d-de 1!H3 p 
sabía que Ri el hitlerismo era alem8n, toda Alemania no era nazi. 
Nas, por otra parte, en Fr;lncin, Hitler encontraba simpatía8 que 
no tw disimulaban. Tncltmo las derechas JJ laa izquierdas Re ha- 
llaban divididax a et& rerzpecto. Gn sector iie la derecha perma- 

(13). Cons. J~c~uts ,MADAULE: ‘Natindisme d’hier et d’aujourd’ hui, en 
“Janus”, ParS% junio-septiembre 1964. págs. 127-128. 
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nwía tiel al nacionalkmo de antaflo, mientras otro ee preocupaba 
más por proteger a Europa del bolchevismo que de defender las 
posiciones francesas. Por lo que hace a la izquierda, aunque al- 
gunos de wa integrantes Regulan profesando un pacifismo incon- 
clicional, loe otro8 de daban cuenta de que la defensa de la Patria 
ae confundía con la de au8 valores, amenazadoo por el hitlerismo. 
Resumiendo, el caracter dominante de la eegnnda guerra mundial 
fue mfm ideológico que nacional? tipiconacional. 

Tal tónica ideol6gica iba a mantenerse en el ambiente inter- 
nacional durante la fase posterior a la segunda conflagración 
universal. 

So obstante, el punto clave en la concepción de la guerra re- 
volucionaria ae produce cuando ae pasa de la conscripción a la 
insurrección nacional y de la wwi& en arma8 al pu&10 en armcrs. 

111. Lo8 ~&mmossTos I)E LA GIXRRA REXOLWIONARIA 

Puea bien; es en eate medio ideológico en donde ae mueve la 
guerra recolucionar~. 

Ella contiene estos elemento8 esenciales: 
1. lJn.0 profunda aa%wiibn poplar. “La inferioridad material 

ante el enemigo no ea grave -ha escrito Mao Tae-tung-. Lo im- 
portante es la movilización popular. El pueblo dehe eer el gran 
océano en el que ae ahogará el enemigo”. Población enfocada má>; 
bien como mQui.ua, en la cual cada iPer es un rodaje, que como 
un grupo de personas a respetar. Población, en una palabra, tra- 
tada como una “masa”, no como nn pueblo (en la feliz distin- 
ción de Pío XII). 

Estamos, ,pues, ante una forma de guerra en la que ya no se 
trata de conquistar un trou, de terreno, sino lay poblaciones que 
lo tiabitan. En erlla, la estrategia deja de ser la hija de las ma- 
tematica8 y de la geometría. Ella obedece m88 a laa leyea de la 
física y se traduce en fenómenos de óemoaie, de explosiones de 
eimpatia, de reacciones en Cadena 9 de punto8 CrítiCOa. 

A tal guerra ‘pueden aplicaree las palabras que Couve de Mur- 
ville utiljzaba para contlgnrar la lucha en el 8. E. de Asia: “No 
se trata de una guerra ordinaria, no í+ trata de una ,gnerra mi- 
litar -es decir, de una guerra que 8e puede solucionar por la 

iu?. 
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‘victoria o por la derrota-. Ezllo no es tan simple. Se trata de 
una guerra que es muoho más política Y psicológica. Y el fin de 

esta guerra no e8 vencer al ejército enemigo. Es ganar a la pabla- 

c%n, lo población del p@íe donde se deeawolla la lucha... (14). 
:. 2. Una dimensión psicológica. So puede reducirse a opera- 
ciones estrictamente militares. Sn conducción exige una acción 
‘sobre el espSritu de las poblaciones. “La guewe 8fl.bVer8kt?, elle, 

vise a une d~8integraticm des principees mimes de la vie d’une na- 

tion OU de toute una famille de nation8” : P. R&xM&. 
3. Una estrategia ba.&a en cokdetacione8 de política ya- 

ueral, “mundia1”. 
4. Uno dknens&n kf.eoldyicu. El combatiente no M &lo un 

*militar, eS también un militar&. 

,5. Objetivo8 reuoluciotia&~~. con subordinación de lou medios 
y los m&odos a una visión global Y a uu programa de acción re- 
volucionaria Es el carkter distintivo de esta guerra. Primera- 
mente, ella divide a las naciones en su misme interior. Por otro 
lado, toda guerra revolucionaria toma un carkter internacional. 
puno de los taques tipicos’de la época contemporanea es la indis- 
tinción entre las guerras extranjeras y las’ guerras civiles Q5). 
Los pueblos eron desde ahora, y ya “interiorea” unos de otroe, 
como los rfenómenos de “quinta columna” lo hacían ya presentir. 
Una guerra internacional sera cada vez m6.s una guerra civil (16). 

6. Un ct&cter total, al querer imponer una con+?pcíón de In 
vida -al menos, en determinados puntos esenciales-, a lo que 
no puede Ggarse mA.8 que por los espíritus (RENÉ COSTE). Esta 
guerra no ataca únicamente, y ante todo, al cuerpo del hombre 
9 a lti realizaciones visibles de su civilización: se pone la mira 

(14) Declaraciones a ,la N. B. C., cadena de televisi6n americana, 
L. M., 30 junio 1964, pág. 2. 

(15) Vid P. RECAMN: La conscfence chrélfeme et la guqre, en “Cahiers 
&int-Jaques”, 2‘7, 8. f., p&g. 12. 

(16) Aún más: i toda guka civil corre el riesgo de ser guerra re- 
volucionarla? Por lo pronto, “la guerra en el Vietnam del Sur es uns 
guerra civil que es sustandalmente una guerra revolucionaria”. Esta opi- 
ni6n del profesor MASAMICEI INOKI, de la Universidad de Kioto, representa 
la actítud de la izquierda modera& askltica. Cons. ROBERT MCKENZIE: Viet- 
nam and U. ‘S. The Asian Vfew, en “The Obseker”. Londres, 20 junio 
1065, p6g. ll. 
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en SU esyiritu. Intenta la disociación de la persona para ponerla 
a 8~ merced. Esta forma de guerra destruye psicológicamente la 
persona Y lleva la disgregación a lay sociedades ymonseñor lirr’:~). 

Verdadera guerra “humana’?, puesto que los hombres enfrm- 
tados estAn comprometidos por entero -en esplritu y en cuerpo-. 
De ahi que el verdadero jefe de guerra no sea el gran experto 
militar, sino el “ingeniero de almas”. 

No descubrimos nada con consignar que nos hdlamos en pre- 
sencia de un fenómeno de polimorfismo: ea la guerra “cun~~Jc69t~~ 
de CLAUS~WITZ, bien difícil de abordar de una manera sistemá- 
tica. Las guerras revolucionarias -ha dicho WALTEH LIPPMAX~-- 

“son ciertamente peligrosas de ordenar ,v de8concertantes de 
hwtar”. 

6on muchos los factores importantes a combinar: el terrwo, In 
pobZaci&n, el pa,peZ del jefe, el teworiam (que, con sentido polí- 
tico, no debe ser exagerado), el apoyo exterior, la motivación (car- 
burante ile toda insurreccibn), 15 propaganda y la orga*zizakh 
de Zae ~>oblaciones (recojamos la ecuación de los psicólogos mili- 
tares : fuerza social = organizacibn X *propaganda >( agitación). 

La combinación de tales elementos es lo que da a cada guerra 
su wr&cter distintivo. He ahi la cuestión de los estadios de esta 
clase de guerra: desde el golpe de Estado (obra de una minoría, 
r con facetas que van del simple “cuartelazo” a la “marcha 
sobre Roma”) hasta los ejemplos típicos de China y el Vietnam, 
pasando por las insurrecciones de tipo primitivo. 

En suma, a la guerra revolucionaria cabe aplicar estos pensa- 
mientos de Mao Tse-tung. - “Za ruta de Za Reu-olwih, como la del 
&sawoZZo ti tod08 lo8 fenómenos en el mundo, e8 8hUO80, no 

rectilinea”. 

l ** 

Seguramente podrfi decirse que distintas guerras contemporh- 
neaa ,poseen -debido a su aspecto totalitario- las facetas popular, 
psicoldgiq ideológkz, etc. Cierto. Pero hay una diferencia clave. 
En b]es gufyrag, el choque de las armas es primordial p los ad- 
versarios *iran a la conquista del terreno ,para Ilegar a la vic- 
toria. Lo que, como sabemos, no sucede en la guerra revoluciona- 
ria. Aquí las armas no desempeñan m6S que un segundo papel. 
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T no ae imagine que estamos en glena plan de entelequia. Ei 

panorama se entenebrece hasta el extremo de que el Occidente ae 

ve atraído tambien a la vorslgine del ambiente de la guerra re- 

volucionaria. 

una muestra palyable de esto pueden serlo loa conceptos de- 

fendidos .por el General G. Lmaoï. Este militar, en nn artículo 

publicado en enero de lW2, en Forces &rientree E’ranwises (l?), 

aparecía como un mantenedor de la “moral” de la eficacia. En 

efecto. Para el, determinados soldados gubernamentales, “calcan- 

do su comportamiento sobre el del adverwrio..., combatiran sin 

uniforme si ea nwesario y rergponder&n con la ley del talión al te- 

rrorismo y a la tortura”. 90 obstante, el citado cieneral hace notar, 

“de pasada”, que las fuerzas del orden encontraran diticultades en 

la aplicación de esta ley del talión, a causa de una legislación 

que Iprotege demasiado liberalmente a los hombrea que de colocan 

voluntariamente fuera de la comunidad”. Pero cf. Lusoy resuelve 

el nudo de la cuestión en forma terminante con las siguientes pa- 

lsbrlu: “t3ea lo que sea., en esta guerra inhabitnal, deberemos, 

con un extremo ,pezar, *pedir a nuestros combatientez en opera- 

ciones olvidar algunos siglos de lo que hemos Ilamado k civiliza- 
cián”. Con todo, el mentado militar reconoce: “Esta necesidad 

de la guerra brutal, unido al deseo de no crear en el país una 

pofundo escieió?&, presenta problemas muy difícilea, que sólo la 

formación civica puede permitir resolverlos”. 

Mas a d-pecho de esaa diticultades, ae pide el establecimien- 

to de unidades e8peciaAtnente dedicadas a la guerra revolucionaria. 

Con este carkcter : “Al lado de laa tropa8 regalares de la Resisten- 

cia organizada y bajo mando, teniendo una existencia conocida, 

reopetando las leyes de la guerra, enarbolando en el combate in- 

signias visibles, un país digno de sobrevivir debe tener tambiéu 

hombres que hsyan hecho el sacrificio cierto de su vida y que, de 

manera casi individual y estrictamente clandestina, atacaran al 

enemigo co?& todo8 lo8 medioe, aun bárbaros o pérjidoe...“. 
Con una ~particularidad, a tener en cuenta a la hora de en- 

jniciar moralmente el asunto. El mencionado autor sabe 4‘que todo 

eso ea contrario a la moral pueril y koneeta, pero cuando (uno] ge 

rncnentrn frente a un adversario que no disimula de ningttn modo 

(17) ‘SI vis pacern”. pdgs. 2948 (sin& págs. 42-43 y 61-52). 
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BU intención de hacer desaparecer la civilización que ha creado 

esta moral, todos loe medio8 8on bUtXO8 para 8obreuiuW. Muy 
frecuentemente, el fin justifica, héZa8, los medios”. 

Preocupación por la eficacia, la que late en esos pensamien- 

tos. Pero sin llegar a la compren8ión de que por el empleo de 

medioe ,bkbaros se destruye a si misma la civil-Sn que 8e pre- 

tende defender. E8a moral “pueril” tratada desdeñosamente, ;no 

es el alma de la civilizaciún? (18). 

Y es a causa de esa civilización, precisamente, por lo que se 

vuelve la viata a la valoración moral de este fenómeno bélico. 

Para abordar tal temhtica, es preciso partir de su :lnalogí;t 

con la guerra propiamente dicha En una y otra 8e da la primacía 

a la Golencti y a lo irracioncrI. De ello resulta que se lw dekn 

aplicar las mismas normas de interpretación y, primeramente, de 

la de su inmoralidad de #principio. Por consi,guiente, la agrerió~ 

ha de ser condenada sin restricciones. En este Isentido, la ~uerr;r 

revolucionaria-psicológica no podr& ser licita m&s que accidental- 

mente, a título defensivo, en el caso de legítima defensa. Pero, :IIIII 

entonces, el beligerante no tendr& el derecho de recurrir a totlox 

los iprocedimientos eficaces. Todos aquUos intrínsecamente inmo- 

rales quedan prohibidos, en particular las técnicas <lue persignw1 

deliberadamente la despersonalización de las masas. Ahora bien: 

los m6a ekace8 son frecuentemente los encaminado8 a esa desper- 

sonali53aci6n (19). 

. l 0’ 

Por si el lector quiere valoraciones mho precisas, dividiremos 

el problema en dos facetas. Cosa lógica si observamos que toda 

guerra revolucionaria presenta do8 problemas de conjunto: a) su 

legitimidad; a). SUS métodos. 

(18) Vid. Et. COSTE. cft. ante., págs. 179-180. 
(19) Cfr. R. COSTE, cit. ant., págs. 78-79. 
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En e.1 primer caso, se impone hacer referencia a las reglas 
establecidas por los teólogos acerca de la insurreccibu. 

a) Condi&ot&es de la insurrecci&n legítzllta. En lo esencial, ha 
dicho el P. Rocsm. HDCKEL, la doctrina de la Iglesia sobre este 
punto es cl&&a desde hace largo tiempo. En buena parte se en- 
cuegtra formulada en los textos de Santo Tomás y de Pío XI (20). 

Laa condiciones son estas (21) : 
1.’ Existencia de un Poder verdaderamente tir&nico (22), un 

Poder que va abiertamente contra la injusticia y la verdad, hasta 
el extremo de destruir los fundamentos mismos de la autoridad. 

2.’ Ir’ecesidad de ,haber agotado todos los medios pacíficos, 
constitucionales, capaces de modificar eáicazmente la situación. 

3: Certidumbre moral de que los inevitables kufrimientos 
acompañando a la insurrección no serán superiores a las ventajas 
esperadas para el ,bien común (Ley de la proporcionalidad). 

4: Necesidad de una probabilidad razonable de Cxito (Ley 
de la eficacia). 

La hledioa normales. La insurrección no justi4ica la utilización 
de cualesquiera medios de lucha Quedan descartados los medios 
radicalmente perversos. 

6.’ Defensa legítima del bien común (23). 
lL3tos principios tienen un valor permanente J res& fácil 

hacer su adaptación a los perfiles del proceso contemporáneo de 
descolonización (24). 

(20) Vid. ROCER HXKEL, S. J.: Le chrétien et le pmwoit, Park, en “Le 
Centurlon”. 1962, págs. 119-120, y R. COSTE, cit. ant., p8gs. 166-169. 

’ (21) Cona. R. HECKFL, cit. ant., págs. 145-149. 
(22) Para estimaciones recientes sobre el tiranicidio, tema conexo al 

de la insurrección, vid. la amplia nota de FL COSTE, cit. ant, p&s. 170-171. 
(23) Otros autores se conforman con menos condlclones. Por ejem- 

plo: 1) Abusos extraordinarios graves del Poder. 2) Fallo de todos 10s 

medloa paclficos. 3) Menor gravedad de las calamidades resultantes de 
la insurrección que de las provocadas por el Gobierno tirS;nico. 4) Fundada 
probabilidad de 6xito. No se olvide que “la teología católica ha desarro- 
llado poco la teorfa de la revolución”: CONBLIN: Théologie de lo pois, II, 
Paris, Editions Univerdaires, 1963. peg. 389. 

(24) Como oportunamente ponla de relieve monseñor ANCEL, refl- 
riendose al conflicto argelino. 
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Gignticativa ha sido la literatura a que daba pie la lucha de 
Argelia. 

En todo caso, existe una directiva clave: “un pueblo que as- 
pira a la plena soberanía debe hacer todo lo posible para alcan- 
5a.rla por tias paclâcas”. “Pero cuando los medios pacíficos se 
revelan verdaderamente impotentea, cuando. el pueblo se enfrenta 
con una negativa sistemhtica del Poder existente o a una im- 
potencia radical de éste, el principio de’ una defensa insurreccional 
no ,rpuede ser rechazado a priori”. 

Ahora ,bien: diremos, con el citado HECKRL (Z), que reconocer 
la ,posibilidad de principio, de una defensa insurreccional legítima 
no si,gnifica que las insurrewiones nacion:+stas (26) sean siempre 
y necesariamente legítimas, ni que un movimiento insurreccional 
legítimo en su principio lo siga siendo necesariamente en todo 
9u deearrdllo, ni nue pueda serviree de cualquier medio. So. “Hay 
una moral de ‘los medios insurreccionales, y el te’rrorismo no tiene 
justi&ación moral posible,‘venga de donde venga y cualquiera que 
sea su objetivo”. 

Este último aspecto es de verdadera trascendencia. Lo esencial 
es estudiar --Como lo subraya RI& Cos- nwy de cerca el fk 
r8aZ perseguido por el movimiento insurreccional. No se olvide que, 
de hecho, las guerras de este género no han sido desencadena- 
das, hasta el presente, maS que por homeres extraüos al ideal cris- 

tiano y, generalmente, para imponer un r4gimen comunista (27). 
Con todo, se comprender& que la Iglesia sea muy prudente en 

el reconocimiento de la legitimidad de un movimiento insurrec- 
cional y que, con frecuencia, prefiera contentarse con no condenar- 
10. 0e comprenderá tambibn que los morali&as recomienden a 10x 

(25) Vid. HWKEL, cit. ant., págs. 139-140. 
(26) Sobre la accesión de los “nuevos pueblos a las responsabilidades 

de la libertad política”, vid. Pfo XII: Encíclica. ‘:Fidei Donum”, 21 de 
abril de 1957. 

(27) Para una caracterización del parZisa?w del tiempo presente, vid.’ 
trabajos como los de GERHAED VON GLAHN: The Occupotion of Enemy 
Tedtory, University of ?rIinnesota Press, 1957, págs. 48-55 (sin&& phgi- 
nas 51 y sigs.) ; mariscal ALEXANDER PAPAGOS: Guetilla Warfare, en “Fo- 
relgn AffafW, Nueva York, enero 1952, phgs. 215230: y el estudh de 
CARL S&wr en la Cátedra “Palafox” de Cultura Mílitar de la ‘Universi- 
dad de Zaragoza. 

69 



LEANDRO RC’BIO CARCIA 

eventuales jefes de la insurrección pensar largamente los proN y 
los contras de ella y consultar, antes de dwidiw. a hombres bien 
intencionado6 y de juicio seguro. 

U) En lo concerniente a lo8 niétodos eepccíficos ~wtkmdor 
en la guerra recolucionaria, sabemos que un cierto nfimero de 
ellos han sido condenados con una perfecta nitidez. 

La Declaración de 14 de octubre de lyüo de la Asamblea de 
Cardenales r Arzobispos de Francia ern explícita: ‘*De cualquier 
lado que vengan, los actos de terrorixmo. los ultraje& a la perw- 
na humana, los procedimientos violentos para arrancar coufenio- 
neq las ejecuciones sumarias, las medidas de represalia alcan&- 
do a los inocentes, eetán condenados por Dios. Aun para hacer 
valer los derechos legítimos o para asegurar el triunfo de una 
causa que se cree justa, no esti permitido jamás recurrir a medios 
intrínsecamente perversos, CUJO uso -degradando las concien- 
cias- no tiene por resultado cierto más que hacer retroceder in- 
cesantemente la hora de la paz”. 

Por Ri esto fuera poco, la Carta del Cardena; Feltin a los sa- 
cerdotes del Vicariato del Ejkcito, de ‘7 de marzo de 1960, ela- 
boraba toda una serie de directrices sobre estas materias. najo 
el título Problema8 de la guerra moderna y o~aeñanza8 de la 

Tglesh, se ponia de relieve un conjunto de principios fundamen- 
tales: a) Trascendencia de Ia Ley moral. hl La eminente digni- 
dad de la persona humana. c) Presencia de la moralidad y del 
Derecho en la guerra, aun en la guerra revolucionaria. d) Nece- 
sidad de ,proscribir la moral de la eficacia. e) Posición mantene- 
dora de que en ninguna circunstancia el fin justifica los medios. 

En una fwpuntla parte, ese documento central):1 la atenciím en 
la aplicación de los princi.pios R los problemas de mayor impor- 
rancia: de laa repreealiaa colectivas 8 la tortura flaica 0 moral. 

Pues bien; siendo el wma eaencial 02 In petvw twoluciotza- 
ric6 lo accifh p8ieoldgiea, centraremoR nuentro interés en ella. p”- 
ni6ndola en relación con la moral (28). 

Y adriérta.se, ant- de pasar adelante, que eclta acci6n puico- 

(28) Vid. J. FOLLIET: L’action psychologiqw devani la nwmle. en “Chro- 
nlque Socialea de France”, Lyon, abril lQW, p8gs. 169184; P. R6ail~tY. 
cit. ant., pág. 37, etc. 
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16gica adopta una gran variedad de formwl: 1) Siuayle ucción dc 
influowia colsctira 0 in terpereonol .-E8ta uo conetitu,ve proble 
ma, pue em la coneecuencia .normal de la influencia de uuo sobw 

otro u otros. 2) Propaganda propiamente dicha., organizada y R& 
temática.-No debe servir rn& que a la propaganda de la verdad 
J- solamente con buenas intencionee. KO puede utilizarse para Ja 
mentira 0 para el odio. ,Debe evitar todo lo que pueda parecerse 
al L4adoctrinamiento’i. 3) hfétodos de acondicionamkwto colectiw, 
llevadarr a ca.bo por el empleo krmanudo del terror TJ de la pro- 
paganda. El acondicionamiento sistematice de las masas obtenido 
por la pr&6n y el terror queda proscrito incondicionalmente, por 
constituir una verdadera violación de las conciencias. 4) Yrowdi- 
miento de ‘blavado de cerebro” .--SUS doci fase8 sucesivas --4lwintc- 
gración del individuo y reconstitución de una IIWVH prso~~li- 

dad- forman un todo indiaociuble. Procedimiento absolutomcwte 
inadmiGhle, cualquiera que sea el íIn perseguido. Raz611: el grave 

atentado que hace a la persona. La más borriblc tkníw ill\.**n- 
tada por la “ciencia** de los Estados totalitarios. Para (“OSI.E. 1;1 
pretensión de usarlo 8610 con moderación es puro cinismo. 

Lo resaltable ea que, en todo este dominio tlr la ~WIT:I ~W¡CYI. 

lógica, se esgrimen conclusiones muy quilibradas. Compntii;~d;~s 
en la mfixima abreviatura, Mn: 1.’ So de puede aceptar en bloque. 
ni rechazar en bloque, toda acción pGcol6gica. 2.’ Se puc+ ad- 
mitir con prudencia una cierta acción pGcol6gica en el estado tic 
paz o en el estado de guerra, siempre que respete al hombre y 
tienda -por encima de las .propagandas- “a una sana educaciOn 
de latz personas y de loe grupos”. 3.’ Es preciso rechazar ciertos 
medios de acción psicológica que tratan al hombre como “puro” 
objeto de aplicación de técnicas. Santo Tomas diatingula entre 
la8 maniobras que no comkten mas que en ocultar al enemigo IU. 
accibn que se emprende cont.ra 44 y los procedimientos verdade- 
ramente desleales, 10% na;nquemQnt8 8 108 derechoe y convencio- 
neu que deben wr renpetadoa aun entre enemigos. 4.’ Pueden ad- 
mitirse con prudencia algunos métodoa de acción ,psicológica que 
parecen indiferentes desde el punto de viata moral. Pero, para au 
utilización, Ae necesita velar siempre por un aut4ntico respeto a 
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la persona humana y preguntarse sobre el valor moral de la doc- 
trina y la ideologia en favor de las que se emplean (Z!I). 

Pero, por todo ello, resulta que la acción psicológica aparece 
de manejo muy delicado (30). Para utilizarla con eficacia y, a la 
VIS, con toda tranquilidad de conciencia se reqniewn hombres 
sensatos, equilibrados, competentes y desinteresados. ; Especie no 
siempre fkil de descubrir en horas de crisis y desorientación! 

(Zs) Cons. RENÉ COSTE, cit. ant., pig. 182; P. FGGAMEY. también cit., pá- 
@na 49; R. Eosc: La Soci&é intemotionole et I’EgZise, París, 1961, pkl@- 
nas 90108; J. CONBLIN, cit. ant., p&gs. 386492, etc. 

(30) Una nltida respuesta a una importante parte de la problemática 
de esta forma de lucha nos viene dada por el par. 27 de la CoWittidn 
postoral sobre la IglesM en el mu* actual, al consignar categóricamen- 
te: “Cuanto viola la integridad de la persona humana -como, por ejem- 
plo, . . . las torturas morales 0 físicas. los conatos sistemáticos para de 
minar la mente ajena; cuanto ofende a la dignidad humana”, es en sf 
mismo infamante, degrada ‘la civilización humana, deshonra más a 61~s 
autores que a sus vfctlmas y ‘ee totalmente ‘contrario al honor debido 
al Creador. 



LA SEGURIDAD COLECTIVA 
EN EL SISTEMA INTERAMERICANO 

por Carlos H. CERDA 
Mayor .4uditor (Argentina) 

En la 1’11 Confrrencia de ISjéroitoc; Americanos celebrada VII 
Bneno~ Aires entre el 39 de octubre y el 7 de noviembre de 19Uj, 
con la asistencia de 108 ComaudanteR en *Jefe de 16 países ame- 
ricanos y de observadore reprwcentando a México, la .Juntn Iu- 
teramericana de Defensa y el Consejo de »efenea Centroemeriw- 
na, se’acordó por voto unánime que en necesario perfeccionar el 
f3istema militar interamericano, a cuyo efecto resol+ieron rwo- 
mendur R sun respectivoe Cfobiwmm la inclutiión de tal Ristc~rnm;~ 
en. la agenda de In III Conferencia Americana E;xtraordin:tri;t 
que ha de reunirw en Bueno8 Airw H partir drl 15 dc ft+rcw) 
de 196’i ,wa modificar la Carta de la Organización di Ion FM ados 
Americanos. 

La publicidad de las conclu8iones de eRta Conferencia militar 
provocaron reacciones en ciertos Rectores del Ámbito político y di 
la prensa de América y de algún periodismo europeo que trntlucell 
una completa distoreión del concepto de la seguridad objetiva co- 
mo instituci6u vigente en la realidad mundial y en la reglonnl 
americana. 

Tal distomibn surge de una intencionucla animilación que w 
formula del concepto de acci6n colectiva al de intervenci6n. Y CR- 
Iificamoe de intencionada a tal aoimilación, pueR RUR diferenciarc 
8on bien claras, ya que mientras la iutervenci6n supone una acción 
arbitraria en violación de 108 derechos fundamentalee del o de 1~ 
Estadoe agraviados y, por lo tanto. ilícita, la acci6n colectiva. 
M procedimiento legal, derivado de acuerdos internacionalea libre- 
mente awptadoñ v ratificadox por lw Estados, que persigue rex- 
taurar el derecho de una asociación internacional o de un ERtado 
en prticnlsr, quebrantado por otro u ot.ron ERtadw, mediante nnn 
;tp;rexión o un acto de gravedad wmejante. 

Este planteo noa ha tlecitlitlo a Ilenar unau lineae para exami-. 
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nar sumariamente ~1 siStetIli~ de wguritlad cokactiva que illtl~gri~ 

el Derecho internacional americano. como renultado de un largo 
proceso de estructuración que lleva ya m8w de cien silos. 

FRIÓ H~HBQK ha dicho con irrebatible acierto que la integra- 
ción y la seguridad colectiva Han las idpas dominantes del Niglo SS. 
Vivimos una etapa de la humanidad en que la cooperación inter- 
nacional w ha intensificado a tal punto que exige cada día nuevos 
mecanismos institucional- para interpretar y ejecutar la voluntad 
de los Gobiernos en el ejercicio de HUH actividades extrrnaw y para 

. responder a las exigencias crecientes que aclaman la woperaciím 
técnica u operativa de los organinmon internacionales. tanto en 
la esfera mundial como regional. Dentro del ámbito americano. 
hemos tenido la fortuna de una experiencia m&a antigua. Suwtra 
institución y nuestro siMema defenwivo han .wrvido de ejemplo 8 
instituciones que funcionan en otran 4reaR del mundo. La prever- 
vación del sistema regional fué capítulo primordial en los trabajos 
de la Conferencia de San Franciwo y reveló en aquella ocasión 
histórica una pofGci6n muy firme de la8 delegaciones americanas 
en la determinación de conservar la mftxima autonomía para el eis- 
tema interamericano y especialmente en lo Iplacionado con el man- 
tenimiento de la paz y la seguridad. 1’ si hablamocl de una erpe 
ciencia más antigua es porque lon orígenes de la comunidad defen- 
siva americana de remontan a mán de un cliglo. En efecto, en la 
proposición de Sur6~ Botir~ a una Asamblea General de la8 
Repúblicas Americanas contenida en BU famow carta del 7 de di- 
ciembre de 1834 se esbozaban los principioa de un autMico ais- 
tema de seguridad colectiva, ya que los poderes de la Asamblea, 
f%??n BoLfvAH, deberían servir de 4LconBejo en ION grandes conflic- 
1~~1, de punto de contacto en ,108 peligros comunes, de fiel intér- 
prete de 1~ tratados p6blicos, cuando ocurran dificultades, y de 
conciliador, en fin, de nueetras diferenciaa”. He aqul esbozado 
todo un programa que a partir del Congreso de PanamB de 18% 
la comunidad americana ha tratado de realizar a través de rnBH 
de cien añou de esfuerzo. T el primer hito del mismo fu6 el Tra- 
tado que firmaron en PanamB los representantee de Colombia, 
Clentroamkica, Mdxico y el Pertí el 11.5 de julio de 1826, wgúu el 
cual “laa Alta8 Partes Contratante .w obligaban 7 comprometlan 
a defenderse mutuamente de todo ataque que pusiera en peligro RU 
existencia politica y a emplear contra lon enemigocr de la indepen- 
dencia de todan o algunas de ellas, todo su influjo, rwnrsos y 
fuerzas maritimas y terref&w”; 

PaRando por alto las dktintan couferrncia~ y reunionen que con 
posterioridad a aqudlla memorable reuni6n de Panamá de 1826 
frieron estructurando la comunidad interamericana a partir de 
la primera conferencia reunida en WaAhingtou en 16332 a invitación 
del entoncee Secretario de Stado de 10~ Eatados Cnidw James 

74 ‘1 
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0. Blaine, fu4 luego de la primera guerra mundial que las Repú- 
blicaa Americanarr concretaron en Convenios internacionales priu- 
cipioa que apuntaban al reconocimiento de un verdadero sistema 
de seguridad colectiva. 

Así. en la \‘ Conferencia Internacional Americana rrnnida en 
Santiago de Chile en 1m XP aprobó 4 Tratado para evitar o pre- 
venir conflictos entre Ion Estados americanos, conocido ron cl nom- 
bre de Pacto Gondra. en homenaje a su principal autor, el estadista 
paraguayo dr dicho nombre, en el que se establwi6 IR creación 
de Comisiones de investigación e infornw par;1 conocpr en todw 
las cuestiones que se suscitaran entre dos o m& partes contrn- 
tantea y que no hubieran podido SCP resueltas por la rfa diploma- 
tica 0 sometidas al arbitraje. Cinco años rnfis t;irde, PII la YI Con- 
ferencia Internacional Americana celebrad:i en La Hahilna NI el 
afro 1923, se adoptaron como principios del Ikrecho internacio- 
nal americano el reconocimiento de la igualdad jurídica en todos 
los Estados, la ilicitud y consecuente prohibicibn de los actos 
de agresión y la obligación de los Estados americanos de emplcur 
todos los medios pacídros posibles para rrsolwr los conflictos 
que entre ellw w suscitaren. 

La d&ada del treinta marca empero el comienzo de la etalb;t 
de efectiva cristalizaciím de los principios de solidaridad ;Inwri- 
cana, coincidente -hecho 6sk muy siguiflcativo- con un r;~tlic~~l 
cambio en la política exterior de los Entados ITnidoN hcwia Lutiuo- 
américa, que ,se prcdu~ con la llegada a la Casa Blanca de 
Frank1i.n .D. Roosevelt, cl campeóu de la diplomacia ~111 la buen:~ 

vecindad que rwtilkó totalment41. la política. intervencionista (1 
ideolbgica de M%on.. 

En efecto, todo d periodo comprendido entre los ailos 193:; 
y 1939 eet8 jalonado por una serie de concesiones que los EstadoH 
unidos hicieron en heneílcio de un buen entendimiento entre los 
pueblos amerieartoci. Su primer eslabón fu6 la Conferencia de CTn- 
solid&ón de la Paz, célebrada en Buenoa Aires en el afro 1936, 
R la que asistió personalmente el Presidente Roosevelt p en la 
que se adaptó la célebre “IkclaracZm de Principios sobre Solida- 
ridad F Cooperaci6n Interamericanas”, en cuya norma Msica. & 
wtahle que “todo acto susceptible de perturbar la paz de AmCrica 
las afecta a todas JT a cada una de las Repúblicas Akuericauas y 
just&a la iniciación de IOR procedimientos de consulta previstoa 
eu la (?onvención para el mantenimiento, afianzamiento y restable- 
cimiento de la Ipaz. Dos aflos dt+~pub, en ,la VIII Conferencia In- 
teruacional Americana celebrada en Lima en el año l!W3 se reiteti 
esta declaración de solidaridad, ARO como el compromiso de acudir’ 
a] ,pMimientD de la coueulta en el Ca80 de que “la .pa%. la Re- 
puridad o la integridad territorial de cualquiera & IaR Reptíblirre 
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Americanas se vea amenazada por actos de cualquier naturaleza 
que ,puedan menowabarlas” (Declaración de Lima). 

E&alllada 1 la segunda guerra mundial 10.~ Cancilleres de 
A,mériea, en su Segunda ReuniOn de Consulta celehmd;t en Ttil 
Habana en el año lM@. hacen. extensivo el principio de la solida- 
ridad americana esbozado en la ConferenciH de Buenos Aires 1 
concretado en la ya citada Declaración de Lima a “todo atentado, 
de un Estado no americano contra la integridad territorial o la in- 
violabilidad del territorio, contra Ia soberanía o la independencia 
política de un Estado americano”. declarando que dicho atentado 
“será considerado como un acto de agresiím contra los Estados 
que firman es>a declaración” (Resoluci6n S\’ sobre *LAsistencin 
Recí,proca ,V Cooperación Defensiva de las Sacioncs Americanas”). 

El ataque japonés a Pearl Harbour que determinó la entrada 
de los F&ta&s cnidos en la sesegunda guerra mundial provocó la 
Tercera RenniAn de Consulta tle los C.ancilIeres Americanos ce- 
lebrada cn Río de’Jnn&ro en el año 1942, en la que se aprob6 
1;~. Re~oluc%m SisSIS que recomendú “IR reunihn inmediata en 
Washington de una Comisión de ttrcnicos-militares por cada uno 
tlk IOA Gobiernos, ,para estudiar y sugerir a éstos las medidas ne- 
cesarias a la defensa del Continente”. Tal resolución constituy6 
(il’ácta de nacimiento de 1~ acfual .JnTta Tnteramericana de De: 
fyiua. 

‘I’na de las’ m&a destacadas características de la evolución del 
Sistema ile Segnridad Colectiva interamericano durante este pe-’ 
r’lbd&, cbikidente con el deka~iw.~No cle la wpunda guerra mundial, 
I;epo!a en +l hecho de qne comienza R consi&rarsc también la de- 
fcn8a pdfth del Continente contra la subrersi(m. identificada 
para ese entonces en las actividades de eñpanrìitrn de las potencias 
näEl+faRt%taR. La inclusi6n de la defensa contra la ciuhversión 
dedtro del Sietema de Segnridad Colectiva. partió del codcepto 
aceptado de que la actividad subversiva. dirigida, ayudada o 
instigada por Ipotencias extracontinentales e inspirada en ideo- 
l@@aS totalitarias incompatibles con la demociacia constituyen 

actos de agreeiún polfticã o agresión dp carficter no militar. ER- 
ta calificación tiparece en la m&nci6n SVTT y memorandum 
-ado de la citada III Reunión de Consulta de Río de .Ja- 
neiro y comprendió actoe tales como *propaganda, espionaje, 
Mbotaje, inetigdción a cometer d&jTdenes pfiblicos y toda otra 
actividad destinada a perturbar la vida politica de un pak. 
Yeremos mBs adelante el aju&e y desarrollo de estos principios 
frente 8 la acci6n subversiva del comunismo internacional. 
I Ya hacia el fin de la segnñda guerra mundial a propuesta de1 

&hk!rllO de Mbxico se deaarrdló en febrero y marzo de 1W3 Un8 

conferencia especial, la Oonfemncia Interamericana sobre Proble- 
UaS de la Qnerra y de la Paz,.que tnvo por Aualidad proporrionar 
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8 10s Gobiernw de las Reptiblicas Americanas que formaban par& 
del grupo de Naciones Vnidas y Asociadas, la opor.tunidad de con- 
siderar conjuntamente “la forma de intensificar su colaboracii>n, 
asl como la ,partici*pación de América en, la futura organizacibn 
mundial y el impulso que debería dame. tanto al nintema interame- 
ricano como a la solidaridad económica del Continente. 

El acta de Chapultepec. sobre “Asistencia Hwíproca y de So- 
lidaridad Americana”, es la Tealización principal de esta Conferen- 
cia. Documento de singular importancia en el Derecho america- 
no, pues fijó delinitivamente laN bases del sistema de seguridad 

colectiva del Continente al consagrar categóricamente el principio 
de que “todo atentado ext.racontinental o intracontinental contra la 
integridad o independencia polítiw de un Estado amei4rano SN-R 
considerado eomo un acto de agrrnión contra los demás E:Rt:ldog 
amerkanos”. La Conferencia? ademAs. recomendó que con el tln de 
hacer frente a las amenazas o actos de agrenibn que deqméa del CK- 
tablecimiento de la pa% se presentasen contra cualqniem de las KP- 
ptíblicas Americanas, 1~ Gobiwnoe deberían conkiderar la celebra- 
ción de un Tratado que estipulase la8 medidas encaminadas a COII- 

jurar tales amenazas o actos de agre&n, así como también la const i- 
tuci6n “a la mayor brevedad posible” de un organismo permnnenttl 
formado ~por representantes de cada uno de 10~ Estados Mayores 
de las Repúblicas Americanas, con el fin de proporier x dichos GO- 
biernos las medidas tendentes a la mejor colaboración rnilit;ll. 
entre los Gobiernos y la defeuea del Hemisferio Occidental (Nca. 
solucionen T’III wbw “Asistencia Reclproca y 8olidarid:ccl Ame. 
ricana” y IV Bobre “ConstituciJm de un órgano militar ,pwrnti. 
nente”). 

El tratado de referwwia fuC! suscrito en la Conferencia In- 
terameriwna para el mantenimiento de la paz p seguridad dthl 
Continente, celebrada en Río de Janeiro en el año lW7, con el 
nombre de Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca 
(T. 1, A. R.), cuya vigencia significa el reconocimiento formal p 
solemne de todoe los principios que paulatinamente se vinieron 
elaborando en ,las sucesivaa conferencias. 8u importancia 9 pro- 
ymih’ jurídica internacional puede sintetizame en esta8 *palabraa 
del eminente wtadista y profesor braailefio doctor Raúl Fernfw 
dez, quien como prekdente de la Delegación del Brasil en la Con- 
ferencia de Río de l aneiro espmsó al Rnacribime el T. 1. A. R.: 
“Juqe;o neceeario dar la merecida preeminencia 8 lae eetipulacio. 
na,del Tratado, w@n 1~ cuak laa decixionerc del Organo de 
(consulta tomadas por el voto de los doa tercios de lw Estadoa. 
*rAn obligatorias para todos. AIRI, en? abre una brecha en el re- 
ducto de lae soberanías nacionalen ilimitadaa p aunque BU npli- 
cación %e meet.rinja a un caso determinado‘ es patente que con dla 
se est&lece una mgla democr&tica cupos corolarios entAn II 18 
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vista: la exietencia de una legielat.ura que de0niendo lo lícito y 
lo ilícito en las relaciones entre tos Eetadoa, snRtituye en ta vida 
internacional el ,principio de poder con et orden baRado en la ley 
y propicie la libertad p ta justicia”. 

Et T. 1. A. R.. -en cupo pre8mbnio se contemplan de nuevo no 
~510 1~ “actoe de agresión”? Rino también “ia8 amenaza8 de apre- 
Rión” contra cualquier Estado americanw- establece dos m&odoa 
o procedimientos, según f+e t.rate de un “ataque armado” propia- 
mente dicho o de un acto, hecho o situación de otra naturaleza p 
conwcuenciae. En et primer caso cada una de tas partes conkatam- 
tm %e compromete a ayudar a hacer frente al ataque en ejercicio 
del derecho de legítima defensa individual o colectiva que reconoce 
et art. 61 de laCarta de iaa Sacionw IJnidaR”. En cnmbio. criando 
no se trata de ataque armado, et sistema de seguridad colectiva 
establecido en et Tratado se aplica, “a fin de acordar Ia8 medidas 
que en caso de agresión FW deben tomar en ayuda del agredido, 
o, en todo caso, ia8 que convenga tomar para ta defensa común 
p para el mantenimiento de ta ,paz p ta wguridad del entinente”. 

Con respecto al organkmo militar aconsejado en el Acta de 
Uhaspnltepec, la cue8ti6n fué considerada en IR IX Conferencia 
Yuternacioual Americana celebrada en -0th en et año 1948. de 
la cual Iìurgiió et ixwtrumento fundacional de la actual Organiea- 
ción Tnteramericana: La Carta de la Organización de hm ERtadoR 
Americanos, en cuye arts. 4.4 al 47 Ae prevé la institución p fun- 
cionamiento del Comite ConmWvo de ,DefenRa integrado por las 
m8s altarr autoridades militareR de ion países americanos como 
6rgano aaeaor en toa problemau de colaboración militar que puedan 
suscitarRe con motivo de la aplicación de IOR Tratados especialee 
eristentes en materia de seguridad colectiva. 

La Carta de la 0. E. A contiene además con referencia al tema 
wbexamen un capitulo com.pleto referido a la seguridad colectiva 
(capitulo V), cuyas dirrpoeiciones deaarrolian b8sicamente tos mis- 
mo8 principio8 recogidw en el T. 1. A. R., del que vino a4 a conñ- 
tituir 80 confirmación, p ta inntitucionaiización en au capítulo XI 
de ial Reuniones de Consulta de 10~ Ministros de Relaciones Exte- 
rioreS que venlan realizfíadose en la pr&tica desde la iniciación 
de ta eegnnda guerra mundial, spreviCndolaR en doR supuerìto8: 
u) Para considerar problemas de carhcter urgente v de interh 
comfh para loa Estadoe americanoa: p b) Para servir de Oraano 
de ConRnlta en la aplicacih del T. 1. A. R. La evolución posterior 
del Ristema defensivo de AmCrica p RU perfeccionamiento ore de@?- 
arrollaron bajo el impacto en constante y creciente fuerza que 
significó la presencia en AmCrica del comunismo internacional en 
rol subversivo, denunciado ya en ta citada IX Conferencia de 
%otA de 1948. La primers pauta de este nuevo Ggno lo di6 
la IV Reunión de Conauita de, MiniñtroR de Relaciona Exteriores 
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celebrada en Washington en el año 1951 aI &a.llar la guerra de 
Corea. En dicha Nunión EW examinaron en profundidad loa plaues 
de .penetración subversiva comunista y partiéndose de la premisa 
unanimemente aceptada de que “la acción fntbversiva no reconoce 
fronteraa”, ae adoptó con respecto a la seguridad colectiva una 
trascendente resolución, la Resolución III sobre Cooperación Mi- 
litar Interamericana. En SUB considerandos de reconoci6 expre- 
xamente la necesidad de adqtar inmediatamente medidas para 
salvaguardar la <paz y wguridatl del Continente frente a las acti- 
vidades del comunicsmo internacional s consecuentemente de des- 
arrollar HU capacidad militar ‘para asegurar su legítima defensa 
individual y colect.iva contra ataques armados; contribuir eficaz 
mente 8 la acción de la Organización de los Estados Americanorì 
contra la agresión 8 cualquiera de t%tos y proveer en el m& breve 
plazo posible a la defensa colativa del Continente. Lo recomen- 
dación resultante w3íaló la necesidad de que las Repúblicas Ame- 
ricanas mantengan Fuerzas Armadas en condiciones tales que pue- 
dan estar prontamente disponibles para la defensa colectiva J 
cooperar entre si en materia militar para desarrollar la potclnci;t 
colectiva del Continente necesaria ,para combatir la agresi6n con- 
tra cualquiera de ellas. 

La SS Conferencia Interamericana celebrada en Bogotá en 
el aiio 19.55, tuvo oportunidad de examinar nuevamente el desarro- 
llo del sistema de seguridad sin adoptar empero decisiones efwti- 
vas, ya que tan 40 se declaró que “las actividades del comunismo 
internacional constituyen una intervención en los asuntos internos 
de ION Estados americanos”. Esta tlt&waci6n, con alcance tIt> form;c 1 
adverkncia a las Repúblicas Americanas, cobrb dramAtic: n~ali- 
dad a partir del año 1!%0 con motivo de la situaci6n de wccitnte 
tensión que se produjo en la zona del Caribe, a raíz de la progre- 
siva alineacibn del r&imen cubano en el bloque de naciones co- 
munistas. El primer indicio de 410 lo constituyó la 1’11 Reuni6n 
de Consulta de Cancilleres realizada en San Jos6 de Costa Kica 
en el año 19G0, que condenó la intervenci6n o amenaza de inter- 
vención de una potencia extracontinental en 108 asuntos americanos 
r acordció, en consecuencia, que “la aceptación por un Estado ame- 
ricano de una amenaza de intervención extracontinental pone en 
peligro la solidaridad p wguridad de América”. Estos conceptos 
fueron reafirmados do8 afíos más tarde en ocasión de celebrarse 
la ~‘111 Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exterio- 
res en Punta del Este en e1 año 1%X! con motivo de la formal pro 
ctmación cubana de su incorporación al bloque de naciones co- 
munistas, que decidió la exclusión del Gobierno de Cuba. de los 
oqanismos que integran la 0. E. A. En el informe que la timi- 
si6n luteramericana de Paz elevG a dicha reunión, ae describen 
las actividades subverNivas del bloque chino-sovietice y laa del OO- 
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bierno de Cuba en América como actos de agresión política o de 
agresión no militar, que importan un ataque a la paz, seguridad 
y a la soberanía e independencia política de los Estados america- 
nos, por lo que se aprobó una resolución en la que se urge “a los 
Estados miembros a tomar todas aquellas medidas que se conside- 
ren apropiadas para la autodefensa individual y colectiva, y coope- 
rar en la medida deseable o necesaria para aumentar la capacidad 
de reacción ante las amenazas o actos de agresión, subversión u 
otros pehgros para la paz y seguridad que provengan de la conti- 

‘nua intervención en este hemisferio de las potencias comunistas”. 
La notada resolucibn, como la que determin6 la creación del CO- 
mité I3specia.l de Consulta sobre Seguridad I(Resoluci6n II) desti- 
nado al asesoramiento de los Estados miembros en el campo de 
la seguridad, marcan hitos trascendentes en el proceso de integra- 
ción defensiva del Continente. La seguridad de America no quedara 
ya librada a las medidas internas que cada Estado decida adoptar. 
Se ha reconocido que es necesario alcanzar un alto grado de 
cooperación internacional, a través de un .permanente intercambio 
de información y de la concreción de planes conjuntos de defensa. 
En tal inteligencia por la misma resolución que creb el ComitC 
Especial de Consulta sobre Seguridad se encomendó al Consejo 
de la 0. E. A. la tarea de “mantener toda la vigilancia que sea 
necesaria para hallarse en condiciones de advertir contra cualquier 
acto de agresión, subversibn u otros peligros para la paz y la se- 
guridad, o sobre la preparaciún de tales actos provenientes de la 
continua intervención de las potencias comunistas en este hemis- 
ferio, y hacer recomendaciones a los Gobiernos de los Estados 
miembros con respecto a talex problemas”. Tal atribución de auto- 
ridad, por la que se condlere a un órgano político la tarea de 
mantener vigilancia sobre las actividades subversivas en el Con- 
tinente, constituyó otro paso más hacia la intensificación de la 
cooperación internacional en este campo. La etapa siguiente co- 
menzó con la decisión adoptada por la citada Reunión de Consulta 
en el sentido de aplicar medidas con respecto al tr&íico de armas 
con el Gobierno de Cuba que fu6 ,prohibido y con la autorización 
otorgada al Consejo de la 0. E. ti. para estudiar la posibilidad o 
conveniencia de extender la suspensión del comercio a otros ar- 
ticulos y suspender las medidas adoptadas cuando el Gobierno 
de Cuba demuestre su compatibilidad con los prop6sitos del siste- 
ma interamericano. 

Esta nueva fase de la cooperación internacional para neutra- 
liaar la actividad subversiva del comunismo en Amkica ha signi- 
ficado, en cuanto a procedimientos JT medidas se refìem, una ver- 
dadera incorporación del sistema político de defensa de la. 0. E. A. 
dentro del sistema de seguridad colectiva interamericano. 
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La IX Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exte- 
riores reunida en Washington en el año l%M para investigar la 
denuncia formulada por el Gobierno de Venezuela contra el Go- 
bierno de Cuba por las actividades terroristas descubiertas en te- 
rritorio venezolano realizadas con ayuda del tigimen de Fidel 
Castro, vigorizó y amplió la esfera de validez del sistema, al acor- 
dar en su Re8olución 1 “Advertir al Gobierno de Cuba de que si 
persiste en 3levar a cabo acciones que posean características de 
agresión e intervencibn contra uno o más Estados miembros de 
la Organizaci@ los Estados miembros preservarán 8us derwhor; 
esenciales de Estados soberanos apelando al principio de autode- 
fensa en cualquiera de sus formas: individual o colectiva, qw 
podrA implicar el recurso a la Fuerza Armada hasta que el Orgxno 
de Consulta tome medidas para garantizar la paz y la scgnridad 
del hemisferio”. 

Consecuente con tal resolucibn se acordó, de conformidad coll 
las dicJpo8iciones del T. 1. A. R., aplicar al Gobierno cubano las si- 
guientes medidas: a) Buspensibn de las relaciones diplomáticas 
y consulares. ,b) Suspensión de todo comercio directo o indirecto. 
excepto en alimentos, medicinas y equipo mklicos que pwlaii R~I’ 
enviados por razones de humanidad; y c) Suspensión de las co- 
municaciones por mar, excepto aquerllas que se hagan necesarias 
por razones de humanidad. 

El último acontecimiento tensional acaecido hasta el prwcnte 
en el hemisferio, la crisis dominicana, provocó una nueva reunió11 
del Organo de Consulta del Histema (la S Reunión de Consulta dc 
Ministros de Relaciones Exteriores), esta vez concretado mtlrliante 
la constitución del Consejo de la 0. E. A. en Organo Prorisiot~al 
de Consulta, de la que surgió la formación de una Fuerza intcwmw- 
ricana de paz, concreción máxima que autoriza el sistema, la que 
actuó en suelo dominicano hasta la solución satisfactoria del con- 
flicto interno dlí ,producido. La progresiva obra de legislación 
interamericana que traduce .la sintesis expuesta revela claramentcb 
que el sistema de seguridad coIectiva adoptado libre y utinime- 
mente por la comunidad americana con órganos, deberes y obliga- 
ciones que impone en determinadas situaciones huta la coopera- 
ción militar multilateral, es una estructura que traduce 1:i ant&- 
tica voluntad de Amkica 

hs invocaciones a los principios de autodeterminación de los 
pueblos y de no intervención en los aauntoe domMicos de los 
Estados miembros, como reparos legales oponibles en el supue&o 
de que se efectivizar&n en un caso dado algunas medidas conte- 
nidas en el sistema de seguridad colectiva vigente, carecen de toda 
virtualidad histórica y juridica. La seguridad colectiva no es un 
mero concepto modelado por ciertas naciones eu consecuci6n de 
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sua objetivos políticos, sino que es un pleno sistema juridico hon- 
damente enclavado en el Derecho como auténtico producto de la 
evolución del orden internacional. Evolución que ya había nnun- 
ciado la sociología al cambiarse la naturaleza de los medios del 
poder (político, militar, técnico y económico) que reclamaba nuevos 
eaquemas sociales y juridicos en los que se lograra la armonía 
entre las fuerzas desintegradoras p los principios de solidaridad. 
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9¿ ecensione8 9 

Les garantice des droit indicidueh dans la repressio?t diwiplinai- 
re et pénale militaire. I~~ueilf3 de la “Soci6te Internationale 
de Droit P6nal Xilitahe et de Droit de la Guerre”, vol. III. 
Estrasburgo, 1966, 279 págs. 

La “Sociedad Internacional de Derecho Penal Militar y Derecho de la 
Guerra” viene publicando una serie de volúmenes, siendo el que nos ocupa 
el tercero de ella, en los que se recogen las ponencias y conclusiones de 
los Congresos internacionales celebrados por dicha Sociedad. Oportuna- 
mente dimos noticia en esta REVISTA de los dos volúmenes anteriormentr 
publicados (Acticm pénale et action disciplinaire, núm. ll, enero-junio 
1961, pág. 161, y L’ahnwf militaire et le Droit des Gens. Subordination 
et cooperation militaire internationale, núm. 17, enero-junio 1966, pág. 99). 
como consecuencias de los Congresos celebrados en Bruselas y Florencia, 
respectivamente. El actual corresponde a los trabajos del Congreso qw 
tuvo lugar en Estrasourgo en el mes de mayo de 1994. 

El problema estudiado fu6 el de las garantfas de los derechos indivi- 
duales en la represión penal o disciplinaria militar, problema de tal im- 
portancia que Incluso encerraba implícitamente una especie de prueba 
sobre el previsible porvenir de la jurisdicción militar en tiempo de paz, 
según señal6 el profesor Leaute en sus palabras preliminares. Dada la 
amplitud del tema, los trabajos se centraron en dos puntos esenciales: 
el arresto y la prisiOn preventiva durante la instrucción, y la asistencia de 
Inculpado por un tercero en las instancias penal y disciplinaria. 

Respondiendo a la realidad del Congreso, el volumen se inicia con una 
exposición preliminar sobre la Analidad del mismo y metodo empleado, 
que corrió a cargo del Secretario general de la Sociedad, profesor de la 
Facultad de Derecho de Estrasburgo, Dr. Leaute. Punto esencial de estas 
palabras fu6 la afirmación de que al iniciarse la comparación, se obser- 
vaba que si la lista de las garantías concedidas al inculpado en las le@- 
laciones civiles, puede decirse que se encuentra pr8cticamente completa 
en lo esencial y ~610 progresa en cuestiones de detalle, las garantfaa 
concedidas por las leyes militares son tambi6n muy numerosas y se apre 
ximan cada vez más a las de la legislación civil. Y entonces surglrfn una 
segunda cuestión. Si ambas legislaciones se unifican practicamente, ose 
Justificarfa la existencia de una jurisdicción especial? iDónde ettuar el lf- 
mite. si se admite que existe en razón a las peculiaridades de los ejercitos? 
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Tras el texto de estas palabras de introducción y del discurso iIM.W- 

ral del Presidente de la Sociedad Teniente General en reserva Ciardi, de 
la Justicia militar italiana, comprende el volumen la primera ponencia 
general: “Arresto y privación de libertad durante la instrucción”, que 

corrió a cargo del Brigadier General K. J. Hodson, del Cuerpo Jurídico 
del Ejercito de Tierra de los Estados Unidos de América; las interven- 
ciones y el debate subsiguientes; que ocupan desde la página 21 a la 78. 
para recoger seguidamente (págs. 81 a 138) la segunda ponencia general, 
elaborada por el Abogado General del Gran Ducado de Luxemburgo M. F. 
Goerens, sobre el tema “Asistencia del inculpado por un tercero en las 
instancias penal y disciplinaria”, asf como las intervenciones y discusio 
nes sobre este tema. 

Una tercera parte se dedica a la exposición de estas materias en algu- 
nas legislaciones nacionales. La raWn de ello es la de que por diferentes 
causas estos informes 0 exposiciones no llegaron a tiempo para ser in- 
cluidos en el número de la Revue Intermtionde de Droit Pénd Militairc 
et de Droit de la Guene, correspondiente al año 1964, en el que como an- 
tecedente y trabajo preparatorio del Congreso se publicaron estudios sobre 
el tema i,eferidos a dieciocho legislaciones nacionales elaborados por es- 
pecialistas del Derecho militar de cada uno de dichos países. Los que fi- 
guran en este volumen son los correspondientes a la República Argentina, 
M6jico, Brasil y Turquía, que elevan asl a veintidós las legislaciones exa- 
minadas. 

Por fin, se recogen en el volumen las observaciones finales, que co- 
rrieron a cargo del Director de la Justicia militar francesa, Magistrado 
General Perier, y las conclusiones formuladas por el profesor Leaut6. 

Un 16xico sumario de expresiones de Derecho militar referidas a los 
Derechos frances, belga, alemán, italiano y norteamericano, confeccionado 
para la mejor comprensión de las exposiciones y la lista de participantes, 
completan eSte interesantfsimo VOhItEIL-EDUARDO DE N6 LOUIS. 

M~~LLER-BAPPARD (Ekkehart) : L’ordre supérieur militaire c’t la re& 
ponsabilitd pénale du subordonné. Pedone. París, 1963, 281 pi%- 
ginas. 

El tema de la obediencia debida a las ordenes del superior militar y 
de la responsabilidad del subordinado por el cumplimiento de órdenes 
ilegales 0 ilicitas, con las múltiples implicaciones que lleva consigo 0 10s 
problemas conexos, ha sido objeto de numerosos estudios. .Y ello no ~610 
por la especial importancia que la jerarquía y la obediencia tienen en la 
esfera militar, sino también porque el Derecho penal internacional irrum- 
pi6 en- este campo con ocasión de los procesos para el castigo de los de- 
nominados criminales de guerra, adoptando normas que en ocasiones des- 
conocieron las legislaciones nacionales por considerarlas injustas y ca- 
rentes de valor para justificar una exculpación de los acusados. 
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El volumen que ahora nos ocupa tlene, sin embargo, un enfoque ori- 
ginal, como señala el frofesor Graven en su prefacio. El autor, gran oo 
nocedor del Derecho anglosajón como doctor de las Universidades de 
Columbia y de Yale, y del Derecho germánico, suizo y francés como doctor 
por la Universidad de Ginebra para cuyo doctorado, precisamente, preparó 
esta tesis, y estudiante durante dos semestres de la Universidad de Sa- 
rrebrück, acomete la tarea con una gran objetividad. Y es de resaltar esta 
objetividad, ya que esta materia, precisamente por ser campo de batalla 
entre positivistas e iusnaturalistas y común a internacionalistas y pena- 
listas, suele enfocarse con un afán de justificar o de critícar ,ciertos juicios 
y procesos históricos. 

La esquematica del volumen es la siguiente: Una introducción, en la 
que por el autor se hacen unas consideraciones preliminares y una decla- 
ración de propósitos; una primera parte, dedicada a estudiar la cuestión 
en las legislaciones nacionales, tanto en sus normas escritas como en SII 
aplicación e interpretación jurisprudencial, y que se divide en cuatro ca- 
pftulos dedicados, respectivamente, al Derecho angloamericano, al fran- 
c&, al aleman y al suizo. Una segunda parte, con un solo capítulo, dedi- 
cada al Derecho internacional y la represión de los crfmenes de guerra, J’- 
en fin, una tercera parte, que se dedica a obtener las conclusiones gene- 
rales y formular unas observaciones de lege fewnrla sobre la necesidad 
de armonizar Derecho penal internacional y Derecho penal nacional. 
y bases y formas que estime necesarias para conse;;xirlo. 

Cada uno de los capftulos lleva, en nota, una bibliograffa inicial, cerrán- 
dose el volumen con una bibliografía general. 

La t&nica empleada es, como se ve, un estudio de Derecho compararlo, 
de legislaciones nacionales que obedecen a sistemas jurídicos muy dispz- 
res ; no obstante lo cual, el autor destaca la existencia en ellas dc una 
cierta uniformidad; y este resultado es, a su vez, comparado con el De- 
recho penal internacional tal y como se aplicó en la represión de los 
crímenes de guerra, para obtener conclusiones constructivas. 

Es de lamentar que el Derecho espafiol no haya sido objeto de este 
estudio, pues aunque es perfectamente explicable la omisión, ya que cl 
autor ~610 se inclinó sobre Derechos nacionales que le eran asequibles 
directamente y podfa estudiar personalmente a fondo, es indudable que 
para nosotros este examen hubiera tenldo un enorme ínter6s. Señalemos. 
no obstante, con satisfacción que en las notas correspondíentes al capí- 
tulo de introducción, clta el autor .repetidamente el trabajo del profesor 
Rodriguen Devesa La subordinacidn*militar en el Derecho comparado, 
publicado en el núm. 11 de la RIWISTA ESPA~~OLA D~T DERECHO MILITAR. 

De todo lo anteriormente expuesto, ya habtin deducido los lectores 
la importancia de esta nueva aportación al estudio de tema tan actual 
y necesitado de regulación clara y estable. Y junto al estudio del autor, 
la del prefacio del profesor Graven, que no se limita a una simple pre- 
sentación elogiosa, sino que realiza una slntesis del problema, con toda 
su autoridad y maestrla.-Ewlrano DE N6-Lours MAGALHARS. 
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H~~.RRERT AHST : Grundiss dce Wehratrafrechts (“Fundamentos del 
Derecho ,pena.l militar”). &Iítorial C. II. Be&. Berlín, lOüG, 

fiSi p&s. ; 2.’ edición. 

La obra que comentamos fu6 editada por primera vez en 195.3 y pues 
ta al dfa el corriente año, teniendo en cuenta los datos más recientes de 
!a doctrina, jurisprudencia y legislación de la Alemania occidental. La 
circunstancia de que haya conseguido ser reeditada, es una prueba del 
interes despertado, tras su primera publicación, entre especialistas jurídice 
penales y militares. 

Por razón de la slstemátlca adoptada, que responde a la estructura 
de la Ley penal militar vigente en la República Federal Alemana, pu- 

diera haberse denominado “Comentarlos a la Ley penal militar de 30 de 
marzo de 1957”; no obstante, también parece aceptable el titulo adoptado, 
porque su contenido no se contrae únicamente a una exégesis del artlcu- 
lado de la Ley, sino que recoge igualmente abundantes enseñanzas sobre 
los fundamentos doctrinales de esos preceptos, enunciando y desarrollan- 
do ampliamente en múltiples ocasiones, ideas y principios básicos del De 
recho penal. 

El método expositivo de las materias abordadas, se acomoda, en con- 
secuencia, a ese doble patrón: al texto legal comentado y al procedimiento 
dldactico que es común y tradicional en los Tratados y Manuales del 
Derecho penal. Asf, precedida de una introducción sobre los principios 
generales y limites del Derecho penal militar, historia y relaciones con el 
Derecho penal común, la obra se divide en dos partes, que se correspon- 
den con la general y especial de la Ley de 30 de marso de 1957. 

En la parte general, siguiendo loa preceptos de la Ley. distribuye el 
autor en seis capltulos el estudio del campo de aplicación del Derecho 
penal militar, por razón de la persona, tiempo y espacio, seguido de un 
análisis del delito, formas de participación y aparición, terminando con 
una exegesls del sistema punitivo. Y en la parte especial, estudia en 
otros cuatro capítulos los delitos esencialmente militares (delitos contra 
10s deberes impuestos por el servicio militar. sutirdlnaclón, deberes del 
superior y otros deberes mllltares). 

Arndt, Doctor en Derecho y Juez Federal, con agudeza dlal6ctlca y 
rigor intelectual, se detiene en el examen de los temas planteados, anall- 
sando Joa presupuestos doctrinales del Derecho penal común y ofreciendo 
tambikn definiciones y aclaraciones de instituciones especificas del servicio 
xnllltar (superior, auhordinaclón, órdenes y comunicaciones militares, pues- 
to y servicio de guardia. etc.). 

Especial mención merece el extenso capitulado que dedica al dellto 
y iXIrUCUlarnX!nte el correspondiente a la acción. Y al hablar de las Clr- 
cunatanclas modificativas de responsabilidad, no dejan de ser interesantes 
laa obwvacionea que hace el autor, al comparar el tratamiento que de la 
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minoría de edad, establece la Ley penal de la juventud de 4 de agosto 
de 1953, con la Ley penal militar, haciendo notar cómo con esta Ley 
inspirandose en aquella, han sido superados los supuestos ideológicos de 
la legislación nacionalscciallsta, que llevaron a admitir y aplicar el prjn- 
cipio Wehrdienet macht miitig (el servicio militar hace mayor de edad), 
sin perjuicio de advertir también en la Ley penal castrense, determinadas 
discrepancias con la del 53, derivadas de la propia singularidad de circuns- 
tancias en que se encuentran los jóvenes menores de edad, que sirven en 
una institución tan especial como es el Ej6rcit.o. 

Por último, en relación a laa penas, hemos de hacer notar el apartado 
relativo a la suspensión de condena, que conforme al 9 14 de la Ley que 
se comenta, se aplica a los delitos militares, siguiendo los preceptos del 
SGB (Código penal común), si bien atemperando esa aplicación a las es- 
pecialidades del servicio militar; cuestión de extraordinario inter& para 
el jurista y legislador espafiol, por ser una instituci6n no reconocida para 
tal clase de infracciones en nuestro Código de Justicia Militar. 

Teniendo en cuenta la naturaleza y contenido de la obra: Manuul de 
Derecho penal militar, no se puede exigir un análisis más amplio y pro- 
fundo de alguna de las cuestiones abordadas. v. gr.: respecto a las for- 
mas de culpabilidad se advierte una falta de matización y suficiente des- 
hnde de los diversos supuestos que la componen según la doctrina penal 
moderna (imputabiildad, responsabilidad, reprochabilidad, etc.) o de las 
formas imperfectas de aparición del delito (tentativa, desistimiento, delito 
frustrado). No obstante, aunque de soslayo, no deja de hacer las oportunas 
alusiones a estas y otras Importantes cuestiones del Derecho penal, que 
bastan a su propósito informativo. 

La obra, que va precedida de un sumario de los temas generales y lista 
de abreviaturas de los documentos más utilizados, contiene numerosas 
notaa bibliograflcas, citas jurisprudenciales y referencias legales, y con- 
cluye con una relación comparativa entre el C6dlgo penal mllitar de 20 
de julio de 18’74 (redacción del l-l@lS40) y la repetida Ley de 1957, cul- 
mínando su esmerada presentación con un cuidado fndice analítico de 
materias. 

No dudamos en afirmar, por tanto, que nos encontramos ante una pu- 
blicación que por la sólida doctrina y abundancia de datos que contiene, 
seguir& eíendo un valioso medio de consulta e información. no 8610 para 
loa especialtatas en cuestiones jurfdicopenales militares, sino tambi6n para 
todos los que dediquen au atención al Derecho penal en general. Y conal- 
deramos que existen sobrados motivos para augurar que esta nueva edición 
del trabajo del Doctor Arndt, vendrA a superar la aceptacón y el tito 
de la prímera.-hfmrfir BRAVO NAVE. 
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J~RAVO NAVARBO (Martín) : El Comandante de aeronave: condición 
y re?gimert jurtiico. Ccmsejo Bnperior de Investigaciones Cientí- 

8 ficae. Instituto Francisco de Vitoria. Madrid, 1966, 311 págs. 

Nueva aportación del Instituto Francisco de Vitoria, del Consejo SU- 

perior de Investigaciones Cientfilcas, a través de la Sección de Derecho 
Aeronáutico y del Espacio, a la ya pujante rama del Derecho conocida 
comúnmente con las denominaciones de Derecho aeronáutico o Derecho 
akeo. 

La obra que analizamos, de la que es autor Martin Bravo Navarro, fu6 
inicialmente elaborada con el carácter de tesis doctoral y presentada y 
defendida por el autor en la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Madrid, fué calificada por el Tribunal encargado de juzgarla, con la nOta 
de “sobresaliente”. 

El contenido del trabajo es, desde el punto de vista jurídico, completo, 
y la sistemãtica adoptada irreprochable. 

Pt?tila el autor en el titulo primero la figura juridica del Comandante 
de aeronave, concretando sus analogías y diferencias que con el Capitin 
de buque y esta remisión a las doctrinas del Derecho marítimo, obligada 
por las afinidades que existen entre las dos clases de navegación, la 

.maritima y la akea, no es obstáculo para que se resalten como lo hace 
el Doctor Bravo, los matices singulares que concurren en la .flgura del 
Comandante de aeronave, como consecuencia de las especialidades t&nicaa 
que la navegaciõn aérea implica. 

Si la doctrina y la legislación italianas han concebido con criterio uni- 
tario el Derecho de la navegaci6n, ello no es óbice para que un prestigioso 
mícleo de autores, propugne la conveniencia de separar el Derecho aéreo 
del marítimo, no ~610 por razones meteorolOglcas, sino incluso por razones 
sustantivas; a esta última postura ee adscribe el autor de la obra que 
comentamos. A titulo de ejemplo, y como materias que reclaman la inde- 
pendencia del Derecho a&eo respecto del marítimo, cita el autor los dafioe 
a terceros en la superficie, la imprudencia aerotiutica, las servidumbres 
aereas, etc. 

Se dedica el titulo II de la obra a estudiar la flgura del Comandante 
de aeronave desde los distintos puntoe de vista jurldlcoa en loa que puede 
$er contemplada, y asi en las doa primeras secciones ae hace un mlnu- 
$ioso an&lIsie del Comandante de aeronave en cuanto auxiliar de la em- 
presa mercantil en loe dos eupuestne de auxiliar del empresario y de 
auxiliar del explotador no empresario. 

Pero no Ee agota la problemática de la figura jurídica de Comandante 
de aeronave con su conflguraci6n como auxiliar primordial y muy carac- 
M-hado de la empresa mercantil; las legislaciones de todos los países, y 
nuestra Ley de Navegación abrea, atribuyen al Comandante de aeronave 
unos perf%s que rebasan en mucho el aspecto jurídic@privado, mercan- 



.tll, del mismo. Tiene el Comandante de aeronave, en cuanto encargado 
de la dirección de la misma en vuelo y en cuanto delegado de la autoridad 
del Estado, unas facultades que escapan de la esfera del Derecho privado 
y tienen perfecto entronque en el público. En las secciones III y IV de 
este título, recoge Martín Bravo estos problemas y, distinguiendo en 
loe dos casos la condición del Comandante de conductor de la aeronave y de 
Jefe de la expedición, examina las facultades que en ambas vertientes 
le corresponden. 

Si importantes y amplios son los poderes de que el Comandante de 
aeronave se halla investido, lógicamente amplias y, en ocasiones, graves, 
deben ser las responsabilidades que el ordenamiento jurídico le imputa 
cuando, dolosa o culposamente, .infringe las obligaciones que sobre él 
pesan. Al estudio de la responsabilidad del Comandante de aeronave, se 
dedica la V y última seccibn del tftulo II de la obra, y en ella el Doctor 
Bravo estudia por separado la responsabilidad criminal, la civil, !a pu- 
bernatlva y la laboral. 

El examen que hace el autor de la responsabilidad del Comandante 
de areonave a la luz de la doctrina penal, civil, administrativa y laboral, 
lo estimamos muy completo, no ~610 por cuanto recoge del ordenamiento 
jurídico interno, sino porque se refiere tamblbn al Convenio de Tokio 
de 1963 que es el más importante texto internacional sobre la materia. 
El acierto en la sistematización de las cuestiones y en el enfoqutr <Ie 
conjunto no debe impedir que apuntemos que, al descender a alguna 
cuestión concreta, como, por ejemplo, al caso de responsabilidad por ac:. 
cldente sobrevenido mientras la aeronave era conducida por el “piloto 
automfitlco”, el autor imputa la responsabilidad al Comandante en virtud 
de la aplicación de las doctrinas de la culpa in eligendo o in vigilnndo, 
cuando, a nuestro juicio, sería más correcto atribuir al Comandante la 
responsabilidad per se, como responsable directo; no parece razonable 
imputar responsabilidad por la elección defectuosa o la de5clente vigilan- 
cia, cuando el factor desencadenante del resultado dafíoao es un objeto, 
una maquina; creemos que aquellos criterios de imputación, ~610 a perso- 
naa pueden ser referidos. 

El título III, dividido en dos secciones, 8e refiere al Comandante de 
aeronave en la navegación eatatal. y estudia sus condiciones,. estatuto, 
derechos, obligaciones, etc., en los dos supueetos de aeronave militar y 
nommar. 

Un úhimo título, el IV, se dedica a exponer los precedentes y el estado 
actual del Proyecto de Convenio internado& que regule el estatuto ju- 
ri&~~ del Comandante de aeronave, y se ra!zona la conveniencia, ya 
urgente, de llegar a dicho Convenio. pues habiendo alauwtdo el trans- 
pom a&eg -el mAs “internacional” de los tranaportee- el volumen e 
importancia económica que actualmente tiene, y hallándose regulado en 
@nvenios internacíonales, es 16gíco que el Comandante de aeronave, pie- 
- angular de dicho transporte, reciba una regulación del mismo caficter, 
que ae proyectarla sobre loa ordenamientoe internos y seria camino franco 
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hacia la unificación leglslativa o, al menos, como señala el autor, vehiculo 
de solidaridad juridicclinternacional. 

Unas “conclusiones” en las que el autor sintetiza, con claridad diflcil- 
mente superable, sus puntos de vista; un apéndice en el que en 30 p&i- 
nas se recogen materias tan diversas (y tan vinculadas al título de la 
obra) como el Convenio colectivo suscrito entre Iberia, Lineas A&eas de 
Espafia, S. A., y el personal de vuelo y los considerandos de una sentencia 
del Consejo Supremo de Justicia Militar en un caso de “responsabilidad 
aeronáutica”; una blbllograffa no desmesurada, pero completa y efectiva- 
mente manejada, y un fndice analítico de materias dan fin a esta obra 
que, sin duda, llena un vacio que ya se dejaba sentir en la bibllograffa 
patria y que a buen seguro ha de ser particularmente útil, no ~610 al 
estudioso del Derecho, sino a las empresas aéreas y, en general, a todas 
aquellas personas a las que la doctrina italiana denominó con la expresiva 
locución “gente del ahe>'.-FERNANDO OLEO CAMARERO. 

HARESCA (Adolfo): La protezione intemtationde dei combatenti e 

dei civili. Giufm?. Milán, 1965. -30 págs 

El autor, que fue miembro de la Delegación de Italia en la Conferen- 
cia de Ginebra de 1949, realiza en esta obra un examen de los cuatro 
Convenios de derecho humanitario de la guerra elaborados en dicha 
Conferencia. 

Unos estudios sobre temas concretos, como la definición de la agresiõn 
o la toma de rehenes, completan la obra, muy interesante, que incluye el 
texto oficial en fran& de los cuatro Convenlos.-E. DE N. L. 

Reves Intemmtionale de la, Croix-Rouge. Qinebra. 

Sefialamos. por su especial interés, los siguientes artfculos: 
Evrard, E.: La protectim juridique des transports a6riens sanitaires 

en temp? tie guewe (Mm. 571, julio lSf36. págs. 304330).-Este articulo, 
ya publicado en los “Annales de Droit International Medical” de la Comí- 
sión Medlc~jurfdlca de Mónaco y que señalamos en el núm. a0. p&i- 
na 110 de esta Rwrsrr, constituye, como dijimos, una importante contri- 
bución al estudio y remedio de la insuficiencia de la regulaci6n contenida 
en 10s Convenios de Ginebra, que impiden una aplicación práctica y eficaz 
de las aeronaves militares en servicios sanitarlos. 

Weiss, P.: Le droit @asile (núm. 573, septiembre 1966, p&gs. 426-434).- 
La concesión de asilo polftico a los refugiados, basada en el Derecho 60 
berano del Estado de decidir sobre las personas que admite en su terrl- 
torio, se va orientando cada vez más en el sentido de constituir una de 
las facetas de la proteccibn de los derechos fundamentales del hombm. 



El autor, hace en su estudio un balance de la situación actual, tanto en 
las legislaciones internas como en los Convenlos internacionales y en la 
práctica, señalando cómo han venido acentuando esta nueva concepción 
del derecho de asilo. 

Pictet, J.: Les primipes du droit intermtional humunitaire (núm. 573, 
septiembre 1966, págs. 411-425; núm. 574, octubre, págs. 461-483; núm. 575, 
noviembre, págs. 513-528) .-El profesor Jean Plctet realiza en este estudio 
publicado a lo largo de tres números de la revista, un resumen del conjunto 
y de los principios en que se basa el derecho internacional humanitario, 
comenzando por su definlclán en la que incluye no ~610 el derecho de la 
guerra, sino también las declaraciones y Convenlos sobre derechos del 
hombre. Tras esta delimitación, estudia las fuentes morales de las que 
nace este derecho, para abordar ya en un tercer apartado los principios 
que inspiran las normas convencionales en las que se manifiesta y concreta. 

Estos principios fundamentales son para el autor los siguientes: Prln- 
clpio de derecho humanitario: El respeto a la persona humana ser6 ase- 
gurado en toda la medida compatible con el orden público y en tiempo 
de guerra con las exigencias militares. Principio del derecho de la guerra: 
Los beligerantes no causarán a sus adversarios males innecesarios o su- 
perfluos para la finalidad de la guerra. Principio del Derecho de La Haya: 
LOs beligerantes no disponen de una elección lllmlt.ada en cuanto a los 
medios de dañar al enemigo. Principio del Derecho de Ginebra: Las per. 
sonas fuera de combate y las que no participan directamente en las hos- 
tilidades, deben ser respetadas, protegidas y tratadas con humanidad. Fi- 
nalmente, Principio de los derechos del hombre: El individuo deberá tenel 
garantizado el ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales, así 
como unas condiciones de existencia propicias al desarrollo de su per- 
sonalidad. Como principios comunes enumera el autor el derecho del in- 
dividuo al respeto de su vida y de su integridad ffslca y moral, el de no 
discriminación por raza, nacionalidad, sexo, lengua, religión o creencia, 
etcetera y el de la seguridad personal. Por fin, en grupos separados es- 
tudia: los principios relacionados con las vfctlmas de los conflictos: así, 
el de considerar que la asistencia humanitaria no constituye nunca una 
injerencia en el conflicto; el de que las personas protegidas deben poder 
desarrollar su vida tan normalmente como sea posible, y el de que al 
Eatado corresponde garantizar la protección de las personas que ee en- 
cuentran bajo su poder; y loa principios proploa del derecho de la guerra: 
hnylmclón en cuanto a las personas del ataque por Fuenaa enemigas o 
legitlmaclón activa y pasiva del combatiente, limitaciones por razón del 
lugar y hmitaciones en las armas y metodos de guerra. Por último, aaflala 
loa principios propios del campo de los derechoa del hombre: derecho a 
la libertad y derecho al bienestar social. 

Un estudio de alto lntertk por su claridad y por lo completo de BU 
exposlclón. 

Coursler, H.: La Croiz-Rouge et les r+Lgiis (núm. 576. dlclembre 1906, 
páginas 564578).-En este trabajo, ae contiene un resumen de lar múltlplea 
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actuaciones de todo orden desarrolladas por la Cruz Roja Internacional 
en favor de los refugiados, apátridas y emigrantes, con la autoridad que 
le presta el hecho de ser su autor Presidente de la Asociación para el 
estudio del problema mundial de los refugiados y antiguo Consejero 
jurídico del Comité Internacional de la Cruz Roja, lo que le permite 
poseer la m8s completa información sobre el tema.-E. DE N. L. 

Military Lcliu, Reviem HeadqnarterN, Ikpartment of the Arrny. 

Washington, D. C. 

NÚMERO 33 (signatura oficial 27.10@33), julio 1966: V + 129 páginas 
Daniel J. Meador: Judicial Review in Military Disaùility Retirement 

Cases (“La revisión judicial en los casos de retiro del personal militar 
por incapacidad”), p&gs. l-23. Estudio que recoge y analiza la naturaleza, 
alcance y efectos de la revisión que, en vfa contenciosa, pueden efectuar 
los Tribunales de justicia sobre las decisiones administrativas en materia 
de personal militar y concretamente en los supuestos de retiro por inca- 
pacidad flsica. 

Romulus A. Picciottl: Legal Problems of Occupied Nations after the 
Termination of Occupation (“Problemas juridicos que surgen al finalizar 
la ocupación militar”), págs. 2!X4. Al concluir la ocupación militar extran- 
jera, con el regreso del Gobierno exilado y el restablecimiento de la lega- 
lidad vigente antes de producirse la ocupación, es indudable que han 
de surgir una multiplicidad de problemas en cuanto a la validez y eficacia 
de derechos y obligaciones creados mientras duró aquélla. El autor lleva 
a cabo un amplio estudio de la teoria y la práctica del principio del iuS 
postliminii en el orden jurfdlco internacional, con especial referencia a 
las situaciones planteadas durante la segunda guerra mundial y a su ter- 
minación. 

K. E. Enderby: Courts-MartfaZ Appeols in Australia (“Las apelaciones 
en la jurisdicción militar australiana”), págs. 6592. Amplio análisis de 
los antecedentes, organización, normativa estatutaria y jurisprudencial, 
de la vfa de recurso admitida contra los fallos de los Consejos de Guerra, 
desde la creación en 1955 del Tribunal Militar de Apelación (Courts-Mnrtial 
AppeoZ TribunaZ). 

Paul J. Goda: The Protection of Civilians from Bornbardment by Air- 
craft: the Incffectfveness of the Znternutionol Lau of War (“La protección 
de la poblacibn civil en los bombardeos a&eos: la ineficacia del Derecho 
internacional bélico”) , p&s. 93-l 13. 

Wílhrn Lawrence Shaw: Sekcttve Seruice in 196.5 (“La normativa y 
los Caso8 judiciales sobre exención del servicio militar en X%5”), pá- 
ginae 116128. 

Nfi~~e 34 (Signatura oficial 27-100-34). octubre 1966: III + 187 págs. 
Jack H. WWama: An Amerlean’s TrZaZ fn a Foreing Court: The Role 

Of the MmtaW’d T*Z Obwrver* (“El enjuidiamiento de un ciudadano ame- 
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ricano por un tribunal extranjero el papel del “observador” del juicio 
en el caso de procesado militar”), págs. I-58. Nos presenta el autor un 
cuadro completo del estado actual, conforme a la teorfa y la práctica ame- 
ricana, de las garantías procesales mínimas establecidas en el orden in- 
ternacional para el frecuente caso de enjuiciamiento de nacionales por 
tribunales extranjeros, y concretamente cuando se trata de miembros de 
las Fuerzas Armadas estacionadas de forma permanente en paises aliados 
o amigos, en virtud de acuerdo bilateral o multilateral. A este respecto, 
desde la perspectiva americana, distingue tres casos: primero, paises 
miembros de la N. A. T. O., haciendo un detenido analisis del artfcu- 
lo VII del Convenio de 19 de junio de 1951 relativo al estatuto jurisdlc- 
clonal de las Fuerzas de los miembros del Pacto AtlBntico; segundo, 
países con los que existen acuerdos bilaterales y que resuelven de forma 
análoga las cuestiones procesal y competenciales (caso de Espafia), con 
cita de los oportunos Tratados y acuerdos; y, finalmente, paises en los 
que existen misiones militares o asesoras americanas, pero no propiamen- 
te Fuerzas estacionadas, supuesto en que, por regla general, tal personal 
goza de inmunidad diplomática. Dentro de este cuadro general, se estudia 
especialmente la tfplca figura del “observador” o representante del Estado 
cuyo súbdito se somete a procedimiento, su designación, misión y resulta- 
dos prácticos de la institución en los últimos años, con referencia a las 
normas positivas vigentes en el orden internacional y en el Derecho in- 
terno (ResoluclOn senatorial de 15 de julio de 1953). 

William R. Mulllns: The Internutionul Responsability of a Sta¿r jor 
Torts of its Military Fotces (“La responsabilidad internacional de 105 1% 
tados por los daños y perjuicios ocasionados por miembros de sus Fuer- 
zas militares estacionadas en el extranjero”), págs. 59-100. Examen crítico 
del artículo VIII del Convenio de 19 de junio de 1951 relativo al estatut(, 
jurisdiccional de las Fuerzas Armadas de los Estados miembros de la 
N. A. T. O., que establece la responsabilidad por los daños sufridos pal 
el pafs receptor o sus ciudadanos, causados por una Fuerza aliada, en tres 
planos distintos: a) Reclamación de Gobierno a Gobierno. b) Fkclama- 
ciones privadas derivadas de acciones y omlsiones de los miembros de la 
Fuerza Armada extranjera, realizadas en acto de servicio; y c) Fuera de 
acto de servicio. Por otra parte, el autor se ocupa tambik de la regula- 
ci6n de tales cuestiones en ciertos acuerdos bilaterales concertados recien- 
temente por los Estados Unidos (Australia, China nacionalista). 

Richard J. Grunawalt: The Acquitition of Zksoutces of the Botton oj 
rhe Sea: A New Frontier of Intemutionat LUW (“La adquisiclún de las 
fuentes de riqueza del fondo marino: UM “nueva frontera” en el Dere- 
cho internacional”), págs. 101-133. Donde se estudian los precedentes doc- 
trinales y consuetudinarios. as1 como el estado actual de la práctica in- 
ternacional, en la regulación de los modos de adquirir el dominio en re- 
lación con la plataforma submarina, analizandose, finalmente, la Conven- 
ción de 19% sobre la phtaforma contínental, en que CriBtaii7arOn los tra- 
bajos de la Comisión de Derecho internacional de las Naciones Unidas 
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en el seno de la Conferencia de Ginebra, en este aspecto del Derecho 
IXl¿lI%iIYIO. 

Thomas J. Whalen: The Settlement of Army Maritime Claims (“La ad- 
misión de las reclamaciones por daños derivados de la actividad marítima 
del Ej&cito”), págs. 135181. Exposición de los procedimientos adminis- 
trativos establecidos desde 1951 (fecha de aprobación por el Congreso del 
Army Maritime Claims Statute) y cuya resolución se encomendó a la Se- 
cretaría del Ejército. para solventar las responsabilidades económicas 
surgidas de la acción en el mar de los medios materiales y personales 
del Ejercito, hasta llegar al acuerdo de indemnización pertinente.- Jok 
QufN I-CERNÁNDEZ OROZCO. 

The United Statee Air Forte J. 9. G. Law Keviezo. Office of thc 
Judge Advocate General. Headquarters T!. S. Air Forte, 

Washington, D. C. 

Volumen VIII, número 4 (julio- agosto, 1988) 

Este número se dedica integramente a recoger unos estudios destina- 
dos al asesoramiento del personal militar en materia de Derecho privado, 
bajo el enunciado general de Advice on Che Purchase and Sale of a Home 
and Lease of Dwellings by Military Persmmel (Asesoramiento en materia 
de compraventa y arrendamiento de viviendas por el personal militar). 

Volumen VIII, número 5 (septiembre-octubre, 1986) 

Myron L. Birnbaum: Violations of Regulations- Article 92 (1) or 92 (2)! 
(Las infracciones a las órdenes generales, iestán comprendidas en el p6- 
rrafo 1 6 en el 2, del art. 92 del Código Uniforme de Justicia Militar?), 
paginas 511. 

Emmanuel Lewis: Voir Dire of Not Voit Dire (La inconveniencia de 
instar ciertas declaraciones bajo juramento), págs. 12-13 y 36. 

W. J. Kelly: Accord and Satisfaction - Should Chis Solution Alwoys be 
Available in Gouernnwnt Ccntracts? (IA novación como solución de las 
diferencias surgidas en la ejecución de un contrato, icabe siempre en la 
contratación administrativa?), págs. 1418. 

Meyer Scolnick y Joseph L. Packer: Evolution of the and Air Forte 
Ezchange Service (Evolución del servicio de economato del Ejercito y 
la Fuerza Aérea, AAFES), págs. 1936. 

Volumen VIII, número 6 (noviembre-diciembre, 1988) 

Este fascfculo viene enteramente dedicado a un tema muy de actuali- 
dad: el estudio de los nuevoE) sistemas de computación electrónica apli- 
cados concretamente a la clasítlcación y manejo de todo un material le- 
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gislatlvo, reglamentarlo y jurisprudencia1 de uso corriente en la práctica 
jurídica. La apllcaclón de la automación a la investigación y práctica jurfdl- 
cas, se describe aqul en una serle de artfculos sobre el sistema adoptado 
y ya en pleno funcionamiento, que se denomina Legal Information Thru 
Electronics (L. I. T. E.), a cargo de la Asesoría Jurídica del Centro de 
Economfa y Contabilidad de la Fuerza Aérea en Denver (Colorado), que 
presta sus servicios al Departamento de Defensa.-J. H. OROZCO. 

The J. A. G. Journal. !@he Office of the Judge hdvocate General 
of the Navy, Washington, D. C. 

Volumen XX, número 5 (mayo-junio, 1966) 

C. Alexander Buhler: False Statements. An Accuser’s Dilema (Falsos 
testomnlos: un dilema de la acusación), pãgs. 123-130 y 13154. 

C. Paul Ake: Planning Personal Affairs Within the General Tax Fra- 
me-work (Las operaciones sobre bienes muebles en el sistema fiscal gene- 
ral), págs. 131-136. 

Richard J. McCarthy: Rules of the Roaù. The Legal Interpretations of 
Risk of Collision (Das normas sobre el tráfico marftimo. Interpretaciones 
legales del “riesgo de abordaje”), págs. 137-144 y 134. 

Paul F. Henderson, Jr.: Recurt-ing Special Court-Martial Error wilh 
Some Soluticma (Un repetido defecto en el procedimiento ante el Consejo 
de Guerra especial y sus varias soluciones), págs. 145150. 

Volumen XXZ, número 1 (julio-agosto, 1666) 

Murl A. Larkin: Seorch Authtized by a Communding Officer: Thc 
Requeri-nt of “Probable Cause” (El registro ordenado por la autoridad 
militar: el requisito de “causa justificada”), págs. 3-6 y 26. 

Graham Guthrle: Line of Duty -Misconduct Znvestigationa (Las actua- 
ciones en averiguación de la causa de unas leslones corporales, en acto de 
servicio o por culpa propia del lesionado), págs. 7-10 y 26-27. 

Thomas D. Farrell y Mlchael J. Barrett, Jr.: Znjunctive Relief Agafnst 
the Military Sewices (La resolución judlclal contenciosa dlctada contra la 
Administración militar, en materia de personal), págs. ll-12 y 27-28. 

Leonard Base: Ths Siluer Oar of the AdmiraUy (Un elmbolo: el “Remo 
de Plata” del Almirantazgo), págs, 13-16. 

Edward F. O’Keefe: Multiplicity: An Updated Synopsis (La cosa JW 
gada: estudio sinóptico actualizado), págs. 17-20 y 26. 

John A. Looby, Jr.: Internetlona Rivers (Los rfos internacionales), p& 
g-has 21-25-J. H. OROZCO. 



1966 Supplement to Catalog of Career Cla The8e8. Tlre Judge Acl- 
wcate General’8 Sehool U. 5. Awng. Charlottewi~lle (Virginia)! 
junio 1966, 15 p&gs. 

En anteriores ocasiones hemos dado cuenta de la primera de las publi- 
caciones a que corresponde este Suplemento, asf como de los apendlces 
de 1964 p 1965 (REUSTA ESPAÑOLA DE DFRECHO .%f~Lmm, núms. 17 y 20). El 
Suplemento que ahora reseñamos es, pues, continuaciún del completo re- 
pertorio de las tesis realizadas por los alumnos del llamado “Curso de 
Carrera” para Auditores que organiza la Escuela del Cuerpo JurIdico del 
Ejkcito norteamericano en su sede de la Universidad de Virginia. 

El apéndice de 1966 comprende cuarenta y nueve fichas. ordenadas 
por materias, en las que se hacen constar título, autor, contenido, impor- 
tancia, lugar de publicación, etc., de cada uno tle los trabajos monográ. 
ficos rea1izados.J. H. OROZCO. 

Rewe Xilitaire hi88e. Lamana, núm. 12, diciemblae, JY(Y;. 

Aparece en este número de la siempre interesante “Revista Militar 
Suiza” un articulo del Mayor F. de Mulinen, sobre el problema de las 
reservas a los Convenios de La Haya y de Ginebra. Tras unas breves 
consideraciones generales, el autor se fija especialmente en la reserva 
formulada al art. 85 del Convenio sobre prisioneros de guerra por Rusia 
y pafses del bloque comunista, que, como hace notar, abre una amplia 
brecha en e! espiritu y eticacia del Convenio.-E. DE S. L. 

&ZSSegTU dell’Arnuc dei CWabi?kri. Roma. 

Se5alamos entre los trabajos publicados por esta excelente revista, 
los siguíentes: 

Verri: DeZ diritto 6asiZo (septiembre de 1966, p&gs. 967-990).-El Ge- 
neral Verri, de cuyas publicaciones ya hemos dado cuenta en otras ocasio- 
nes, realíza en este artículo un estudio del derecho de asilo en su faceta 
histórica del asilo religioso, y más extensamente en sus formas actuales 
de asilo territorial, o sea, refugio en territorio de un Estado extranjero, 
y del extratetitorial o refugio en el propio territorio del Estado, pero en 
lugares que gozan de extraterritorialidad. La cita y comentarlo de los 
instrumentos internacionales y de la legislación italiana sobre la materia 
permiten lograr una clara visi6n del problema y de sus consecuencias 
prktlcae, completando la utilldad del trabajo una bibliografía interesante. 

Gentile, FUcardo V.: Nota suIZa tutela del eegredo militare.-Este trabajo, 
aunque referido muy directamente a Ia legislación ltaliana, ofrece un 
lnterL general ya que el tema de la libertad de información y prensa 



y las necesarias limitaciones por razones de seguridad militar es siempre 
un tema sobre el que toda fnformaclón resulta de alto valor. Especial 
inter& ofrecen las consideraciones sobre la posible responsabilidad en 
eetoe delitos del agente provocador y laa controversias suscitadas en la 
doctrina. Numerosas notas a pie de página y una nota blbliografica ava- 
loran el trabajo.-E. DC N. L. 

BUENO Aah (F.) : El sistema penitenciario eqmiol. Separata del 
articulado publicado en la “Revista de Eatudioe Penitencia- 
l-iOd’, ntime. lfBlTl, corrwpondiente a abrildiciembre de 1965. 

En dos partes se puede dividir el presente trabajo: una, la más breve 
(p@inas 1 a 5) relativa a penalogia, donde el autor, tras examinar los 
artlculos 27 y 4479 del Código penal vigente, llega a la conclusión dc 
que las penas de privación de libertad “se han convertido en una sola 
pena con varias duraciones posibles, ya que prisiones, presidios y reclu- 
siones ya no presentan aquellas diferencias, en cuanto a su ejecución. 
que las hachan teóricamente de diferente naturaleza en los Códigos pe- 
nales de 1822 a 1870. 

La otra parte, mucho más extensa, pues ocupa las págs. 6 a 44, es en 
la que el autor enjuicia el sistema penitenciario español, exponiendo 10s 
principales artfculos del Beglamento de los Servicios de Prisiones, y al- 
gunas estadísticas penitenciarias que ayudan a una mayor comprensión 
del Reglamento. El autor considera que el sistema actual es el mejor po- 
sible dentro de las posibilidades económicas nacionales, considerando que 
debiera darse una mayor amplitud en los Planes de Desarrollo Econ& 
mico y Social a la construcción de Centros Penitenciarios modernos. 

El valor que se le puede atribuir al presente trabajo, aparte de conocer 
la postura de Francisco Bueno Arús, es el de proporcionar una amplia 
bibllograffa, que cita en su trabajo, lo que es de indudable utilidad, para 
eStUdiO# posteriores-E. DE M. 2. 

~XMRZ CAURO (Juan): El dweoho de retener en prenda del ar- 
tioulo 1.600 del Cddigo civil y 8u problemcftica respecto de los 
uel&uZí~ de motor, en “Revi&a de Derecho Privado”, número 
correepondiente al mes de diciembre de 1966, págs. 1073 a 1069. 

En un muy documentado trabajo, el autor contempla el derecho de 
retener en prenda del art. 1.600 del Código civil y su problemática res 
pecto de los vehfculos de motor. Tras dar unas ideas generales sobre el 
concepto y naturaleza del derecho de retención, el autor examina el pro- 
blema concreto en el punto III de su trabajo. estudiando las cuestiones 
relativas al sujeto, objeto y contenido de la relación jurídica.-E. DE M. 2. 
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Direccih General de Prtibnes. Memoria del año l!NXi. JIadrid. 

La habitual Memoria de la Dirección General de Prfsloncs del Viniste- 
iio de Justicia, correspondiente al año 1965, que acaba de aparecer, pri- 
morosamente editado por la imprenta de los ‘Talleres Penitenciarlos de 
Alcala de Henares, en un lujoso volumen de 175 págs., contiene entre 
!as actividades de la Dlrecclón una serie de datos de especial interés. 

Según éstos, la población reclusa al finalizar el año 1965 totalizaba 
10.662 reclusos, de los cuales 9.921 eran hombres y 701 mujeres. Este 
total se descomponfa de 8.086 hombres y 411 mujeres recluidos por de- 
litos y faltas; 1.372 hombres y 253 mujeres por aplicación de medidas de 
seguridad, y 443 hombres y 37 mujeres por infracciones de caticter ad- 
ministrativo. 

Esta cifra global significa un X3,46 por cada 100.000 habitantes, cifra 
la más baja que ha tenido Espana en los últimos treinta años. 

Por edades, continúa aumentando el grupo de reclusos menores de 
veintiún años, tanto en hombres como en mujeres. Disminuyen .en el 
grupo de hombres los delincuentes primarios y reincidentes, pero aumen- 
tan sensiblemente los multlrreincidentes. En mujeres, en cambio, aumen- 
tan las delincuentes primarias y las multirreincldentes.- E. DE N. L. 



La “Sociedad Internacional de De- 
recho Penal Militar y Derecho de la 
Guerra” organiza en Madrid, del 9 
al 12 de mayo de 1967, su IV Con- 
greso Internacional, continuación de 
los ya celebrados en Bruselas,. Flo 
rencia y Estrasburgo. 

Será tema del Congreso el de “DC- 
litos militares: Tipologia e inciden- 
cias internacionales”. 

El programa provisional del Con- 
greso ha sido Ajado en la forma si- 
guiente: 

Día .9 de mayo (mm-tes) : 
Mañana-Sesión de apertura: In- 

troducción, por el Profesor Leaut6 
(Francia), Secretario general de :a 
Sociedad.-Primera ponencia: Los in- 
froccianes militares y su incrimina- 
ci6n Ponente: M. Paucot (Francia), 
Abogado general ante el Mbunal de 
Casación.-Primera intervención: Te- 
niente Coronel Leger (Canadá), Jud- 
ge Advocate. 

Tarde .-Discusión de la primera po- 
nencia. 

Dfa 10 de mayo (m.iércoles): 
. Mañana.-Segunda ponencia: ti ex- 
tmdícih por Znfrocctorres militares. 
Ponente: Doctor Pötz (Alemanla fe- 
deral) , R.eglerungsdirektor.-Primera 
intervención: Brigadier General Wl- 
Iliama (Estados Unidos), Judge Ad- 
vocate. 

Tarde. - Discusibn de la segunda 
ponencia. - Conclusiones. Presenta- 
ciõn de slntesis por D. Jos6 Maria 

Rodríguez Devesa (España), Catedra. 
tico y Coronel Auditor. 

Noche.-Cena de la Sociedad. 

Día 11 de mayo (jueves): 
Excursiõn. 

Día 12 de moyo fviernes): 
Reunión de Comisiones. 
Mañana-Reuni6n de la Comision 

de “Criminologla Militar”. Presidcln- 
te: Profesor Gilissen (Bélgica). Autii- 
tor General. 

Tarde: Dos Comisiones se reunirán 
shnultaneamente en locales sepa t’a- 
dos. La de “Historia del Derecho mi- 
litar”. Presidente: Profesor, General 
De Graaff (Holanda). La de “La pro- 
tecci6n de la vida humana en la gue- 
rra moderna”. Presidente: Teniente 
General Van Rolleghem (Bblgica) . 
Para tratar del tema La aeronave mi- 
litar en misión sanitaria. 

Los derechos de inscripción se fi- 
Jan en 2.50 pesetas, no comprendidos 
cena de la Sociedad nl excursión, cu- 
yo Importe se determinara ulterior- 
mente. 

Serán lenguas oflclales del Congre- 
so, el trances, el ingl&s y el español. 

Las personas que deseen participar 
en este IV Congreso, deberán solici- 
tar el formulario correspondiente de 
la ESCUELA DE ESTUDIOS JURI- 
DICOS, Tambre; 35, Madrid- 2 (Es. 
paf@. 

Las reservas de alojamiento y ser- 
vicios turlstlcos deberán solicitarse 
directamente de Viajes Marsans. 
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Para cualquier información SUpi?- 

mentarla, dirigirse a la ESCUELA 
DE ESTUDIOS JURIDICOS, según Ia 
dirección supracltada. 

. .+ 

El Instituto Hlspano4usc+amerlca- 
no-filipino de Derecho Internacional 
celebró en la ciudad de Santiago de 
Compostela en las fechas compren- 
didas entre el 3 y el 12 de octubre de 
1966 su V Congreso o período de se- 
siones científicas. Como es sabido, 
este Instituto habla celebrado ya con 
anterioridad, independientemente del 
fundacional reunido en Madrid en 
1951, los de Sao Paulo (Brasil) en 
1953, Quito en 1957 y Bogotá en 1962, 
habiendo asistido al de Santiago co- 
mo congresistas 53 miembros y aso- 
ciados. 

En la reunión preliminar se proce- 
di6 a la elección estatutaria de 15 
miembros y 26 nuevos asociados, te- 
niendo luego lugar la solemne sesión 
de apertura en el paraninfo de la 
Universidad compostelana. 

Los anteproyectos de ponencias que 
se estudiaron por las distintas Comi- 
siones fueron siete, que se reflrleron 
a los siguientes temas: 

L Aspectos jurldlcos de las lnte 
graclones económicas. 

II. Definición del concepto de 
agresión. 

III. Revisión y nulfdad de los Tra- 
tados internacionales. 

IV. Coordinación de laa medldae 
coercltlvas para la soluci6n de con- 
flictos internacionales en las Nacie 
nes Unidas y en la Organización le 
Estados Americanos. 

V. Relaciones entre el Derecho in- 
ternacional privado y el Derecho del 
trabajo. 

VI. Que pasõ a ser VII. Las Aoa- 

1110BYAClOI 

demias dlplomatlcas e InstItutos de 
Derecho lnternaclonal de los Estados 
de la Comunldad Hlspanolusoamerl- 
cana-filipina. 

VIII. El aprovechatnlento de los 
ríos internacionales. 

Uno de los más interesantes y que 
provocó mayor número de lnterven- 
clones fué el señalado con el númc 
ro II, referente al concepto de agre- 
sl6n lnternaclonal. que con base de 
la ponencia del ilustre Profesor Sela 
Sampll de la Universidad de Ovledo, 
fu6 profusamente debatido. llegándo- 
se a la formulación de tres declara- 
cionea y dos recomendaciones. que 
por su marcado lnter6a reproducimos 
lntegramente a contlnuacl6n: 

“El V Congreso Hispano- lus* 
americano de Derecho Intemaclo- 
nal, 

Por cuanto: 
La ponencia “Definición del con- 

cepto de agresión”. de la que es 
autor el Dr. Luis Sela y Sampíl. 
Catedrático de Derecho lnbamacic+ 
nal en la Universidad de Oviedo, 
ha merecido unanime aceptación y 

Considerando: 
Que la deflnlclón jurídica de la 

agres16n internacional es Gcnlca- 
mente posible y resulta neceaa- 
ría, etc. 

Declara: 
1. La agresión es un crimen 

contra la comunidad intemacio- 
nal caracterizado por todo recur- 
so a la fuerza o a la amenaza de 
la fuerza u otros medios de coac- 
c16n realizado por uno o varios 
Estados, contrario a las dlspoaí- 
clones de la Carta de las Naciones 
Unidas o a los Acuerdos reglona- 
les establecidos en conformidad 
con &ta. 

II. Además de otros actos que 
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loa órganos internacionales compe- 
tentes puedan calllkar como agre- 
s16n. serfrn considerados como ta- 
lea: 

1. La amenaza o el uso de !a 
fuerza contra otro LI otros Esta- 
dos. 

2. El ataque armado no pre 
votado por uno o varlos Estados 
contra el territorio, la población o 
las Fuerzas Armadas de otro Es- 
tado. 

3. La invasión por Fuerzas Ar- 
madas de uno o varios Estados del 
territorio de otro, mediante la vio- 
lación de las fronteras demarcadas 
de conformidad con un Tratado, 
sentencia judicial o laudo arbitral 
firme o declslones de organismos 
internacionales, o, a falta de fron- 
teras as1 fijadas. la invasión que 
afecte a una región que esté bajo 
la jurisdicción efectiva de otro Es- 
tado, asf como la ocupación mi- 
litar, cualquiera que fuera el mo 
tlvo, aun de caracter temporal. 

4. La intervención directa o ln- 
directa de uno o varios Estados, 
sea cual fuere el motivo, en los 
asuntos Internos o externos de 
cualquier otro, entendhkdose CJ- 
mo tal fntervenclón no ~610 la que 
utilice Fuenas Armadas, sino cual- 
quier otra forma de injerencia que 
por su gravedad amenace la paz 
y la seguridad internacionales, 
ponga en riesgo la seguridad o so. 
beranfa del Estado o atente con- 
tra las lnstituclones polfticas, eco 
nbmlcas o culturales que lo con+ 
Utuyen y sean esenciales para du 
exlstencla. 

5. La apllcacibn por uno o va- 
rios Estados, de medidas coerciti- 
vas de carkter económico o po 
lltlco para forzar la voluntad de 
otro Estado. 

6. La provocación de actos de 
subversión o el apoyo prestado, 
por uno o varios Estados median- 
te suministros 0 en otraa formas, 
a elementos subversivos que ope- 
ren en el territorio de otro Esta- 
do, aun cuando no intervengan di- 
rectamente en tales operaciones 
tropas o nacionales del Estado 
acusado como agresor. 

7. La resistencia a aceptar en 
caso de conflicto, la acci6n paci- 
ficadora de los Organos lnterna- 
cionales o la aplicación inmediata 
de las medidas que en dicha fun- 
ción se acuerden por aqu6llos pa- 
ra establecer o mantener la paz 
y la seguridad internacionales, in- 
cluso la suspensión de las hosti- 
lldades y el restablecimiento tlel 
statu qrto ante bellum para la uI- 
terior solución por medios pacífi- 
COS. 

III. ge excluyen de los ant+ 
rlores actos, los supuestos que a 
continuación se indican: 

1. El caso de legítima defensa 
individual o colectiva, que supone 
la utilización de medios proporcio- 
nados o adecuados a la importau- 
cla del ataque y cuyo empleo esté 
justificado por un peligro cierto 
inminente y grave. 

El Tribunal u Organo interna- 
cional que intervenga en la deter- 
minación y sanción de la agreslún 
apreciati en cada caso las circuns- 
tancias en que se invoque la le- 
gftima defensa y acordara las mo- 
didas y sanciones oportunas, en el 
caso de que estime que falta dich 
adecuación, proporcionalidad o pe- 
ligro. 

2. Cuando se trate de medidas 
de acclõn colectiva para el man- 
tenimiento de la paz y de la se- 



guridad acordadas por un OrganO 
internacional competente, y 

Recomienda: 
1. Que en un futuro Congreso 

del Instituto Hlspano-luso-amerl- 
cano de Derecho Internacional &e 
formule un anteproyecto de C6- 
digo penal internacional en el que 
se considere de manera especial el 
delito de agresión y se estudie la 
creación de un Tribunal penal in- 
ternacional con competencia para 
juzgar los crimenes de agresión. 

II. Que, asimismo, se estudie, 
de preferencia, la naturaleza, limi- 
tes y requisitos de la legítima de- 
fensa en el ámbito internacional.” 

Tamblen son muy dignas de des- 
tacar tres mociones que fuera de te- 
mario fueron formuladas por el Con- 
greso. 

La primera de ellas, por referirse 
a la cuestión de Gibraltar, se repxw 
duce Integra, y dice asi: 

“Los nacionales de las Repúb!i- 
cas Iberoamericanas, participantes 
en el V Congreso del Instituto His- 
pano - luso - americano de Derecho 
Internacional, 

Atentos a las conversaciones que 
se están reallzando entre EspaAa 
y el Reino Unído de la Gran Bre- 
tafía sobre la cuestión de Gibral- 
tar. 

Expresan su satisfacción al ver 
que España, miembro de la Cw 
munidad Hispanoluso-amerlcana- 
filipi&?t busca una solución pacl- 
ficza a este problema internacional. 

Manifiestan su solldarkiad con 
los juristas espafloles y con loa w- 
fuenos del pueblo y del Gobierno 
de España, para que este confk- 
to enCUentre una solución fusta 
v permanente. 

Formulan el deseo de que las 
conversaciones emprendidas entre 
ambos Estados fructifiquen en un 
entendimiento que, dando satlsfac- 
ci6n a todas las partes interesadas, 
sea expresión de la Justicia y del 
Derecho internacional, así como 
de la paz, comprensión y amistad 
entre los pueblos.” 

Por la segunda mociOn se sugiere 
la creación de una Oficina o Servicio 
de Documentación dependiente direc- 
tamente de la Secretaría General, en- 
cargada de facilitar a todos los miem- 
bros y asociados del Instituto la in- 
formación bibliográfica’ y documental 
que precisen para sus trabajos de in- 
vestigaci6n. 

Por la tercera moción se acuerda 
adherirse al centenario de Ruben Da- 
rlo y nombrar una Delegación que 
asista a las conmemoraciones que ten- 
drán lugar en Managua y enviar co- 
pia del acuerdo a los señores Minis- 
tros de Relaciones Exteriores de Ni- 
caragua y Presidente de la Comisión 
Pro centenario del nacimiento del 
poeta. 

. . . 

La Cátedra “General Palafox” de 
Cultura Militar, de la Universidad de 
Zaragoza. celebrará en los meses de 
enero-marzo de 1967 su XVI ciclo de 
conferencias. 

El programa a desarrollar es el si- 
guiente: 

21 de enero.-Geoestrategia del Es- 
trecho de Gibraltar, por D. Indalecio 
Núñez Iglesias, Almirante de la Ar- 
mada. 

24 de enero.-- comunicaciones 
en lu octuul geoestmtegia portuguesu. 
por D. Augusto Manuel Das Neves, 
General Director del Instituto de Al- 
tos Estudios Militares de Portugal. 



31 de enero.-Africa e8patiZa en 
Za geopolítica y en Za geoestrategia 
nacionales, por D. Jo& Dfa!~ de Villc 
gas Bustamante, General de Estado 
Mayor, Director general de Plazas y 
Provincias Africanas. 

7 de febrero.-El concepto de fron- 
tera en Geogmfia, por D. Antonio HI- 
gueras Arna], Catedtitlco de Geogr& 
ffa en la Universidad de Zaragoza. 

10 de febrero.-Las fronteras de Ex- 
puti, por D. José María Cordero To- 
rres, Magistrado del Tribunal Supre 
mo de Justicia. 

14 de febrero.-Geot%tfategia de Zas 
conaunfcadones terrestres, por D. Fer. 
nando Soteraa Casamayor, Teniente 
Coronel de Artillería, Diplomado de 
Estado Mayor, Profesor de la Escue- 
la Superior del Ej&cito. 

21 de febrero.-Gtwestrategia & Zas 
comunfcaciones ahreas, por D. Luis 
Serrano de Pablo, General de Avla- 
cidn. S. V., Profesor principal de la 
Escuela de Altos Estudias Militares, 
Doctor Ingeniero IndustriaL 

28 de febrero.~eoentrategfa & hs 
ComunfCacfones murftfmaa, por D. Ma- 
nuel Manso Quijano, Capitán de Fra- 
gata, %b%rector de la Ykuela Na- 
val Militar. 

6 de marzo.-Geoest+ategfu de Za 
frontera pírenufca, por D. Evencio 
Feliu Olíver, Teniente Coronel de In- 
fanterfa, Prlmer Profesor de la Aca- 
demia General Militar. 

10 de mano.<entroa de pobhcldn 
y COnrlL&acfOneS, por D. Román Pelr 
plflá Grau, Consejero de Economfa 
Nacional. 

14 de marzo.-Polftfca de camele- 
ías y transportes terrestres en el cua- 
dro de Zus comutiackmes naciona~en, 
por D. Federico Silva MuAoz, Letra- 
dra del Consejo de Estado. Mlnlatro 
de Obraa Públicaa. 

Convenios de Ginebra 

La República Centroafricana, por 
declaración de 23 de julio de 1966, ha 
manifeetado que se considera ligada, 
en su nueva etapa como Estado ln- 
dependiente, por los Convenios de Gi- 
nebra. 

La República de Corea se ha ad- 
herido igualmente a dichos Conve- 
nios, en 16 de agosto de 1966. Ea de 
notar’que la República de Corea 6610 
había firmado el Convenio de Gine- 
bra de 1864, y no había sido parte 
en ninguno de loa Convenios sobre 
derecho humanitario elaborados con 
posterioridad. 

l * l 

Al depositar la República de Corea 
su adhesión a loe Convenlos de Gine- 
bra de 1949, ha quedado el primlti- 
VO Convenio de 22 de agosto de 1894 
como simple documento hieMrico, ya 
que Corea era el único Estado que 
~610 estaba ligado por dicho Conve- 
nlo al no 8er parte en los posteriorea. 

l ** 

En loe dltlmoa meses del aflo 1968. 
tres nuevoa Estados se han unido 
fgualmente a loa que son Parte de 
loa Convenios de Ginebra. Se trata 
de Kenya, que depositó su instru- 
mento de adheslbn el 2Q de septlem- 
bre; Zambia, que lo hizo el 19 de 
octubre, y Gambia, que decIar en 
20 de octubre su continuidad como 
Estado Independiente. 

Unidoa estoa tres Eatadoe a los que 
anteriormente se encontraban ligadoa 
por estas Convenios, elevan el mime- 
ro total de Estados-Parte a 114. 



Finlundia 

La International Lmw Assodation 
celebró, en Helsinki, del 14 al 20 de 
agosto de 1966. su 52 reunión Entre 
sus recomendaciones adoptó una en 
el sentido de que por la 0. N. U. se 
declare la aceptación de las normas 
de los Convenios de Ginebra, y del 
Convenio de La Haya de 1954 sobre 
protección de bienes culturales, y que 
estos Convemos seran aplicados y res- 
petados por las Puerxas de las Naclo- 
nes Unidas. 

Italia 

Según un Proyecto de Ley, aproba- 
do de5nltivamente por la Comisión 
de Defensa de la Camara, el servicio 
militar podn% ser sustltufdo en algu- 
nos casos por la prestaci6n de ayuda 
en paises europeos en via de des- 
&-rolI0. 

Dicho Proyecto prevé que los reelu- 
tas que presten servicios tbnlcos 
profesionales u obreros en países eu- 
ropeos y en cumplimiento de AcueF 
dos entre el pala que los recibe y el 
Gobierno itallano, puedan solicitar 
prórroga de su aervlclo militar que, 
en su momento, y despu6s de dos 
ahs de trabajos, servir4 para obte 
ner la licencia deflnitlva. 

El Ministro de Defensa y el Mlnis- 
terio de Asuntos Exteriores sefin los 
encargados de determinar, en su ca- 

so, el número. y de efectuar la SC- 
lección de los peticionarlos que ,!e- 
seen acogerse a esta ley. 

San Marino 

La Oflclna Internacional de dow- 
mentaciõn de Medicina Militar cele 
br6, en la República de San Marino, 
su 27 reunión del 21 al 24 de sep 
tlembre de 1966. 

Entre los temas tratados, el Doy 
tor Jean-Maurice Rübli hizo una ex- 
posición sobre la aplicación de los 
Convenlos de Ginebra en loa conflic- 
tos no internacionales. La necesidad 
de un estudio del Estatuto del medico 
militar o civil en tiempo de confllo 
to internacional quedó de manifiesto 
en la discusión subsiguiente. 

Suiza 

El Consejo Federal suizo enviõ. el 
14 de febrero de 1966, un mensaje a 
la Asamblea Federal en apoyo de un 
Proyecto de Dey para el cumpllmien- 
to del Convenlo de La Haya de 14 
de mayo de 1951, sobre protección de 
bienes culturales. 

E!ste Convenlo, ratificado por cin- 
cuenta y tres pafses, entre ellos Es- 
paAa. preve un estatuto especial para 
el personal encargado de la custodia 
de dichos bienes. En el Proyecto de 
Ley 6e encuadra a este personal den- 
tro del marco de la organización de 
protecci6n civil. 



1. LEGISLACION 

’ CONVENIO SOBRE DOBLE NACIONALIDAD ENTRE ESPARA 
Y LA REPUBLICA DE COSTA RICA 

Dentro de las serie de Convenlos sobre doble naclonaltdad suscritos 
entre Espada y los distintos pafses hispanoamerlcsnos, publicamos hoy el 
texto del Convenlo suscrito entre Espafla p la República de Costa Rica (1). 

El texto y documento de ratlficaclón de este Convenio han sido publi- 
cados en el BoZetfn Oficial del Estado, núm. 151, de 25 de junio de 1965, 
y son del tenor siguiente: 

INSTRUMENTO de ratificocibn del Convenio de doble nacionulidud entre 
Eqmth y Costo Rico. 

FRANCISCO FRANCO BAHAMONDE 
JEFE DEL ESTADO ESP~OL Y Gmtirnro DE u)s EJÉRCITOS NACIONALES 

POR CUANTO el dia 8 de junio de 1964 el Plenipotenciario español 
firmó en Madrid juntamente con el Plenipotenciario costarricence, nom- 
brado en buena y debida forma al efecto, un Convenlo de doble nacionali- 
dad entre Espafia y Costa Rica, cuyo texto certlfkado se inserte segui- 
damente: 

Su Excelencia el Jefe del Estado Espafiol y 
Su Excelencia el Presidente de la República de Costa Rica. 
Considerando, 
l.+ue los espafioles y los costarricenses forman parte de una comu- 

nidad caracterizada por la identidad de tradiciones. cultura y lengua. 
2.-Que esta circunstancia hace que, de hecho los espafíoles en Costa 

Rica y los costarricenses en Espafm no se sientan extranjeros. 

(1) Los anteriores Convenlos fueron concertados con las ReptibUcas 
de Chlle, Perú, Paraguay, Guatemala, Nicaragua, Bolivia y Ecuador. Los 
textos respectivos pueden encontrarse en esta RXVBTA, núms. 6 (p&gs. 174 
y al@.), B (págs. 283 y sigs.), 13 (@gs. 228 y sigs.), 17 (págs. 119 y sigs.) y 
19 (pqp. 143 y sígs.). 



Han decidido concluir un Convenio sobre doble nacionalidad para dar 
efectividad a los principios enunciados y poner en ejecución las normas 
de sus legislaciones. 

A este fin han designado por sus Plenipotenciarios: 
Su Excelencia el Jefe del Estado Español, al Excelentfslmo sefior don 

Fernando Marfa Castiella y Malz, Ministro de Asuntos Exteriores, y 
Su Excelencia el Presidente de la República de Costa Rica, al Exce- 

lentfslmo señor don Marlo Gómez Calvo, Viceministro de Relaciones Ex- 
teriores. 

Les cuales, despu& de haberse cambiado sus Plenos Poderes, hallados 
en buena y debida forma, han convenido en los artículos siguientes: 

Artfcdo 1: 

Loa españoles de origen y recíprocamente los costarricenses de origen, 
pociran adquirir la naclonalldad costarricense o española, respectivamente, 
en las condiciones y en la forma prevista por la Legislación en vigor en 
cada una de las Altas Partes Contratantes, sin perder por ello su anterlor 
nacionalidad. 

La calidad de nacionales de origen a que se refiere el phrafo anterior 
se acreditar-t% ante la Autoridad competente en vista de los documentos 
que &&i estime necesarios. 

Articulo 2: 

Lee espafioles que hayan adquirido la nacionalidad costarricense y loa 
costarricenses que hayan adquirido la nacionalidad española de confor- 
mldd con el articulo anterior, setin inscritos en los Registros que deter- 
mine la Nación donde la nacionalidad sea adquirida. 

Laa referidas inscripciones serãn comunicadas a la otra Alta Parte Con- 
tratante por tia diplomatlca o consular, de acuerdo con los procedimientos 
que se establezcan en virtud del artículo 5? 

Arttculo 3: 

Para las Personas a que se refiere el artículo 1.” de este Convenlo, 
el otorgamiento de pasaportes, la protección dlplomátlca y el ejercicio de 
loa derechos civiles y pollticoe ae regirán por la Ley del pafs que otorga 
la nueva nacionalidad, a partir de la fecha en que se hayan practicado 
la8 int3cripciO~. 

Loe derecho6 de trabajo y de acguridad social se rigen por la Ley del 
lugar en que ae realiza el trabajo. . . 

El ejercicio de los cargos, empleoa, profesiones u .oflclos y, en gkeral, 



todo ministerio u ocupación personal, se regirá por la Ley del pafs en 
que los mismos se ejerzan, con estricta sujeción a la limitación 0 restrlc- 
clón que sobre esas actividades se dicten, dentro del área de su competen- 
cia respectiva, las Autoridades, Colegios profesionales o Jerarqufas co- 
rrespondientes. 

Los súbditos de ambas Partes Contratantes, a que se hace referencia, 
en ningún caso podrán estar sometidos simultáneamente a las leglslaclo- 
nes de ambas en su condición de nacionales de las mismas, sino sólo a la 
legislación del pafs que ha otorgado la nueva nacionalidad. 

Por la misma legislación se regulará. el cumplimiento de las obllga- 
ciones militares entendiendose como ya cumplidas si hubiesen sido ya sa- 
tisfechas o no se exigiesen tales obligaciones en el país de procedencia. 

El ejercicio de los derechos civiles y políticos regulado por la Ley 
del pafs que otorga la nueva nacionalidad no podrá realizarse en el país 
de origen si ello lleva aparejada la violación de sus normas de orden 
público. 

Artículo 4.’ 

Los españoles que se naturalicen costarricenses y los costarricenses 
que se naturalicen españoles al amparo del presente Convenlo, que fijen 
de nuevo su residencia habitual en su país de origen y deseen recobrar 
en 61 y con arreglo a sus leyes el ejercicio de los derechos y deberes espe- 
clfrcados en el artículo 3.“, deber&n avecindarse y someterse a lo dlspues- 
to sobre la materia en España y en Costa Rica. 

El cambio a que se refiere el párrafo anterior debera ser inscrito en 
los mismos Registros a que se refiere el artfculo 2.” y la inscripción será 
igualmente comunicada en la misma forma a la Representación Diplomá- 
tica del otro país. 

Artículo 5.’ 

Las Altas Partes Contratantes se obligan a comunicarse, a trav& de 
las Embajadas respectivas, en el plazo de sesenta dfas. las adquisiciones 
y pfkdidss de nacionalidad y los cambios de domicilio que hayan tenido 
lugar en aplicación del presente Convenlo, así como los actos relativos 
al estado civil de las personas beneficiadas por el. 

Articulo 6.’ 

Los españoles y los costarricenses que con anterioridad a la vigencia 
de este Convenlo hubiesen adquirido la nacionalidad costarricense o es- 
pafíola podrh acogerse a los beneficios de este Convenlo y conservar su 
nacionalidad original, declarando que tal es su voluntad ante la Autorí- 
dad encargada del Registro de inscripciones mencionado en el artfculo 2.0 

Desde que esta declaración sea lnscrlta en el Registro, eer6n aplicables 
las disposiciones del Convenio, sin perjuicio de los derechos ya adquiridos. 
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Artículo 7: 

Los españoles en Costa Rica y los costarricenses en Espafia que no 
estuvieren acogidos a los bene5clos que les concede este Convenlo con- 
tinuatin disfrutando de los derechos y ventajas que les otorguen las le- 
gíslaclones costarricense y española, respectivamente. 

Artículo 8: 

Cuando las Leyes de España y, asimismo, las Leyes de la República 
de Costa Rica atríbuyan a una misma persona la nacionalidad española y 
la nacionalidad costarricense, podrá acogerse tamblkn dicha persona a los 
beneficios del presente Convenio. 

Articula 9: 

Ambos Gobiernos se consultatin periódicamente con el fin de estudiar 
y adoptar las medidas conducentes para la mejor y uniforme lnterpreta- 
clón y apllcaclón de este Convenio, asi como las eventuales modificaciones 
y adiciones que de común acuerdo se estimen convenientes. 

Especialmente lo harán para resolver en futuros Conveníos los pro- 
blemas que planteen la seguridad social, la validez de los tltulos profeslo- 
nales o acadbmlcos y la duplicidad de deberes fiscales. 

Articulo 10 

El presente Convenio será ratificado por las Altas Partes Contratantes 
y las ratificaciones se canjeadn en San Jose de Costa Rica. 

Entrar& en vigor a contar del día en que se canjeen las rati5caciones 
y continuar& lndebnidamente su vigencia, a menos que una de las Altas 
Partes Contratantes anuncie oficialmente a la otra, con un año de ante- 
lación. la intenci6n de hacer cesar sus efectos. 

EN FE DE LO CUAL, los respectivos Plenipotenciarios han firmado 
el presente Convenio y estampado en 41 su sello. 

Hecho en Madrid, por duplicado, el ocho de junio de mil novecientos 
sesenta y cuatro. 

Por el Gobierno de Espaiía, 

I 

Por el Gobierno de la RepúblIca 

Fernando María Castlella y Maiz de Costa Rica, 
Marlo Gómez Calvo 

POR TANTO, hablindo visto y exsminado los diez artículos que in- 
tegran dicho Convenio olda la Comisión de Tratados de las Cortes Espa- 
Aolas, en cumplimiento de lo prtrenida en el artfculo 14 de au Ley Or- 



ganlca, vengo en aprobar y ratificar cuanto en ello se dispone, como en 
virtud del presente lo apruebo y ratifico. prometiendo cumplirlo, obser- 
varlo y hacer que se cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, 
a cuyo fln, para su mayor validación y firmeza, MANDO expedir este Ins- 
trumento de Ratlficacion, firmado por Mí, debidamente sellado y refren- 
dado por el infrascrlto Ministro de Asuntos Exteríores. 

Dado en Madrid, a veíntluno de enero de mil novecíentos sesenta 1 
cinco.-FRANCISCO FRANCO.-El Ministro de Asuntos Exteriores, Fer- 
nando hfatía Castielh y Moiz. 

Este Convenlo entró en vigor el 21 de mayo de 1965. 
Lo que se hace público para conocimiento general. 
Madrid, 4 de junio de 1965.-El Subsecretario, Pedro Cortina. 
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II. JURISPRUDENCIA (*) 

A) JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO SUPRtMO 
DE JUSTICIA MILITAR (1) 

24. Deserción simple en tiempo de paz. :Arts. 370, l.O/372 CJM. Deserción 
cualllicada por el quebrantamiento de la prisión preventiva. Ar= 
títulos 370, l.O/371, 1.“/373 CJM. PresentaciOn voluntaria. Enfer‘ 
medad meningitica. Inutilidad para el servicio. AlteraciOo psiqnica. 
Atenuante calificada. Arts. 189, 2P/185, 1.O CJM. Determinación 
de la pena. Art. 193 CJM. Sanción como falta grave. Art. 239 CJM. 

Sent. 7 julio 196.5 (II Región ,Mllltar).-En la tarde del 31 diciembre 
1961 el procesado, legionario Francisco G. R., filiado en la Leglión como 
Francisco M. R., con motivo de hallarse internado en el Hospital Militar 
de Sevilla, en observación a resultas de la causa 21/1961 de la II Región 
en la que se habla acordado Ia prisión preventiva, se fugó de aquel es- 
tablecimiento, saliéndose por una puerta no principal que se encontraba 
eventualmente abierta y permaneció en ignorado paradero hasta el 2 
marzo 1962. fecha en la que se presentó voluntariamente en una Guardia 
de la Plaza de Alicante. Reconocido por un Tribunal Medico el 26 julio 
1963, el procesado fue considerado incurso en el núm. 35, letra C dei 
grupo 1 del vigente Cuadro de Inutilidades, por lo que se le estimO inútil 

(9 Correspondiente a los meses de jullodiclembre de 1965. 
(1) Las resoluciones que a continuación se recogen han sido dictadas 

en su mayor parte, por la Sala de Justicia. Sin embargo, para completar 
la doctrína penal del Consejo Supremo ha parecido conveniente añadir al- 
gunos acuerda del Consejo Reunido o del Pleno. A cada sentencia ante- 
cede una sucinta enumeración de los temas más importantes que en ella se 
discuten. Las resoluciones de cada afro van numeradas correlativamente, 
con objeto de facilitar referencias ulteriores, que se hafin indicando el 
año de la resolución y el número de orden de la misma. 

A continuación de la fecha se indica la procedencia de la causa. Para 
evitar Innecesarias repeticiones se utilizan varias abreviaturas. AsI. Consejo 
Supremo de Justicia bfiiütar = CSJM., Consejo de Guerra = CG., Cddigo de 
Justicia Militar = CJM., C6digo penal = CP., Resultando = RESULTP, Con- 
siderando = CONSID.~ Se ha prescindido, por la misma razón, de todas aque- 
llas clausulas de estilo que no son necesarias para Ia inteligencia del texto. 
El relato de hechos concuerda esencialmente con el que da el Consejo Su- 
premo en loa hechos probados, mtentraa no se advkrta lo contrario. 
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para el servicio como consecuencia de una enfermedad meningitica.- 
CG. Ordinario: Deserción simple en tiempo de paz (370, l.O/372 CJM.), 
toda vez que el encartado se hallaba en situación de absoluta libertad 
durante las horas diurnas, permitiéndosele deambular sin vigilancia por- 
el nosocomlo, aunque por la noche se le recluyera en el calabozo: con- 
dena a seis meses y un dfa prlsi6n militar con la accesoria de destino 
n Cuerpo de disciplina.-Auforidad Judicial: Disintió, porque encontrán- 
dose el encartado en situación de prisión preventiva por razón de la cau- 
sa 21/1991, entendió que los hechos integraban el delito de deserción 
previsto en el art. 371, 4.0, CJM., el que debía ser castigado, a tenor del 
articulo 373 CJM., con dos años prisión militar.-Fiscal ,I-iiZitar: Conforme 
con el disenso.-Defensa: De acuerdo con el Fiscal Militar en cuanto a la 
calificación del delito, pero añadiendo que concurria la atenuante cali 
ficada (189, 2P, CJM.) y las atenuantes comprendidas en los núms. 4.” y 
9.” del art. 9”. CP., por cuyo motivo solicitó la imposición u su patrocinado 
de seis meses y un día prisión militar con las accesorias legales.- 
CSJM.: Revoca, porque los hechos que han quedada relatados en ~1 RE- 
SULTANDO 1 de esta sentencia integran un delito consumado de deserción, 
en tiempo de paz, definido en el as-t. 370 CJM. y tipificado en el ntím. l.* 
de dicho artkulo, supuesto que el procesado se ausentó del lugar de SII 
residencia por más de tres dias consecutivos sin presentarse a las nuto- 
ridades dentro de los quince días siguientes, y que resolviendo el disenso 
planteado, ha de entenderse, tal como se ha declarado probado, que el 
encartado en el momento de ausentarse del Hospital Militar de Sevilla 
se e,ncontraba sufriendo prisión preventiva, ya que as2 se deduce clara- 
mente del oficio remitido por el Juzgado de la Unidad de Instrucción de 
la Legi6n de Facinas “Cddiz”, que obra al folio 3 de las actuaciones, en 
el que se hace constar que en aquella ocasión el procesado se encontraba 
sometido por otro delito de deserción a la causa núm. 21/1.%1 de la 
propia II Región Militar y en situación de prkidn preventiva por razón 
de la misma, por cuya razón concurre y es de apreciar en Za comisión de 
los hechos la circunstancia calificativa del delito de deserción a que se 
refiere el núm. 4.’ del art. 371 CJM. (CONSID.” 1). Y apreciada pondera- 
damente la prueba obrante en autos, se estima el hecho de haber sido 
calificado el encartado como inútil para el servicio o!e las armas por 
Trlbunat Mbdioo, como consecuencia o!e la enfermedad meningitica que 
padece, unido a su conducta arbitraria, de que son reflejo sus ausencias 
y huidas repetidas de las Unidades a que ha perfenecida y posteriores 
presentaciones voluntadas, son indicfos de una alteracibn psiquica en el 
encartado que, sin llegar a constituir la circunstancia ezinwttfe a que se 
refiere el núm. 1’ del art. 185 CJM., si integra, y as( se estimä, una 
atenuante calificada de las previstas en el núm. 2.* &i art. 189 CJM., ate- 
nuante &ta que autor-k a imponer la pena procedente y que es M se- 
ñalada en el art. 373 CJM., descendiendo a la pena inferior, de acuerdo 
con lo previsto en el art. 193 en relación con el 239 CJM., haci&dolo en 
la extensión que en fallo se concretará. (CONSID.~ ‘III). Condena a un año. 
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prisión militar con la accesoria de destino a un Cuerpo de disciplina por 
el tiempo que despu& deba de servlr en Blas, descontándosele para todo8 
los efectos el de la condena, y el efecto militar de p&dida de tiempo para 
elservicio por el de duración de aquélla, si bien, a estos efectos, se tendrá en 
cuenta lo procedente por la Autoridad Judicial de la II Reglón, en periodo 
da ejecución de sentencia, dada la inutilidad del condenado, quien tendra 
por rescindido su compromiso como voluntario. 

25. Responsabilidad civil sabrldiarla del Ministerio del Ejtrcito. Art. 286 
CJM. Art. 1462 CJM. Carencia de medios de fortnar. 

Auto 2 septiembre 1965 (Capitanía General de Canarias).-Pieza se- 
parada de responsabilidad clvll subsidiaria del E. de T. dimanante de 
causa 148/X%2 contra el soldado Francisco R. A., condenado por lmpru- 
dencla, a abonar con motivo de los gastos ocasionados por el falleclmlen- 
to del Cabo 1P José S. G., 8.275 pts. al Estado y a indemnizar en lOO.ooO 
pesetas a los herederos del fallecido; acordándose respecto de esta últi- 
ma cantidad exigir la responsabilidad civil subsidiaria del Ej&clto.- 
Ministerio del Ejército: Procede en la cuantfa acordada a favor de loa 
herederos del menclonabo Cabo.-Fiscal Togado: Acreditado que el en- 
cartado conducfa un vehículo del E. de T. en acto de servicio y que carecen 
de medios económicos los padres del Cabo fallecido. don Jos6 S. P. y 
su esposa dofla Patrocinio G. P., debe acordarse la responsabilidad civil 
subsidiaria del Ministerio del Ejército en la cuantía de 100.000 pts. en favor 
de los herederos del repetido Cabo l.“.-CSJM.: De acuerdo con el Fls- 
cal Togado. 

26. Responsabilidad clvll subsidiaria del Ministerio del Ejhlto. Art. 206 
CJM Art. I.Q62 CJM. Perjudicado propietario de vebícnlo de mo. 
tor. Penarir y derampuo. 

Auto 22 septiembre 1965 (III Región Militar).-Pieza separada de re~+ 
ponsabilldad civil subsidiarla del E. de T. dimanante de causa 95/1983 
contra el eoldado Juan G. J. condenado por imprudencia a abonar 25 pts. 
nl Ramo de Guerra, 300 a Isabel R. B., y 17.803 a Ramón G. A.-Ministerio 
del Ejkcfto: No procede, ya que no concurren en los perjudicados la sl- 
tuaclón de desamparo y penuria-Fiucal Togado: No teniendo Ramón G. A. 
más bienee que el vehículo siniestrado, cuya explotación es su medio de 
vida, debe deolarame la responsabilidad subsidiaria con respecto a este 
perjudicado, no procediendo, en camblo, el pago de la sefialads a Isa- 
bel R, B. por las razones consignadss en el informe de la Asesoría del Ml- 
nhterio.-CSJM.: De acuerdo con el Físcal Togado, 
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27. Responsabiiidad civil sobsidiaria dei Ministerio del Ejhcito. Art. 246 
CJM. Art. 1.062 CJM. Pcrjndicado agente comercial. Propietario 
de vehículo de motor. Penuria y desamparo. Falta de imprudea- 
cir simple sin infracción de regtrmentos. Art. 586, 3.O CP. 

Auto 22 septiembre 1965 (III Región Militar).-Pieza separada de res- 
ponsabilidad civil subsidiaria del E. de T. dimanante del procedimiento 
previo 292/1963, en el que se condenó al soldado Aurelio G. G., por una 
falta de imprudencia simple sin infracción de reglamentos, a abonar a 
don Pelayo E. P. 800 pts., importe de los dados causados en un coche 
de su propiedad.-Ministerio del Ejércilo: No procede.-Fiscal Togudo: 
Conforme, porque es obvio (dada la profesión de agente comercial del 
perjudicado, el hecho de tener asegurado su vehículo por riesgos frente 
a tercero y la circunstancia de haberlo vendido y adquirido posterior- 
mente otro) que no ae trata aqti de uno de aquellos supuestos a que 
la exposición de motivos del CJM. ae refiere como de manifiesto desamparo 
y penuria.-CSJàl.: De acuerdo con el Fiscal Togado. 

28. Responsabilidad civil subsidiaria del Ministerio del Ejkrcito. Art. 206 
CJM. Art. 1.062 CJM. Penuria. 

Auto 22 septiembre 1965 (N Región Militar).-Pieza separada de res- 
ponsabilidad civil subeidiarla del E. de T. dimanaxite de causa 33/1961 
contra el soldado Manuel N. N.. condenado por imprudencia a abonar 
a María M. S. 30.000 pts. e indemnkar en 50.000 a los herederos del niño 
fallecido, Jorge M. E.-Mini+ter¿o del Ejbrcito: Procede por la totalidad.- 
Sala de Justicia: Por auto de 3 marzo 1965 acordó declarar la responsa- 
bilidad civil subsidiaria en la cuantía de 50.000 pts. a favor de los padres 
del mencionado niño.-Fiscal Togado: Acreditada la penuria de María M. S. 
debe declararse la responsabilidad civil subsidiaria del Ej6rcit.o por la 
mdemnización sefialada a esta perjudicada.4S.W.: De acuerdo con el 
Fiscal Togado. 

29. Responsabilidad civil subsidiaria del Ministerio del EjCrcito. Art. 286 
CJM. Art. 1.062 CJM. Herederos de la vtcttma. Declaracibn judL 
cial de herederos. Guardia civil. Ministerto de la Gobernación. 
Penuria y desamparo. 

Auto 29 septiembre 1965 (Capitanla General de Canarias).-Pieza sepa- 
rada de responsabilidad civil subsidiarla del E. de T. dimanante de cau- 
sa 193/1963 contra el Guardia Civil Antonio FL R., condenado por ho- 
mlcidlo a abonar 100.000 pta a los herederos de Antonio Jose T. D.- 
Ministerio del Ejkrcito: Aunque no se opuso a la exigencia de la respon- 
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sabilidad subsidiaria, interes6 la previa declaración de herederos abin- 
testato.-Fiscal Togado: Informó que, a fin de no dilatar mas el procedi- 
miento, debe declararse la responsabilidad civil subsidiaria del Jliniste- 
rio del Ejército, sin perjuicio de que este pueda posteriormente solicitar 
del de la Gobernación el resarcimiento de la cantidad satisfecha.- 
CSJM.: Declara la responsabilidad civil subsidiaria, porque no se estima 
pertinente exigir la apOTtaCi6n de declaración de herederos abintestato de 
la víctima Antonio Jose T. D., como propone la Asesoría del Ministerio del 
Ejercito. todo vez que de los documentos aportados al e.xpediente se puede 
conocer quienes son dichos herederos y se ha acreditado la penuria o!e 
los mismos, dato que fu6 interesa& por este CSJM. en providencia 17 
marzo del año en curso, y que la aportacidn de lo que se propone retra- 
saría excesivamente la tramitación de este expediente. (CONSID.~ 1). Com- 

probado que el hecho... ocurrid en acto de servicio, siendo insolvente el 
condenodo y acreditada la penuria d.e los herederos de la víctima. se estd 
en el caso. conforme previene el art. 206 CJM., de declarar la responsa- 
bilidad civil suhidiaria del E. de T., pues, aunque pudiera suscitarse la 
duda dr si es este Ministerio o el de Gobernación el llamado a respon- 
der, dada lo dependencia que de este último tiene la Guardia Civil en 
el orden econdmico, es lo cierto que dicho instituto depende, como su 
propia Dirección General, orgánicamente del Ministerio del Ejército. y 
el CJM., además, tanto en la exposición de motivos como en los artícu- 
los 206 y 1.062 regula la responsabilidad civil subsidiaria del Ejército 
respectivo, que no puede extenderse a cualquier otro Departamento Minis- 
terial, sino concretamente a aquellos que específicamente se determinan 
en los artículos refen’dos, por lo que, perteneciendo el condenado al E. de T. 
a efectos militares. debe ser este último responsable subsidirio, sin pw- 
juicio de que pueda interesar del MinisteRo de la Cobernacidn, del que 
a efectos de servicio y econdmico depende e2 condenado, el oportuno re- 
sarcimiento de lo cantidad que debe abonarse. (CONSID.O II). 

30. Rcspeasablltdad clvll sobsldlaria del Mlntstcrlo de Marina. Art. 36(i 
CJM. Art. 1.062 CJM Insotveocla. Condenado declarado solvente. 
Cabo 1.O de la Armada. Retenclh de haberes. Modlflcaclón de 
la responsabtlldad CIVIL Firmeza de la seoteocla. Desamparo. 

Auto 29 septiembre IN.5 (Departamento Marftlmo de Cartagena) .-Pieza 
separada de responsabllldad civil subsidiaria del Ministerio de Marina di- 
manante de causa 5Oj1964 contra el Cabo 1.O de Fogoneros de la Armada 
Jesús B. S., condenado por imprudencia a abonar a los herederos del ma- 
rlnero. casado y fallecido, Pedro S. A. 25O.ooO pts.-Ministerto de h Ma- 
tino: Procede por la totalidad.-Fiscal Togado: Debe declararse la respon- 
sabilidad subsidiaria de la Armada, y ello, aunque el condenado fu6 de- 
clarado solvente y le fueron ntenidar de sua haberes 298.17 pts. para el 
pago de la Indemnización, ya que la cantidad retenida no guarda con- 



gruencia con la cuantfa de la responsabilidad y en modo alguno puede 
cumplir el objeto de mitigar los efectos del delito; si bien estimó que se 
limitase el importe de la indemnización a 100.0 pts.-CSJ,W.: Declara la 
responsabilidad civil subsidiaria del Estado a través del Ministerio de la 
Marina, toda vez que no puede reputarse solvente al Cabo lo Jesús B. S. 
a los efectos de la rdpio!a percepción ak la indemnizacicín declarada en la 
sentencia a favor de lo8 herederos del fallecido man’nero Pedro S. A. y 
que tiene pvr objeto mitigar en lo posible la situación manifiesta de 
desamparo en que suelen quedar los familiares de la víctima, como ocurw 
cn el presente caso, sin que por otra parte sea procedente ni ortodoxo 
modificar la cantidad de 250.000 pts. fijada8 en la sentencia en concepto 
de resporrsabilidades civiles, toda vez que tratándose rte un pronwuh- 
miento firrrw es inoperante su modijicacih como propone la Fiscalía To- 
gada. (CONSID.~ ¿‘NICO) . 

31. Robo con fuerza en las cosas. Arts. 500/504, 4.“/SOS, 1.” CP. Llaves 
falsas. Art. 516, 3.O CP. Llaves de la propiedad del procesado. 
Causas personales de agravación. Art. 194, 2.” CJM. Doctrina del 
T. S. CP. Texto 1944. Art. .SOI, 3.S CP. 1870. Deposición de empleo. 

Sent. 13 octubre 196.5 (Departamento Marftimo de El Ferrol).-F:I l!) 
septiembre 1964 el procesado, marinero de 2: de la Fragata “Osado”. 
Mario G. A., abrió con una llave de su propiedad la taquilla asignada en 
cl citado buque al marinero Juan C. 0. apoderandose de 300 pts. propic- 
dad de este últtmo.-CG. Ordinario: Robo (560/5S4, 4.0/510. párrafo 3.“/ 
5S5, l.“, CP.), con la causa de agravación (194, 2.“, CJM.); cuatro meses 
v un día de arresto militar y abono de 300 pts. al perjlldlcado.-dutondarl 
Judicial: Disintió, por entender que los hechos no eran constitutivos de 
un delito de robo, ya que el procesado utíllzó las llaves falsas para la 
apertura del mueble en cuyo interior se hallaba la cantidad sustraída, 
pero no para introducirse en el local donde se cometi la sustraccicn, in- 
vocando en apoyo de esta teels las sentencias del Tribunal Supremo de 
15 enero 1932, 18 enero 1887, 23 octubre 1929, 20 marzo 1955. 22 octubre 
1874, 26 junio 1884 y 8 noviembre 1926, que consideran hechos análogos 
al enjuiciado como hurto. No rebasando las 500 pts. el valor del dlnero 
sustrafdo estimó que procedfa imponer al encartado la pena de treinta 
dfas de arresto menor como responsable de una falta de hurto (567, 1.0, CP). 
Fiscal Togada: Conforme con el disenso.-Defensa: De acuerdo.-CSJM.: 
Confirma, porque para resolver el disentimiento planteado... forzosamen- 
te es necesario pronunciarse en el sentido de 8i la uttlizacidn de la llave 
falsa na empleada nada más que para abrir la taquilla, pero no usada 
para penstrar en el lugar donde se cometieron los hechos, califican a &toS 
cw CON8titUdVO8 de una falta COntra la propiedad, coma sostiene et 
Auditor en 8u &8enti?&TttO, 0 por et contrario, lo convierte en un delito 
de robo como ae califica en la Irentencia. (C!ON~ID.~ 1). A tale8 fines, da&~ 
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Za reducción del punto 4.O del art. 504 CP. de 1944, se estiman reos del 
delito & robo, entre otras circunstancias, aquellos que hicieren uso de 
Llaves falsas, ganzúas u otros instrumentos semejantes, sin atidir otro 
requisito, ni establecer limitación alguna, por lo que ha desaparecida aquel 
que exigía la circunstancia 3: del art. 501 CP. de 1870, de utilizar la llave 
falsa para entrar en el lugar del robo, y pcrr ello hay forzosamente que 
interpretarlo en el sentido literal ok sus ttkninos y no de unu manera 
extensiva como ?ta hecho el Auditor en su dictamen, basándose en jw 
risprudencia del Tribunul Supremo anterior a la modificación &l texto pu- 
nitivo, hoy vzgente. (CONSID.~ II). Por ello al utilizar el culpable para abrk 
el mueble cerrada en la fecha de autos una llave propia. que no era la 
que el perjudicado tenta destinada para abrir SN taquilla, empleó llave 
de las que debe de entenderse como falsas a tenor de lo dispuesto en el 
punto X0 del art. 510 CP. de 1944, y con la cual directamente ab?+6 el 
objeto cerrado que se encontraba en el lugar del hecho de autos, e incidió 
en la circunstancia 4: del art. 504 CP.. por las razones apuntadas en 

el CONSID.” anterior y en ka reiterada doctrina del Tribunal Supremo a partir 
de la p?wmulgaci&n del CP. de 1944 que ya no exige el requisito del uso de 
las llaves falsas para entrar en el lugar del robo. (CONSID.~ III). En conse- 
cuencia los hechos cometidos por el marinero de 2: de la Armuda, Ma- 
rlo G. A. . . . son constitutivos de un delito de robo previsto en el artlcur 
io 500 en relación con el punto 4.O (sic.) del art. 504 y punto 3: d.el 
510, y penado en el núm. 1: del 505, todos ellos del CP. con la concw 
rrencia ds ka circunstancia del apartado 2.O del art. 194 CJM. (CONSID.~ IV). 
Condena a cuatro meses y un día arresto mayor con las accesorias lega- 
les de suspensión de todo cargo público, profesión u oficio y derecho 
de sufragio durante el tiempo de la condena y la de deposición de em- 
pleo, en SU caso, con el efecto de pérdida de tiempo para el servicio 
equivalente a la duración de la pena, y al abono de 300 pts. al perjudt- 
cado, en concepto de responsabílldad civil. 

32. Responsabilidad civil snbridiaria del Ministerio del EjCrcito. Art. 266 
CJM. Art. 1.662 CJM. Penorh J desamparo. 

Auto 12 noviembre 1965 (1 Reglón Militar).-Pieza separada de res- 
ponsabilidad civil subsidiarla del E. de T. dimanante de causa 1.071/1963 
contra el soldado Julio C. N., condenado por imprudencia a abonar 
100.000 pts. a los herederos del Cabo 1.” Especialista Jos H. O.-Ministerio 
del Ejército: Procede.-Fiscal Togado: Conforme.-CSJ&Z.: De acuerdo con 
el Fiscal Togado. 
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33. Insulto a fuerza armada. Maltrato de obra. Art. 308, 3.O CJM. Exi- 
mente. Privación total de razón por causa morbosa y no provocas 
da. Art. 185, 1.O CJM. Embriagaez plena y fortuita. Trastorno 
mental transitorio. Art. 8.O, 1.O CP. Doctrina del T. S. Sent. 16 
octubre 1958. Apreciación de la prueba. 

Sent. 12 noviembre 196.5 (II Región Militar) .-El procesado, Manuel Q. 0.. 
sobre las 16,50 horas del 2 enero 1965, se encontraba tumbado sobre la 
carretera, en las inmediaciones de la prisión de Jerez de la Frontera, lo 
que, observado por el Sargento de la Policfa Armada don Manuel S.S., 
Jefe de la Guardia de aquel establecimiento, y al efecto de evitar el riesgo 
de que pudiera ser atropellado por algún vehículo, ordenó al Policia Ar- 
mado de dicha Guardia, Eutimio M. G., que fuera a requerir al procesado 
para que se levantara, el cual al hacerlo en forma correcta, fu6 insultado 
groseramente por el requerido, ante cuya actitud acudió, también por 
orden del citado Sargento, el Policla Manuel H. B.; al intentar el primero 
de los referidos Policlas levantar al procesado, que se encontraba cn 
estado de plena embriaguez, recibió del mismo varios golpes en la cara 
y vientre, de los que no precisó más asistencia facultativa que la recibitla 
en la Casa de Socorro. La borrachera padecida por el procesado fu6 ad- 
quirida poco antes, al celebrar con algunos de sus compañeros de trabajo 
la terminación de unas obras en que habla intervenido, y los insultos no 
fueron pronunciados contra el Instituto de la Policía Armada, sino contra 
los Guardias intervinientes y aun sin darse cuenta de que pertenecieran’ 
a dicho Instituto.-CG. Otdinurio: Insulto a Fuema Armada (308, 3.0 CJM.) , 
apreciando solamente, a pesar de considerar probado que el encartado 
se encontraba en completo estado de embriaguez y en su consecuencia 
privado totalmente de razón, la atenuante prevista en el art. 189, 2: en 
relación con el 185, 1.0, CJM.; doe meses y un dfa arresto mayor. Se llam6 
la atención de la Autoridad Judicial, al objeto de que propusiera al Go- 
bierno que los hechos quedaran sin sanción penal en atención a las cir- 
cunstancias en que se produjeron.-Autoridad Judicial: Disintió por esti- 
mar que procedfa la absolución, ya que concurre la eximente del artfcu- 
lo 185, l.“, CJM.-Fiscal Togado: Absoluciõn.-Defensa: Conforme con 
el disenso.ASJM.: Fkvoca, porque la resolucfdn del disenso pZunteado 
queda drcunscrZta a valorar Za influencia que tuviera, a posteliores efec- 
tos de penalidad, lo cfrcunstancfa de encontrarse embn’agado el procesado 
en el momento de realtzarse Zos hechos, y, para determinarla, es forzoso 
contempk el grado en que fu& adqufrfda aquella embriaguez, y unu vez 
deckwado, valorar Zu fuerza modiffcatfva de la responsabilidd crimfna.Z, 
que cabe atrfbufrle. La sentencfa y esta Sakz tfene aceptada su decla- 
ración, como hecho probado, por Za que se aprecfb que Za embn’aguez era 
plena, con anuZacf6n absoluta de Zu razón, y que, ademds, 7w> fue prova. 
cada de propbsfto. A tal conclusfbn pudo llegar correctamente, no ~6~0, 

porque tratándose de uno cuestión de hecho queda prfvativamente sometida; 
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a la apreciacidn del Tribunal sentenciador, como asi lo tiene declarado el 
Tribunal Suprema en sentencia de ll noviembre 1953, sino que tal aprecia- 
ción deviene de las diligencias sumariales, porque si bien es cierto que 
el proces& no fu& sometido a continuación de los hechos por Cl realixa- 
dos, a una prueba etilica que permitiera conocer la cantidad de alcohol 
ingerida, no es menos cierto que aquella plenitud, en su estado de em- 
briaguez, viene afirmada por los dos Policías Armados, intervinientes en 
el hecho y uno de ellos directamente perjudicado, y cabe considerar a 
los mismos, en cierto modo, como testigos de calidad, por cuanto que, si 
es fácilmente perceptible, por las manifestaciones externas del embriagado 
y por cualquier testigo presencial de las mismas, el grado de su borrache- 
ra, tanto m& ha de ser can mayor acierto percibida, por quienes, como 
dichos testigos, en razón aM desemperio de la funci6n propia de su empleo. 
tienen repetidos ocasiones de intervenir en altercados o incidentes provo- 
cados por embriagados, y ello comunica autoridad a la apreciación que 
establecieron con respecto a la que padecía el procesado, al ocurrir 10s 
hechos de autos que viene confinnuda por la que hizo el testigo presen- 
cial de los mismos, compañero a?e trabajo del procesado y que con él con- 
cum’ó a las tabernas en donde aquél bebió con exceso, Manuel T. A., 
quien dice, al folio 20, que el Manuel Q. estaba muy mareado y que no 
consiguid acompaiiarle a su casa, a pesar de haberlo intentado varias 
veces, ayudando a reforzar tales apreciaciones, lo que se dice en el atestado 
prodtcn’dc por el Inspector de Guardia de la Comisaria de Policia, en el 
que se manifiesta que por el estado de embriaguez en que se encontraba 
el procesado y la violencia con que se manifestaba, resultó imposible to- 
marle declaracidn. Que en el procesado no es habitual la borrachera, lo 
acreditan hs certificaciones de buena conducta, unidas a los autos, y que 
no fu.4 provocada de propósito, sobre que no hay prueba alguna ni indi- 
ciaria que permitiera sentar una afirmación en contrario, se infiere de tis 
cirounstanoias en que incurrid en el eetado de embriaguez. En toles su- 
puestos, es fonos0 reconocer, como concurrente en el procesado, una causa 
de inimputabilidad, excluyente de responsabilidad rriminal, por cuanto el 
estado psiquico en que se encontraba accidentalmente, al ocurrir los he- 
chos, evidencio en el mismo la carencia y hasta la imposibilidad de una 
determinación volitiva y consciente para producirlos, que de manera ge- 
n6rica y como circunstancia eximente de responsabilidad criminal, estd 
recogida en el núm. 1P del art. 185 CJM., al establecer, junto a la enajena- 
ción mental, como causa de inimputabilidad, cualquier otra &uaci6n mor- 
bosa, no provocada por el propio agente, y la en que se encontraba el 
procesado ha de equipamrse al tmstorno mental transitorio, que como exi- 
me-e, Se invoca en el núm. 1.O del art. 8: CP. por asi haberlo declarado 
el Tribunal Supremo en su sentencia 16 octubre 1958. (c0NSID.O 1). Ab- 
suelve. 



34. Cheque sin provisión de fondos. Art. 535 bis CP. Extender con ne- 
gligencla cheque en descubierto. Art. 535 bis, p6rrafo 2.O CP. Che= 
que antedatado. Responsabilidad civil. Agravantes. Reincidencia. 
Art. 10, 15.’ CP. 

Sent. 24 noviembre 196.5 (II Región Militar).-El procesado Rafael S. S., 
siendo soldado del Regimiento de Artlllerla núm. 74, de guarnlclón en 
Jerez de la Frontera, compró, con fechas 1 y 12 de agosto de 19S3, a don 
José María R. F-C!., Delegado de Tratamientos Agrícolas, S. A., diversos 
productos cuyo importe ascendla a 33.22150 pts., para el pago de cuya 
cantidad y previo acuerdo de ambos concertantes, expidió el encartado 
el 21 septiembre del mismo ano un cheque al portador contra el Banco 
Central y cargo a su cuenta corriente. con venclmlento el 30 octubre 
siguiente, que le entregó al señor Rowe, sin cerciorarse totalmente el 
procesado de sus recursos económicos para la fecha del vencimiento. Per- 
sonado en esta fecha dicho señor en la entidad bancaria para hacer efec- 
tivo el cheque, se le manifestó por el cajero que no podía pagarle 1101 
carecer de fondos en cuenta corriente el señor S. S., ante cuya circuns- 
tancia se procedió al protesto del documento el 4 noviembre 1963, ascen- 
diendo los gastos del mismo a 175 pts. Con posterioridad a cuanto se re- 
lata, el sefior S. S. ha entregado al señor R. F-C. 7.090 pts. a cuenta de 
su deuda. El procesado ha sido ejecutorlamente condenado, con anterio- 
ridad a los hechos de autos, en tres ocasiones, una de ellas por encubri- 
miento, otra por hurto y, Analmente, por infracción de la ley de Tráfico, 
figurando asimismo en su Hoja de Castigos un correctivo de treinta días 
por falta militar por intento de engarío a superlor.<G. Ordinario: En- 
tregar cheque en descubierto con negligencia (535 bis, apartado 2.*, CI?.), 
con la agravante de reincidencia (10, 15:. CP.) ; condena a 33.22150 pts. 
de multa, sustltuíbles por dos meses arresto y al pago de 26.396,50 pts., 
a Jo& Marla R. F-C. en concepto de responsabilidad civil.-Autoridad 
Judici.ak Disintió. porque. a su juicio, el cheque que se entrega con el 
carácter de dinero bancario. careciendo de fondos, debe considerarse de- 
lictivo; sln embargo, el cheque antedatado, con vencimiento posterior, se 
estima como promesa de pago, y el no disponer de fondos en el momento 
del vencimiento, no constituye delito, por lo que encajando el caso exa- 
minado en wte úklxno supuesto procedla la absolución del reo.-Fitxwl 

Toga&: Abaoluci6n-Defenua: Conforme con el dlsetaeo.-CSJM.: Flevoca. 
porque rOs hechos deckados probado8 en el RIXWLT.~ 1 de esta renten&, 
hay que ezomimrlos a la luz de lar preceptos vigenter en la fecha de 
comiridn de lo8 nriomoa, constituído por el att. 535 bie CP. &z ll363 y, 
teniendo eato en cuenta y que 14 interpretación juriqnudenciul citada pw 

lo Autwidd Judicial que disiente, así como por el Ftmal Toga& & 
este Comejo, ae refiere a hechos cometidoa cuando ios contornar &L &Ei& 
qw 8e invedga eran imp?choS pW m estar &?8crfto# C@ft43ea e fndc- 

pendfetatemente en la Ley punitiva, huv que concluir que e* pre&o ote. 
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TUWS~ o los términos concretos del nuevo tipo delictivo definido en el 
artfcuto melrcionado en su redacción vigente, sin que quepa hacer los 
distinciones que anteriwmente venlan estableciéndose, y ello no Ya s6lo 
porque la definici6n completa y matizada de los distintos tipos de actuo- 
ci6n punible en el agente, no permiten soslayar su claro contenido, SinO, 
ademds, porque la propia ezposici6n de motivas del Código revisado, al 
razonar la inclusi6n de la nueva figura delictiva de “extender cheque en 
descubierto” corno delito independiente, da como motivo de ello .?u gra- 
vedad de este tipo delictivo y la necesidad de defender el tráfico jurkfico 
lo que mal se compagina con las distinciones que lu Jurisprudencia venla 
estableciendo anteriorme nte, siendo claro, pcw otra parte, que de haber 
querido ser admitidas por la Ley, ad podfan haberse recogido en el nuevo 
texto, cosa que 7~) se hu hecho. Y supuesto cunnto antecede, al haberse 
declarado como probado que el procesado en esta causa, al extender eC 
cheque en cuestión, lo hizo sin cerciorarse totalmente de sus recursos eco- 
n6micos en la cuenta corriente a su rwmbye, en la fecha del vencimiento 
de aqubl, los hechos declarados probados constituyen un delito consumudo 
de extender, con negligencia, un cheque en descubierto, supuesto com- 
prendido en el @rafo 2.O del art. 5.35 bis CP. vigente. (CONS~D: 1). Con- 
curre la agravante de reincidencia simple a que se refiere el núm. 15 del 
articulo 10 CP., lo cual se tiene en cuenta para fijar la penalidad en la 
extensibn que se indicar6 en el fallo. (CONSILX~ II). Condena a 45.000 pts. 
de multa sustitufbles por cuatro meses y un día de arresto que, en su 
caso, llevar& el efecto de pklida de tiempo para el servicio. En concep- 
to de responsabilidad clvil, deberfin abonar a José María R. FC. 26.396,50 
pesetas, a que asciende el valor del cheque y los gastos de protesto, una 
vez deducidas las 7.000 que ya le han sido abonadas por el condenado. 

35. Responsabilidad civil subsidiaria del Ministerio del EjCrcito. Art. 206 
CJM. Art. 1.062 CJM. Perjudicado camarero. Carencia de medíos 
de fortuna. Sueldo mensual. Seguros soclales. Falta leve de Ies 
siones. Art. 443 CJM. Penuria y desamparo. 

Auto 24 noviembre 1% (Capitanfa General de Baleares).-Pieza sepa- 
rada de responsabilidad civil subsidiaria del E. de T. dimanante de cau- 
sa ‘l4jW63 contra el soldado Matías A. S., condenado por una falta leve, 
previata en el art. 443 CJM., bajo el concepto de “lesiones calificadas como 
falta por la ley Común”, a abonar 3.507,10 pta. a Bartolomb B. P.-ddinis- 
terio del Ejkcito: No procede por no hallarse el perjudicado en la situación 
de penuria y desamparo.-Zisrel Togado: Estimó que debe declararse la 
responeabílidad dvil eubsidiaria, ya que el perjudicado es un camarero 
que careee en absoluto de bíenee de fortuna, viviendo de un salario de 
3.500 pte. mensuales y 66 acredita que no le han alcanzado lo6 beneficios 
de la Seguridad Social como cooeecuencla del 6iniestro.-CSJ111.: De acuerdo 
con el Fiscal Togado. 



B) JURISPRUDENCIA DE LA SALA ESPECIAL 

DE COMPETENCIAS 

AUTO DE 10 DE NOVIEMBRE DE 1965 

Cuestión de competencia positiva planteada entre la Auto. 
ridad Judicial de la 1 Reglón Militar y el Juzgado de Instruc- 
ción de Cáceres, sobre conocimiento de sumario seguido po~ 
lesiones y dafios. 

Por el Juzgado de Instrucción de Cáceres se lnco6 sumario, en virtud 
de atestado de la Guardia Civil, por las lesiones sufridas por Antonio R. G. 
y daños en la motocicleta CC-lo.595 que conducía, al colisionar con CI 
cami6n ET-127.890, conducido por el soldado Felipe G. S., el cual resultó 
ileso, sin que tampoco sufriese daños el camión militar. 

Por Decreto auditorlado, el Capitán General de la 1 Reglón Militar re- 
qulr16 de inhibición al Juez Instructor citado. con base en el art. 13 del 
Código de Justicia Militar, estimando que de existir alguna responsabilidad, 
sería para el soldado conductor del camión del Ejército. 

El Juzgado de Instrucción mantuvo su propia competencia, por enten- 
der que no se perjudicó a persona aforada ni se causó daños al vehículo 
mllltar, desprendi&dose, prima facie, de lo actuado que el responsable de 
la colisión fu6 el conductor de la motocicleta, no afecto a fuero militar. 

Planteada la cuestión de competencia y elevados los autos al Tribunal 
Supremo, el Ministerio Público emitió informe en el sentido de estimar 
competente al Juzgado de Instrucción de Cáceres, ya que de existir algu- 
na responsabilidad que exigir, lo sería a cargo del conductor civil. I.,a Sala 
resuelve la cuestión en favor de la Jurisdicción ordlnark, conforme a los 
siguientes fundamentos: 

“Que el examen de las actuaciones pone de manifiesto que el hecho a 
que ellas se refieren consiste en el choque de una motocicleta conducida 
por un paisano contra un camión perteneciente al Ejército de Tierra, 
del que resultaron lestones para dicho paisano y daños en la motoclclem 
que conducía, sin que sufriera lesiones ni daños el soldado conductor del 
camión militar y este mismo vehículo, habi6ndose producido el hecho por 
haber sldo 6ste embestido de costado por la misma motocicleta cuando el 
camión circulaba a poqulslma velocidad. al no obedecer la orden de paso 
dada por un pollcfa militar que vlgllaba el tr6fico. 

“Que el requerimiento de la Autoridad mílltar ee base en que hubo 
lesiones en el conductor paisano y dacios en su vehlculo, tasadoo en la 
cantidad de tres mil pesetas, no habiendo lesiones para el conductor afc+ 
rado ni dados para su camión, $610 puede existir responsabilidad Pars el 
conductor del camión militar, criterio objetivo o de reeuiltado, que no 
puede prevalecer por si en contra del crkerio subjet.lvo, o de atribución 
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personal de la responsabilidad para el causante del hecho incriminado, 
que aquí resulta ser el paisano y conductor no aforado, presunto autor 
de la acción imprudente que se persigue en estos autos.” 

AUTO DE 30 DE NOVIEMBRE DE 1965 

Cuestión de competencia suscitada entre la Autoridad JU- 
ciicial de la VII Región Militar y el Juzgado de Orden Pú- 
blico, para conocer del sumarlo seguido contra un soldado 
por delito de propaganda ilegal. 

Por ei Juzgado de Orden Público se siguió sumario contra Jos6 Anto- 
nio G. C., soldado del Regimiento Milán, de Oviedo, por el hecho de haber 
transportado desde el domicilio de Feliclsimo P. B., en Gijón, a otros 
pueblos de la provincia, dos paquetes de propaganda ilegal, referente a 
sucesos ocurridos en Mieres el día 12 de marzo último, confeccionada y 
distribuida en Gijón por Fellcisimo y otros y por ellos repartida. El 
Juzgado requirió de inhibición a la Jurisdicción militar, a cuya disposición 
había sido puesto Jose Antonio G. C., ya que de las actuaciones practlca- 
das resultaba conexidad, a la que se refiere el art. 17, apartado primero, 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, en relación Con LOS arts. iI y 16 
del mismo Cuerpo legal. 

Ei Capitán General de la VII Reglón Militar. por Decreto auditoriado, 
acord6 no acceder a la lnhlblcl6n propuesta, por no existir a su juicio 
el motivo de conexldad invocado por el Juzgado requirente. 

Recibidas ias actuaciones en el Mbunal Supremo y pasadas a informe 
del Ministerio Fiscal, 6ste lo emitió en el sentido de que la competencia 
correspondla al Juzgado de Orden Público, ya que el art. 16 de ia ley de 
Enjulclamlento criminal es terminante cuando atribuye a ia Jurlsdlcclón 
ordinaria la competencia para juzgar a los reos de delitos comunes, slem- 
pre que alguno est4 sujeto a ella, aun cuando los demás sean aforados; 
y el art. 17 de la propia ley considera delitos conexos los cometidos si- 
mult8neament.e por dos o m& personas reunidas, siempre que 6stos ven- 
gan sometldoz a diversos jueces y Tribunales ordlnarlos o especiales, o 
que puedan estarlo por la fndole del delito, y tambl6n ios cometidos por 
dos o m8s personas en distintos lugares o tiempos sl hubiere precedido 
concierto para ello. 

La Sala declara competente al Juzgado de Orden Público y. por tanto, 
a ia Jurisdicción ordinaria, fundamentando su decisión en esta forma: 

“Que la Ley de 2 de dldembre de 1963, creando el Tribunal y Juu 
edo de Orden Público, y disponiendo su competencia y normas procesa- 
les de apkción, establece en su art. 3.” que dentro de la Jurlsdlccibn 
ordinaria se eetabkce competencia privativa en todo el territorio nacional 
m8pecto de 10s demás Juzgados y Tribunales de dicha Jurladlcclón. para 
Juzgar de loe hechoe delictivoe siguientes: capftulo XI, propagandas fle 
@ea; es decir. que dicho Mbunal tiene competencia para conocer de. 
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los delitos comprendidos en el capítulo mencionado del libro segundo 
del Código penal, de cuya consecuencia no cabe duda que si José Anto- 
nio G. C., a quien se acusa de un delito de esta naturaleza, no estuviera 
cumpliendo el servicio militar, y, por tantc, sometido al respectivo fuero, 
los Juzgados de la Jurisdicción ordinaria serlan los únicos competentes 
para conocer de la infracción que se le imputa, como así lo declara igual- 
mente el art. 11 de la ley de Enjuiciamiento criminal, expresivo de que 
el conocimiento de las causas por delitos en que aparezcan a la vez cul- 
pables personas sujetas a la Jurisdicción ordinaria y otras aforadas. co- 
rresponde a la ordinaria, salvo las excepciones consignadas expresamente 
respecto a la competencia de otra Jurisdicción, por lo que es preciso de- 
terminar si en este supuesto existen las excepciones a que se refiere el 
precepto, dado que en otro caso la cuestión aparece clara a tales fines, 
y teniendo en cuenta lo estatuído en los arts. 16 y 19 del Código de Justicia 
Militar, hay que mantener la competencia de esta Jurisdicción, para conocer 
de la repetida causa, ya que los militares y demás personas enumeradas 
en IDS arts. 13 y 14 del Código de Justicia Militar, serán sometidos a los 
Tribunales de la Jurisdicción ordinaria, en todos los casw en que no t!s- 
tando comprendidas las infracciones en el art. 6.“. se reserven expresamen- 
te por las leyes al conocimiento de los Tribunales ordinarios, lo que sucede 
en este caso, estableciendo en el art. 19 del mismo texto que si por delito 
no reservado especialmente a favor de Jurisdicción determinada se instru- 
ye causa contra dos o más personas sometidas a distinto fuero y surgie- 
ren dudas para determinar la competencia, la JurisdicciOn ordinaria co- 
nocer& de la causa contra todos los culpables cuando se haya cometido 
en territorio no declarado en estado de guerra, y debido a ello es obligado 
estimar que la competencia para conocer del delito de propaganda ilegal 
a que estos autos se refieren corresponde a la Jurisdicción de orden pú- 
blico, a quien deben remitirse las actuaciones a fines procedentes.” 

JOAQUÍN HERNÁNDEZ OROZCO 



LEassLAcIoR Y JumaPRuDENcIA 

C) JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUSDA 
DEL TRIBUNAL SUPREMO (‘) 

47. Art. 8.O, nlim. 7.“: Estado de necesidad. 

<‘ . . . para que pueda ser apreciada la circunstancia eximente invocada, 
es indispensable, y tiene que probarse cumplidamente, que el sujeto ac- 
tivo del delito se encontraba en un estado de necesidad absoluta e inapla- 
sable, esto es, que no le quedaba al culpable otro medio viable que el 
realizar el hecho punible para eludir el mal grave e inminente que le 
amenazaba.” (Sentencia de 17 de noviembre de 1965.) 

48. Art. 9.O. clrc. 4..: Preterintenciooalidad. 

“Que para determinar si concurre o no la circunstancia atenuante de 
preterintencionalidad, es preciso tener en cuenta en cada caso concreto 
el modo, forma y accidentes en que se haya cometido el delito, y muy es- 
pecialmente el medio empleado para ello, y de todas estas circunstancias 
deducir si la intención del agente fue la de causar un mal de tanta gra- 
vedad como el que produjo.” (Sentencia de 29 de septiembre de 1965.) 

49. Art. 9.“, cir. Q..: Arrepentimiento espontáneo. 

” 
. . . reiteradamente tiene declarado esta Sala que para que el arrepen- 

timiento sea eficaz y pueda apreciarse como causa de atenuación, es con- 
dición indispensable, como expresamente exige el precepto legal, invocado, 
que el culpable haya procedido a reparar o disminuir los efectos del delito, 
a dar satisfacción al ofendido o a confesar a las Autoridades la infrac- 
clbn. antes de conocer la apertura del procedimiento.” (Sentencia de 10 
rle diciembre de 1965.1 

SO. Art. 10, ch. II: Reiterach. 

“Que cualquiera que sea el juicio que se forme sobre la mayor o menor 
justifkación de la agravante 14 del art. 10 del Código penal, cuando se 
trata de delitos tan dispares como el delito polltico de auxilio a la rebe- 
li6n y el delito común de estafa, es lo cierto que los terminos de dicho 

(9 Se recogen en esta Seccí6n aquellas resoluciones del Tribunal 
Supremo que por su interk pudieran ser de utilidad para los Tribunales 
mílltarfx 



Im3I8LAOION T nmIIlPPuImlmIA 

precepto no distinguen de casos, sino que basta para la agravante de rel- 
teración la previa condena ejecutoria por un hecho anterior al de autos 
y sancionado con igual o mayor pena.” (Sentencia de 4 de octubre de 1965.) 

51. Art. 22: Responsabilidad civil subsidiaria. 

“Que de la doctrina sentada por este Tribunal en la interpretación y 
aplicación del art. 22 del Código penal, conviene recordar a la hora de 
decidir este recurso los puntos siguientes: 1.” Que no es absolutamente in- 
dispensable que el nexo o relación que ha de mediar siempre entre el 
criminalmente responsable del delito o falta y el presunto responsable 
civil subsidiario, tenga carácter estrictamente jurfdico. 2.” Que es indife- 
rente que dicha relación sea onerosa o gratuita. 3.” Que también es irre- 
levante que el referido nexo tenga naturaleza permanente o sea pura- 
mente ocasional, circunstancial o accidental. 4.O Que, en cambio, es im- 
prescindible que en virtud del repetido nexo surja una situación de depen- 
dencia, de tal índole que el autor del hecho constitutivo de la infracción 
criminal no ha de obrar únicamente según su peculiar experiencia y a 
su propio arbitrio, sino que ha de hacerlo sometido, potencialmente cuando 
menos, a la superior dirección y a la posible intervención del pretendido 
responsable civil subsidiario, el que en tal situación viene a ocupar la 
posición de dominus.” (Sentencia de 30 de septiembre de 1965.) 

52. Art. 22: Responsabilidad civil aubsldlaria. 

“Que la responsabilidad civil subsidiaria de los amos, a consecuencia 
de los delitos o faltas cometidos por sus dependientes, se establece por 
razón del servicio que les prestan, de las ventajas que les reportan en 
el cumplimiento de sus obligaclones, causa del vínculo mutuo que desapa- 
rece cuando loa segundos obran por su cuenta, por voluntad no sometida 
a la disposición del dueño, el cual no puede estar obligado a vigilar la 
conducta del dependiente más que dando sus órdenes concretas de lae que 
será responsable, no a elegir hasta el extremo de prever las reacciones 
personales fuera de laa ordinarias de pericia y normal comportamiento.” 
(Sentencia de 21 de septiembre de 1965.) 

55. Art. 52, párr. 2.O: Delito imposible. 

“Que el delito impasible que en tkninoa generales sanciona y des- 
cribe el párrafo 2P del arL 52 del Código penal de 1944, requiere como 
elementos que lo integran, la intención del agente de ejecutar un acto 
con tipo delictivo previsto, cuyo PrOpóSito ha de ir seguido de una actividad 
del sujeto tendente a conseguir el An antijurkiico propuesto, sin que eete 
fin querido se produzca, de modo absoluto, por haber empleado medlw 



inidóneos, por su propia naturaleza, con respecto al mismo, 0 porque el 
actor los creia idóneos y careclan de aquella aptitud natural y necesaria 
para conseguir lo apetecido; o bien que no pueda producirse lo deseado, 
por carencia Integra y total del objeto del delito.” (Sentencia de 30 de 
septiembre de 1965.) 

54. Art. 70, 2.“: Delito coattnnado. 

“Que la doctrina del delito continuado sólo puede ser aplicada cuando 
se trata de enjuiciar una conducta antijurídica determinada únicamente 
por el resultado, ofreciéndose Cste como un todo o suma de actividades no 
segregables por ignorarse el momento de producirse y el efecto logrado 
por cada una.” (Sentencia de 4 de octubre de 196.5.) 

55. Arts. 119 y 302, párr. leo, y nlm. 4.O : Falsedad por funcionarlo público. 

“Que el art. 119 del Código penal establece que se considerará funcio- 
nario público todo el que por disposición inmediata de la Ley, o por elec- 
ción o por nombramiento de autoridad competente, participe de funciones 
públicas, y a ese efecto y con arreglo a lo que en el precepto se deter- 

* mina, surge en este caso el problema de determinar si el procesado, como 
afirma el Ministerio Fiscal, participa de esas funciones públicas, en cuyo 
supuesto, el delito que se le imputa aparece claro y con toda evidencia, o 

si por el contrario no tiene ninguna participación en tales funciones, por 10 

que hay que afirmar que carece del aludido carácter; y precisando, en 
orden a tales funciones hay que reconocer su cualidad de agente ejecutivo 
del Gremio Fiscal de Agoncillo, asociación legal de contribuyentes para 
distribuirse entre ellos la cifra concertada, recaudar las cuotas individuales 
e ingresar, en las arcas provinciales o municipales aquella cifra de exac- 
ciones en loa plazos convenidos, para lo que pueden utilizar agentes 
ejecutivos propios en el cobro por vía de apremio a sus deudores morosos, 
en aquellos casos en que así convenga, a juicio del Presidente de la Cor- 
poración local, con el favorable informe de la Organización Sindical, y 
en el ejercicio de esas funciones, el recurrente notificó una providencia 
a un vecino de dicho pueblo, en la que se hacfa constar que había sido 
declarado por el Presidente de la Diputación incurso en el apremio de 
único grado con el recargo del 20 por 100 sobre el importe del descubierto 
por débitos del arbitrio provincial de los aAos que cita, providencia que 
tiene un claro carkter de documento oficial, pero es que además las fun- 
clones desempeñadas por el p roceaado en esos momentos, dimanan del 
acuerdo del Presidente de la Diputación que es el que declara incurso 
en el apremio, como deudor moroso, y para que tenga efecttvtdad el pago 
Be emplea esa via, la ejecutiva, con las consecuencias que implica un ex- 
Peaente de esa naturaleza, que no puede eatar a cargo de un partlcuhr, 
Pues sU poder coactivo es nulo y en ese orden no habrfa modo de percibir 



el descubierto, de contrario a lo que sucede si el que lo tramita se halla 
adornado de aquellos requisitos necesarios a ese fin, y aunque el gremio 
no tenga el carácter de Corporación de derecho público, esas funciones 
desempefladas por el agente revistan tal carãcter y su titular funcionario 
público, como ya tiene declarado esta Sala para otros agentes ejecutivos. 
y asl estimado es preciso afirmar que el procesado en aquella ocasión 
desempefiaba funciones de esa naturaleza.” (Sentencia de 5 de junio de 
1965.1 

56. Arts. 113 J 114: Prescripción. 

“ . . . el tkmlno de la prescripción no puede comenzar a contarse desde 
el dia mismo en que se declaró rebelde al procesado, como se sostiene en 
el recurso, sino de aquel otro en que la actuación judicial qued6 en re- 
poso, que a eso equivalen las palabras “se paralice el procedimiento” que 
utiliza el art. 114 de dicho Código al hablar del cómputo de1 thnino 

preceptivo, porque “paralizar” es detener el movimiento de alguna CO.M, 
y cuando después de pronunciada la declaración de rebeldía, la situación 
judicial continúa para cualquier finalidad, en este caso la muy importan- 
te de remitir la comunicación obligada al Registro Central de Penados 

y Rebeldes para que aquella declaración surta sus efectos, hay una ac- 
tividad procesal, que Impide, mientras no cese, empezar el ci>mputo dc la 
prescripción, como así lo tiene declarado esta Sala en 14 de noviemhre 
de 1957 y 28 de noviembre de 1949 al establecer que hay que contar 
el tiempo desde la última actuación o diligencia válida y concretamente 

determinada.” (Sentencia de 1 de julio de lsâs.) 

57. Art. 248: Dt8órdeaes ptibllcoe. 

“Que grlt6 el recurrente dos veces “viva Rusia” en el vestfbulo de 
una sala de fiestas y repitió la exclamación al abandonar el local pravo- 
cando la reacción contraria de las personas que salfan del baile: su ac- 
ción constituye el delito definido y sancionado en el art. 248 del Código 
penal, porque tales expresiones son provocatlvas y asf lo demuestra el 
intento de los que protestaron y quisieron castigar por su mano la actitud 
levantisca del inculpado, alteró el orden público con la repulsa mani- 
festada en alta voz de la ideologfa vivida en el pueblo, con ofensa para 
los que la profesan dentro de un orden establecido que se perturba.” 
(Sentencia de 3 de julio de 1965.) 

58. Art. 251, ohm. 1.O: Propagaada ilegal. 

“Que se distingue radicalmente la recepción o tenida de propaganda 
impresa, actitud pasiva que no implica aceptación, del recibo duradero de 
la prensa editada por las organizaciones puesta fuera de la ley en la de 
9 de febrero de 1939.” 
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‘. 
. . . tal el órgano del partido comunista, Mundo Obrero, cuyo conte- 

nido probado era el de publicaciones en las que se menoscaba o despres- 
tigia el régimen de España y sus Jerarqufas y que siempre, aun sin la 
exposición de principios doctrinales o de programa, llevan la versión de 
los hechos enjuiciados sectariamente con buen metodo propagandfstico 
y cuando menos es testimonio de activa presencia; cuando, además, ae 
sigue el reparto por medio de afiliados o simpatizantes quienes actúan 
materialmente si obran como intermediarios y las transmiten a nuevos 
lectores, incurren en el delito del art. 2.51 del Código penal, no por el 
recibo, sino como canales de su expansión y mayor publicidad.” (Sentencia 
de 20 de octubre de 196.5.) 

59. Art. 303, 1.O: Falsedad en documento oficial. 

‘.Que en la falsedad de un documento oficial como lo es la carta de 
pago de un impuesto, no es precisa intención alguna de lucro, sino que 
basta la voluntariedad de la fakificación o la presentación en una oficina 
pública del documento falslfkado para que se d6 el dolo específico de 
este delito y la adecuación entre el propósito y el resultado.” (Sentencia 
de 13 de octubre de 1965.) 

66. Art. 343: Delito contra la salud pública, 

‘*Que en los delitos de peligro, donde sitúa el recurrente el del ar- 
ticulo 343 del C!&iigo penal, aplicado por la sentencia, la ley contempla, 
no el resultado daíioso unido a la situación creada por el agente, sino 
a esa situación considerada en sí misma con abstracción del mal que haya 
producido, porque en tal caso la antijuridicidad inicial podía desembocar 
en otro tipo delictivo; y de aquí, que cuando la ley castiga un hecho con- 
creto como constitutivo de un riesgo para el bien común, y ese hecho se 
produce por acto voluntario y deliberado del sujeto, la función represiva 
debe actuar como medida de seguridad pública aunque no vaya seguido 
aquel de daño a persona determinada, porque aquf, el bien jurldlco pro- 
tegido no ea el paciente, sino los intereses generales, la salud pública 
seriamente amenazada con esa sustitución de medicamentos.” (Sentencia 
de 16 de diciembre de 1965) 

61. Art. 436, párr. 4.“: Abusos deshonestos. 

“Que el delito de abusos deshonestos tipo de estupro del último parra- 
fo del art. 436 del Cbdigo penal, ha de coordinarse con alguno de los tres 
supuestos comisivos prevístos en los doa apartados anteriores, esto es, 
el de engafio, el de abuso de situación de angustiosa necesidad o el per- 
sonal objetlvo de la edad inferior a los dlecis&s anos del sujeto pasivo.” 
(Sentencia de 6 de noviembre de 196.5.) 
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62. Art. 451: Injurias. 

“Que el dolo específico del delito de injurias es la intención de causar 
deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona, y ello como elemento 
Intimo y en cierto modo impenetrable del ánimo hay que deducirlo más 
que por su valor natural de las palabras y el significado lbxico de los 
conceptos emitidos, por la ocasión en que ae profieren y loa antecedentes 
y clrcunatancias de toda indole que rodean al hecho.” (Sentencia de 19 
de octubre de 1965.J 

63. Art. 490: Allanamiento de morada. 

“Que el delito de allanamiento de morada del art. 490 del Código penal, 
como cualquier otro de naturaleza dolosa, presupone una acción dirigida 
a vulnerar un determinado inter& o valor que constituye el objeto jurí- 
dico, que en dicha infracción no es otro que el de la libertad y seguridad 
a que obliga el epígrafe del titulo XII en que esti inserta, los delitos que 
tuvieren otras finalidades específicas extrañas a la aludida no producen 
concurrencia con el allanamiento, a no ser que se acredite plurales pro- 
pósitos, sino que el extremo de desarrollarse en morada ajena sóio se 
refleja eventualmente en la agravante 16 del art. 10, o en las tipicidades 
que la incorporen.” (Sentenciu & ll de noviembre de 1965.) 

64. Art. 496: Coacciones. 

“Que el dolo especifico del delito de coacciones del art. 496 del Código 
penal, conslatente en que los actos del agente estén inspirados y tiendan 
a atentar contra la libertad de una persona impidiéndola con violencia 
hacer lo que la Ley no prohibe.” (Sentencia de 28 de septiembre de 19fX.J 

6.5. Art. 500: Robo. 

“Que la intimidación en las personas tipiíkadora del delito de robo 
del art. 500 del Código penal, en cuanto es equivalente a la violencia 
flsica, ha de conaiatir en la amenaza de un mal inminente y grave de tal 
naturaleza, y dada a conocer en circunstancias tales que la víctima ae 
vea constrefiída a consentir en la entrega de la cosa mueble como único 
medio de librarse en aquel momento del peligro que se le pone de ma- 
nifkto súbita e inesperadamente requiriendo, por tanto, dos premisas de 
facto. que la amenaza sea suficiente para compeler a la persona a obra! 
contra su voluntad, y que el mal sea de inmediata ejecución, pues el 
anuncio de un mal futuro e indeterminado no puede producir efectos 
intimidativos a estos efectos.” (Senten& de í3 de noviembre de 1965.) 



66. Art. 303: Robo. 

“Que el delito del art. 503 del Código penal, que la doctrina suele de- 
nominar extorA%, no ofrece en nuestro derecho positivo otro encuadra- 
miento que el de robo, al que en nombre y estructura se asimila, singu- 
larizándose tan ~610 en versar la fuerza o violencia sobre actividades do- 
cumentales, y al ser asf, para que se aprecie la realidad de la figura de- 
lictiva de robo han de mediar todos y cada uno de los elementos objetivos, 
subjetivos y nominativos que le caracterizan, entre ellos el de ánimo de 
lucro indubitadamente antijurIdico.” (Sentencia & 7 de diciembre de 
1965.) 

67. Art. 504, ch. 4..: Robo. 

II 
. . . lo que tipifica el robo es la violencia material 0 fuerza que 6e 

emplea para apoderarse de las cosas muebles ajenas, está fuerza no pre- 
cisa ir acompañada de rompimiento o fractura, sino que basta con vencer 
con cualquier medio o procedimiento las medidas de seguridad adoptadas 
para la defensa de la cosa: y de aquí que el Código mencione expresa- 
mente como fuerza en las cosas, los procedimientos de habilidad utilizados 
al operar sobre objetos cerrados, cuales son las llaves falsas, ganzúas y 
otros instrumentos semejantes, porque con todos ellos se quebranta o 

rompe aquella seguridad fijada por el propietario para salvaguardar sus 
bienes muebles: no pudiendo excluirse el uso de destornilladores porque 
la frase “instrumentos semejantes” que emplea el C6digo abarca todos 
aquellos que se utilicen para el logro de eaa finalidad.” (SentenA & 23 
de dSciem&re de 196.5.) 

68. Art. 514: Hurto. 

“Que la diferencia entre el delito de hurto y el de estafa consiste en 
que en el primero el sujeto activo del delito se apodera, sustrae o toma, 
como literalmente dice el art. 514 del Código penal, las cosas muebles 
ajenas sin la voluntad de su dueño, es decir, que el agente se apodera 
y hace suya, sin ejercer fuerza nl violencia, una cosa que pertenece, 0 
esta en posesión de otra persona que no presta su consentimiento al tras- 
lado de la posesión o tenencia de dicha cosa, mientras que en la estafa 
el culpable se apropia o dispone en su particular provecho de la cosa de 
otro, valiendose de un procedimiento engañoso de los especificados en el 
articulo 529 de la Ley sustantiva penal, engafio que tiene que ser bastante 
para mover la voluntad de la víctima o perjudicado, indu&ndole a error.” 
fSentenci0 de 10 de diciembre de 1965.) 



ô9. Art. 514, ntim. l.O, y Ley 9 mayo 1959, art. 9.“: Harte de vehiculo. 

“Que cosa mueble ajena es todo aquello que le alcance este concepto 
juridico y no sea de la propia pertenecia, por lo que en el delito de hurto 
no es necesario que conste quién sea el dueño de la cosa sustraída que 
no afecta a la responsabilidad, ni lo exige el precepto definidor y sólo se 
hace preciso a las derivadas consecuencias de la responsabilidad civil, res- 
titución e indemnización de perjuicios, ni siendo necesario tampoco que 
aparezca manifestada la contraria voluntad del dueño de la cosa, pues 
el tipo delictivo hace referencia ~610 a tomar las cosas muebles ajenas 
‘Mn” la voluntad de su dueño y no en contra de esta voluntad.” 

64 . . . el denominado delito de hurto de uso, requiere para su existencia 
que cor&e de modo indubitado la voluntad del agente de sólo utilizar 
la cosa ajena que toma sin aspiración de hacerse dueño de la misma.” 
(Sentencia de 18 de octubre de 1965.) 

79. Art. 529, ehm. 1.O: Estafa. 

“Que el delito de estafa del núm. 1 .O del art. 529 del Código penal, FC> 
tipifica por el hecho de atribuirse una persona cualidades, poder, posi- 
d6n o bienes imaginarios, para captar la voluntad del perjudicado y ob 
tener por este medio engañoso un desplazamiento patrimonial en su favor 
que de otro modo no se hubiese logrado.” ISentencia de 30 de dicirmbre 
de 196.5.) 

71. Art. 529, nám. 1P: Estria. 

“Que el engaflo es el cimiento que sirve de base sustentadora del delito 
de estafa y cuando falta aquel no nace ni tiene vi& eSte; cuyo engafio 
ha de tener calidad y potencia persuasiva suficientes para vencer la resis- 
tencia de la eleglda victima a desprenderse de 10 suyo.” (Sentencia de 
17 de noviembre de 1965.) 

72. Art. 535: ApmpiaclC indebida. 

“Que el dolo especf5co del delito de apropiaci6n indebida, modalidad 
especial de la estaña y que sin perder su naturaleza genkica la da BU- 
tantividad independiente el art. 535 del Código penal, que traza la linea 
divisoria entre lo ilícito penal y lo antijurfdico civil, está constituído por 
el abuso de conflanm, en que el agente incide, con el consiguiente que- 
brantamiento del deber de lealtad, que supone hacer suyo con deseo e in. 
tención de5nitiva o distraer, que Indica temporalidad, el dinero, efectos 
o cualquier otra coea mueble que hubiere redbido en depósito, comíalãn 
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c administración o por cualquier otro titulo que produzca obligación de 
entregarlos o devolverlos o negaren haberlos recibido.‘* 

“Que la doctrina interpretativa de esta Sala sigue con reiteración la 
pauta de estimar que los bienes que cita el precepto y los títulos de re- 
cibir que sefiala no tienen un alcance exhaustivo o limitado, sino que la 
relación de unos y otros estin citados, ad ejemplum, sin finalidad de agotar 
las posibilidades, pues ello se deduce de la redacción del artículo, al aludir 
a “cualquier otra cosa” y “a otro tftulo que produzca obligación de entre- 
garlos o devolverlos”.” (Sentencia de 6 de julio de 1965.) 

73. Art. 565: Imprudencia temeraria. 

“Que la interpretación estricta de los preceptos penales, impide exten- 
der el párrafo final del art. 565 del Código punitivo referente a la impo- 
sición de la pena de privación dei permiso de conducir a los casos en que 
la imprudencia no se cometa conduciendo vehículos de motor porque en- 
tonces falta la ratio legis del precepto, inhabilitar temporalmente para la 
conducción al que con su imprudencia, impericia o negligencia demues- 
tre ser peligroso en el gobierno de tales vehfculos. y de aquí que la frase 
‘*infracción cometida con vehículos de motor” que emplea el Código, haya 
de referirla a los casos en que el vehículo sea el instrumento o medio 
manejado por el infractor en su conjunto de mecanismo gobernado y 
dirigido por una persona, no a las imprudencias que puedan cometerse ac- 
cionando sobre los elementos integrantes, aisladamente considerados, rue- 
das, motores, puertas, etc., que en el caso contemplado en el recurso, en 
que el procesado recurrente no conducta ni accionaba sobre el mecanis- 
mo de conducciOn del autobús, sino sobre las puertas de entrada y salida 
de viajeros, siendo, por tanto, improoedente ponerle una pena referente 
a una función que no desempeiíaba.” (Senten.& de 14 & octubre de 
1965.) 

74. Arts. 565, párr. 1.” y 19: Imprudencia temeraria. Responsabilidad civil. 

‘4 . . . reiteradamente viene declarando esta Sala, que el autor de un de- 
lito viene obligado a satisfacer la indemnización civil, sin perjuicio de los 
contratos que el perjudicado pueda tener con entidades ajenas al procedi- 
miento y a las cuales satisface la prima correspondiente que en ningún caso 
puede beneficiar al autor del delito, pues la teorfa contraria nos llevaría al 
absurdo de que las cantidades que abonaba la vfctima para su seguridad, 
sirvan para evitar el desembolso económico del delincuente.” (Sentencia 
de 16 de octubre de 1965.) 

75. Ley 9 mayo 1959, art. Lo: Cooducclón bajo Ir inflaencía de bebldas 
olcoh6ucas. 

“Que el art. 1.O de la llamada Ley del Automóvil de 9 do mayo de 1950, 
durante cuya vigencia se cometkron loe hechoe wm&,idoa a censura ea- 
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sacional, no preve y sanciona el conducir vehículos de motor en estado 
de embriaguez cualquiera que sea su grado, pues requiere, ademas de 
tal estado objetivo, su inmediato reflejo en la capacidad del conductor 
que lo coloque en estado de incapacidad para realizarlo con seguridad 
del trafico y de los ocupantes del vehículo.” (Sentencia de 25 de oclu- 
bre de 196.5.) 

76. Ley 9 mayo 1956: Condución sin habilitación legal. 

“Que es doctrina de esta Sala que en las infracciones de tipo doloso, 
aun en las de carkter meramente formal nacidas de disposiciones ad- 
ministrativas que modificaron otras de igual naturaleza que, nb i?¿iti«. 

dieron contenido legal a un precepto punitivo en blanco --aquí el art. 3.” 
de la Ley de 9 de mayo de 19&, es admisible el error o ignoranci:: 
de la nueva ordenanza como exención de responsabilidad penal revelatlor;l 
de la falta de voluntad maliciosa para la incriminación del acto de acucrtlo 
con el art. 1.O del Código penal.” (Sentencia de 5 de julio de l%cj.J 

77. Ley 9 mayo 1956, art. 5.“: No auxilio a víctima. 

“Que en el delito de no auxilio a la víctima, del art. 5.O de la IAcy dc! 
9 mayo de 1950, llamado omisión de socorro en la nueva Ley tle 24 de 
diciembre de 1962, el concepto de sujeto pasivo del mismo no puede cir- 
cunscribirse a las personas que son atropelladas por los vehiculos mc- 
cánlcos, sino que debe extenderse a cualquier victima causada por el con- 
ductor, toda vez que la Ley no distingue, y no pueden quedar desampara- 
dos quienes viajando en uno de esos vehfculos resultan lesionados por 
la impericia e imprudencia de sus conductores.” (Sentencia de 28 de oc- 
tubre de 1965.) 

78. Ley 9 mayo 1956, art. 9.O: Hurto. 

II .,. lo que dlferencla el delito del hurto definido y sancionado en el 
Código penal, del delito de uso o utilización de vehlculo de motor ajeno, 
sin la debida autorización, previsto en la Ley especial citada, es que en 
el primero el culpable se propuso hacer suyo el vehfculo sustraido, te- 
niendolo en su poder mas o menos tiempo y privando a su legitimo dueño 
de la posesión del mismo, mientras que en el delito de uso la intención 
que guió al reo fue solamente la de utilisar momentáneamente ese vehículo, 
para lo que no contaba con la aquiescencia o consentimiento del propleta- 
rlo, dejandole después a disposición de este. que siempre conserv6 ia 
posesión por no haber dejado de pertenecer a su patrimonio.” (Sentencia 
de 21 de octubre de 196.5.) 

IGNACIO MAZ DE AGUILAR Y DE ELfz.ux 
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D) JURISPRUDENCIA CONTENCIOSO~ADMINISTI$ATIVA 

SUMARIO: 1. RecUrso de revisión: Plazo de interposición-II Procedi- 
miento administrativo: A) Notificación defectuosa por indicar re- 
curso improcedente. B) Nulidad del expediente por falta de no 
tlficaclón al interesado de su existencia.-111 Procedimiento contew 
cioso-administrativo: A) Defecto en el modo de proponer la de- 
manda, inadmlsibilldad del recurso. B) Ejecución de sentencias, mc- 
rosldad ejecutiva de la Administración; competencia al respecto.- 
IV. Procedimiento sancionador por infraccibn de leyes sociuler.- 
V. Recurso de reposicidn: Plaxo caducado, improcedencia de subsa- 
nación de defecto.-VI. Abogados.- VII. Orden público: Gobernado- 
res civiles. Alejamiento de persona peligrosa para el orden público. 
Ceuta Y Melilla.-VIII. O~~ticiones u concursos.-IX. Eznroniución 
fonos~: Reversión de la finca expropiada al expropiado. Justiprecio: 
retasación y revisión. Jurisdicción contenciosoadministrativa: fa- 
cultades revisoras y doctrina general. 

1. RECURSO DE REVISION 

PLAZO DE INTERPOSICIóN 

Sentencia ds 15 de junio de 1965 .-Recurso interpuesto contra Orden del 
Ministerio de Industria, desestimatoria del recurso extraordinario de revl- 
slón interpuesto contra anterior Orden del mismo Minlsterlo. El Tribunal 
Supremo deaeaUm6 el referido recurso. 

La doctrina del Tribunal Supremo está contenida en el siguiente con- 
siderando: 

“Que la resolución recurrida que desestimó el recurso extraordinario de 
tevlalón. se funda en haber transcurrido el plazo de cuatro atíos que con- 
cede para interponerlo el art. 128 de la ley de Procedimiento administrativo, 
pero como el plazo est8 en íntlma relación con la causa que lo motiva, se 
ha de examinar Cual sea la invocada en el caso de que se trata, a cuyo 
fln preciaa decir que la resolucl6n que determinó la interposición de tan 
eapecialfslmo recurso, no puede ser otra que la dictada por el Ministerio 
de Industria con fecha ll de septiembre de 1956 que para dar cumpll- 
miento a lo acordado por el Consejo de Ministros, dispuso el reingreso 
del interesado en el Cuerpo de precedencia. pero con la prevención expre- 
sa de que el tiempo que hubo de permanecer separado del servlcío no le 
sería de abono a ningún efecto. De la Orden referida se di6 traslado al 
lntereaado con la misma fecha, y publkada en el BoZetfn Offefal del Estado 
de 19 de septiembre de 1959. permaneció aquietado a ella durante máe de 
seis tios, concretamente hasta el #) de febrero de 1963, dfa en que intep 
puso contra Ia misma el x-ecu1110 basado como llterahnente, dijo “en la 
primera de las clrcunatanclaa del art. IZW, no cabe invocar el concedido 
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cuando concurren ias de los núms 2 y 3, y si el recurso no se funda en 
aquella prlmera, como volviendo sobre sus propios actos, hubo de reco- 
nocer el interesado en el escrito de la demanda, carece de base el recurso, 
que es la conclusión a que se llega en todo caso, porque la almple lectura 
del art. 127 pone en evidencia que el hecho de que ia Administración 
hublese dispuwto el n?lagreso del recurrente al servicio activo, con deduc- 
ción del tiempo que permaneció separado, no guarda el absoluto genero 
de relación con ninguna de las ch-cunstancias que autorizan la lnterpo 
aición del recurso extraorcUnsrl0 a que dicho ptwcepto se refiere, a lo que 
de otra parte cabe afiadir que preciasmente el acuerdo del Consejo de 
Ministros ae tomó en virtud de propuesta que sometió a su consideración 
el de Industria, sin que ni en ella, nl en el acuerdo, se declarase el derecho 
del interesado a percibir haberes por servicios no prestados; todo lo cual 
cowke a la desestimación del recurso.” 

II. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

A) NOTWICACI~N DEFECTUOSA POR INDICAR RECURSO IMPROCEDENTE 

Sentencia & 16 de junio de 1965.-La Dirección General de Previsión, 
en ia notlllcaclón del acuerdo adoptado, lndlc6 al recurrente equlvocada- 
mente los reoursoa a emplear. El Tribunal Supremo declara la nulidad de 
lo actuado en el expediente 8dtnid8trathw, a partir de la notiflcacfõn 
del acuerdo de revlslón, reponiendo las actuaciones al momento en que 
dlchs notlflcaclón se hizo al recurrente, que deber& efectuarse de nuevo, 
haciendo saber que tal acuerdo agota la vla admlnlstratlva y contra él 
prwcede recurso contencloso-admlnlstratlvo, previo el de reposición. 

La doctrina esU contenida en loa dos õlguientes considerandos: 
“Que alegada por el Abogado del Estado la lnadmis1bllldsd del presente 

ncurso precisa afirmar con MhZkh a eRa que, en efecto, a partir de la 
vigencia de la ley de Regimen jurldlco de ia Admlnlstraci6n del Estado, 
laa reaoluclonea de los Dkectorw generalea en materia de persand a eilos 
atrlbufda, entre otras, 8 tenor de eu art 17, loa nombramíentos de fundo 
narlos hechos conforme a facultades regladss, agotan la vla gubernativa 
según el art. 36, mím. 4, de dicha ley; por lo que, en el caso litlglcso el 
nsxn30 de alzada ante el Ministro era improccbcnte, y e6t.e oontencl~ 
aerfa lnadmíslble por ertempor&eo, al no haberse lnterpueuto oporttuw 
mente contra el acto admlnlstratlvo que caw6 estado; pero el problema, 
al haber utlllzado el actor el camhm equivocado que le aefial6 k Dlrsocl6n 
Genenl de Prwldón en la notlfkadba de 8u acuerdo, dsrbordp kpwlbC 
bdad de estimar la alegada lnadmlalbllldad, ya que pswlamantnlaSala 
et Office, en su mlslón tultlva del pmcedimknto, ha de amelbcror una 
cuestión previa de fundamental lmportanda en eate iltlglo: ia da ralldag 
o nulidad de lo actuado por comecue nda de aquella ur6nea natibcpdótt. 

“Que una relteradp jur@wknc ladalaqueeonexpmi6n la6 senten- 
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cias citadas en los Vistos (sentencias de 6 de mayo, 14 de octubre, 12 y 16 
de noviembre. 4, 7 y 9 de diciembre de 1993) de la presente, viene man- 
teniendo la recta doctrina de que el administrado no debe sufrir las con- 
secuencias del error a que la Administración le induce en la elección de 
loa recursos utilizables; el párrafo 2” del art. 79 de la ley de Procedi- 
miento admkdatrativo, impone a1 órgano de la Administración la obUga- 
ci6n de instruir al noU5car sus resoluciones, de los recursos contra ellas 
procedentes; obligación que la ley establece para que la Administración 
matruya ,bien y acertadamente, y no para que equivoque loa caminos del 
Derecho, utwdo después esa desviación del proceso para enervar las 
posiblea acciones de los recurrentes; es por ello por lo que, continuadamen- 
te, viene esta Sala estimando como motivo de nulidad, determinante de 
indefensión. el sefialar en la notificación del acto administrativo recursos 
improcedentes y por lo que estbns ineludible, en el presente caso, declarar 
la nulidad de lo actuado en el expediente a partir de la errónea notifi- 
cación.” 

B) NULIDAD DEL EXPEDIENTE POR FALTA DE NOTI~CACI~N 

AL lW?XU~MX) DE SU EXISTFaNClA 

Sentencia de 28 de junio de 196.5.- Por falta de adecuada notificación 
de una resolución de la Dirección General de Previsión, el Tribunal Su- 
premo declara nulas, por no,ser conformes a Derecho, cuantas diligencias 
y acuerdos constan en el expediente causa de este recurso, a partir de 
la iniciación de dicho expediente, declarando igualmente nulas el acuerdo 
de la Dirección General de Previsión y la Orden del Ministerio del Tra- 
bajo, debiendo reponerse el expediente al trámite de notificación a que 
hacen referencia los arts. 82 y 83 de la ley de Procedimiento adminis- 
trativo. 

La doctrina que en este caso sentú el Tribunal Supremo está contenida 
en el siguiente considerando: 

“Que la ley de Procedimiento administrativo de 17 de julio de 1958, 
cuyo carikter de disposición, de general aplicación dentro del orden adm& 
nistrativo, se deriva del concepto general que en su titulo preliminar se 
consigna, de que la Administración del Estado ajustará su actuación a 
las prescripciones de dicha ley, siendo supletoria ademãs de las que re- 
gulan el procedimiento administrativo de las Corporaciones locales y de loe 
Organismos autónomos, carácter de generalidad que tambi6n en su ew 
siciOn de motivos se consigna, parte en su art. 29, de que la acción ad- 
ministrativa se desarrolla con arreglo a las normas de economfa, celeridad 
y eficacia, que especifica, determinando en su art. 40, que los actos admí- 
nistrativoa ae producir&n por el órgano competente mediante el procedl- 
miento que, en su caso, estudiara estableddo, y en relación con talee 
principios al determinar en el art 81 que la AdmInlstraci6n desarrollara 
de oficio o a petición del interegedo loa actw de fnstrucctin adecuados para 



LEGlSI.&CION Y JUItfSPRUDENUA 

la determinación, conocimiento y comprobación de los datos, en virtud de 
los cuales deba pronunciarse la ,resolucíón, en sus arts. 83 y 83 reconoce 
que los interesados podrán en cualquier momento del procedimiento y 
siempre con anterioridad al tramite de la Audiencia, aducir alegaciones 
que seran tenidas en cuenta por el órgano competente al redactar la co 
rrespondiente propuesta de resolución, preceptos que lógicamente interpre- 
tadcs ponen de manifiesto la necesidad de poner en conocimiento de ellos 
el expediente que se tramite, independientemente del trámite de audiencia 
establecido en el art. 91, y como en el caso presente no aparece en forma 
alguna que se notificase al interesado el expediente iniciado por la petl- 
ci6n formulada por Y. en relación con la plana de radiología de Ponte- 
vedra que le fu6 adjudicada mediante el oportuno concurso de los Servi- 
cios Sanitarios del S. 0. E., ea visto que el acto administrativo que se im- 
pugna del Ministerio de Trabajo y sus antecedentes de la Dirección Ge- 
neral de Previsión, con independencia de la competencia con que puedan 
haber sido dictados, han adolecido de un total lncumpiimiento del trámite 
ae notificación al interesado de la existencia del expediente administra- 
tivo en el que han sido dictados los actos administrativos impugnados, ni 
se le dio vista para la instrucción en la forma determinada en el art. 91 
del Reglamento del Procedimiento administrativo, ixnpidléndole la alega- 
ción y presentación de los documentos y justificantes que estimase perti- 
nentes para defensa de sus derechos, es evidente la indefensión que puede 
haberse producido al recurrente al omitirse por la Administración el 
cumplimiento de tramites tan fundamentales como los de referencia, en 
un expediente en el que, en definitiva, se ha llegado a dar de baja al in- 
teresado en el servicio sin su audiencia, todo lo que conlleva de manera 
inexorable a la declaración de anular los actos administrativos impugnados 
declarando además la necesidad de que sea de nuevo tramitado el expe- 
diente promovido por el recurrente en fecha 29 de marzo de 1963, a partir 
del momento en que iniciada la tramitación del expediente derivado de 
ella no se notificó la existencia al interesado.” 

III. PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 

A) Dm%cro EN EL MODO DE PROPONER LA DEMANDA, INADMISIBILIDAD 

DEL RECURSO 

Sentencia & 30 de junio de 1965 .-Recurso Interpuesto contra Orden del 
bfiniaterlo de Trabajo. El Tribunal Supremo desestimó el recurso. 

La doctrina establecida es la contenida en loa doa aiguientea consi- 
derandos: 

“Que el Abogado del Estado ha formulado la alegación de inadmislbi- 
lldad porque el recurso se formuló contra la Orden mfnisterial y en suplico 
de la demanda no hay petidón alguna acerca de esa Orden mlníaterial, 
alno únicamente solicita Ia nulldad de las actas que dieron origen al ex- 
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pedlente y, por tanto, contra una ckcisibn distinta de la que fu6 funda- 
mento del recurso en el escrito iniciado, y ha existido, por consiguiente, 
una desviación procesal con alteración del objeto del litigio en la deman- 
da, siendo asi que ambos escritoa han de estar en perfecta congruencia 
y como aqul no lo est6n concurre la causa de inadmisibilidad de los apar- 
tados f) y g) del art. 82 de la ley. 

“Que como en el encabezamiento de la demanda se dice que 6.st.a se 
formula contra el fallo denegatorío de 7 de noviembre de 1962 del Mi- 
nisterio de Trabajo en el recurso administrativo de revisión y, por consi- 
-guiente, contra las actas de 1iquidacMn. si por un criterio de benevolencia 
se entendiera que aun omitida en el suplico de la demanda la impugna- 
d6n de la Orden, eSta había tenido lugar, de todos modos no podría pros- 
perar el recurso porque la misión del Tribunal en este caso serfa resolver 
si estaba bien o mal denegado el recurso extraordinario para que en este 
filtimo caso devolver las actuaciones al Ministetio a fin de que se reeol- 
viera sobre el fondo del asunto y como si no en loe casos determinados 
en el art 127 de la ley de Procedimiento administrativo, de los cuales 
el tiico de que se podfa hablar eta el primero, o sea, haberse dictado la 
resolución requerida ante el Ministerio con error de hecho y que el escrito 
de impugnación fu6 presentado fuera de plazo, que era el fundamento de 
la resolución del Delegado de Vimaya, es un hecho que está reconocido 
en la misma empresa recurrente y la resoluci6n ministerial resulta ajus- 
tada a Dereclm.” 

B) EJE~LI~!I~~ DE ~swrx?i~~~~, ~or.osm~ RJJRXITWA DE LA ADMINLWRACI~%N; 

COMPCIEIPCIA AL RESPECTO 

Sentencia de. 8 de julio de 196X-Recurso contenciosoadministrativo In- 
terpuesto contm resolución del Ministerio de Educacibn Nacional desesti- 
materia del escrito del recarmnte, pidiendo la liquidación del expediente 
expropíatorio terminado por sentencia del Tribunal Supremo y reversión 
en su favor de loa terrenos no utilizados, ni cedidos, ni expropiados por 
la entidad expropiante. El Tribunal Supremo desestimó el presente recurso. 

Loa cuatro considerandos que ee transcriben a continuación son los que 
continen la doctrina del Alto Tribunal en el presente caso: 

“Que el demandante en eu demanda y en sus peticiones a la Administra- 
ción determinante de la resolución impugnada en el presente recurso, plan- 
tea petíclonea que ver con la pura y simple ejecudõn de la sentencia de 
la Sala 3.*, de 9 de febmro de 1959, cuya ejecuclán compete a la Autoridad 
administrativa a tenor del art. 103 de la ley Jurkuiiccíonal, y cuya promo- 
ci6n y activacibn compete, no a esta Sala, sino a la Sala sentenciadora, 
de conformidad con el ah í10 de la citada ley. 

“Que de la evidente realidad de que ate pide lo que no pnede tesa 
unida ni resoludón en tr&nite ejecutiw de aquella resolución judicial, 
esexpanentelaexlbnda mkudesdtp&ib*queno-rmalldsd 



sin aquella desviación en los pedimentos, ya que contra la simple morosi- 
dad ejecutiva de la Administración, lo procedente es acudir al Tribunal 
sentenciador postulando las medidas de apremio y conminación preved- 
das en el art. 110 ya citado. 

“Que la Administración procedió correctamente en la resolución recu- 
rrida al estimarse incompetente para resolver, en trámite de ejecución, de 
una sentencia expropiatoria, que es lo que el recurrente pretende, y cuya 
reversión, en su caso, requiere expediente autónomo por los motivos, y de 
conformidad con los trámites marcados en los arts. 54 y 55 de la ley de 
Expropiación forzosa. 

“Que si la sentencia de la Sala 3.’ de 9 de febrero de 1959 está ejecuta- 
da., o si está pendiente de ejecución, es algo sobre lo que esta Sala 5: 
no ha de pronunciarse por ser materia vedada a su competencia; es por 
ello por lo que se circunscribe a la contemplación del acto administra- 
tivo sujeto a revisión en el presente litigio, en orden al cual procede afir- 
mar que la AdministrachSn obró con arreglo a Derecho, al negar su com- 
petencia para resolver en Mmite de ejecución de una sentencia expro- 
piatoria sobre reversi6n de la cosa expropiada.” 

IV. PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCION 
DE LEYES SGCIALJZS 

Sentenciu de 10 de abril &? 1965.-Recurso con~nctos~administrativo 
Interpuesto por los Astilleroe Il. de Gij6n contra la resolución de la Di- 
rección General de Ordenación del Trabajo, que impuso una sanci6n a la 
citada empresa por supuestas transgresiones del Reglamento de Seguridad 
e Higiene del Trabajo. El Tribunal Supremo estimó el recurso y decIai-6 
la nulidad de la resoluciõn impugnada por no ajustarse a Derecho. 

Ia doctrina esU contenida en el siguiente considerando: 
“Que ante el Acta de referencia, ajustada a todos los requisitos de forma 

a que le obliga el art. 1.” del Decreto procedhnental de 2 de junio de 1260, 
tan s610 resta examinar su fondo en orden a la certeur que la misma en- 
cierra de los hechos que comprende, pues si, en efecto, no existiera en 
autos posibilidad legal de desvirtuar dicha presunción de que goza arre. 
gladamente a lo prevenido en el art. 10 del propio Decreto que ae acaba 
de mencionar, holgarla totalmente toda otra oonsidemclón al respecto; 
mas es cierto que esa presunción legal de certeza, de que en principk~ esti 
revestidas todas lae actas de la Inspección de Trabajo extendidas de con- 
formidad con lo expuesto, no puede menos de hallarse sul.mrdl~da a que 
no resulte contradlcha por otra prueba ftullciente aprobada de contrario, 
ya que otra cosa supondria dejar indefensa a la parte afectada por el 
Acta frente a su mentada presunción de certeza oficiai.” 
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V. RECURSO DE REPOSICIOS 

PLAZO CADUCADO, IMPROCELKNCIA DE SUBSANACl6N DE EFECTO 

Sentencia de ll de octubre de 1965.-El Tribuna1 Supremo, con revo- 
cación de ,la sentencia dictada por la Sala de la Jurisdicción de la Audien- 
cla Territorial de Sevilla de 17 de abril de 1964, declara la inadmisibili- 
dad de los recursos acumulados promovidos ante la misma contra los 
acuerdos del Jurado Provincial de Sevilla, relativos a justiprecio de fincas 
de su propiedad en dicha ciudad. 

El Tribunal Supremo estableció la siguiente doctrina: 
“Que establecido en el art. 52 de la ley Jurisdiccional que como requi- 

sito previo a la interposición del recurso contenciosoadministrativo de- 
bera formularse el de reposición, que se presentará ante el órgano que 
hubiera de resolverlo en el plazo de un mes a contar de la notificación 
o de la publicación del acto con los requisitos a que se refiere el art. 59 
de la propia ley, y no encontrándose los mencionados acuerdos entre las 
excepciones u tal norma que sefiala el art. 53 de la misma, es indudable 
que los recursos de reposiclón fueron presentados fuera de plazo legal, 
puesto que habiendo sido notificados los actos admlnistrativos impugna- 
dos el 18 be enero de 1961, lo efectuaron, según antes queda dicho, el 4 
del mes de abril siguiente. 

“Que sentado lo expuesto, ha de examinarse cuál puede ser frente a 
tan terminante mandato del citado art. 52, el alcance de la subsanación 
de la omisión del recurso de reposición que establece el párrafo 3.0 del 
artfculo 129 de la propia ley Jurisdiccional al disponer que si el defecto 
consistiese en no haberse interpuesto tal recurso siendo este preceptivo 
y si se hubiese denunciado dicha omisión por la Administración deman- 
dada, el Tribunal requerir6 al demandante para que lo formule en el 
plazo de diez días y si acreditase dentro de los cinco dfas siguientes ha- 
berlo deducido, quedar-6 en suspenso el procedimiento hasta que se re- 
suelva aquel en forma expresa, 0 transcurra el plazo a que se refiere 
el art. 54, y R este respecto ha de ponerse de manifiesto que en una inter- 
pretación coordinada de ambos preceptos tal subsanación no puede en 
modo aIguno rehabilitar un plazo extinguido o improrrogable, hallándose 
bien notificado o publicado el acto Impugnado, ya que quedó firme y dicha 
situación trasciende al ejercicio de la facultad revisora conferida a la 
Jurisdicción y no puede recaer sobre actos administrativos consentidos por 
los administrados y 9610 ante una notificación defectuosa u omitida no 
habrfa de apreciarse la extemporaneidad del recumo de reposición, sien- 
do entonces operante la subsanación practicada; por lo que queda contraída 
la virtualidad subsanadora a la posibilidad de interponerlo si no hubiese 
expirado ya el plazo legal de un mes sefiaiado para efectuarlo y al efecto 
de conceder un plazo h6bil para jurtidcar que se promovió oportunamente 
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si no aparece ese acreditado extremo en el expediente o en las actua- 
clones jurisdiccionales. 

“Que la expresada conclusión lleva igualmente la propia expresión em- 
pleada en el art. 52 de la ley Jurisdiccional, que por tener aquel carácter 
es indispensable y no puede encuadrarse como posterior, toda vez que 
!a naturaleza y razón de ser del mismo no es otra, según declara la expo- 
sición de motivos de la ley Jurisdiccional, que por el órgano administrati- 
vo pueda reconsiderarse el acto dictado, y si lo reconoce justo, accede a 
las pretensiones del demandante y evita el proceso. 

“Que en los recursos acumulados examinados no caben apreclar como 
defectuosas las rectificaciones practicadas a los interesados de los acuerdos, 
por ellos impugnados, del Jurado Provincial de Expropiación de Sevrlla, y 
no recurridos en reposición según sostiene por primera vez su represen- 
tación procesal en las alegaciones formuladas a consecuencia de la tesis 
planteada por esta Sala, toda vez que en tales notificaciones se hacía indi- 
cación de que contra dichos acuerdos podían interponer el recurso conten- 
clos~admlnistratlvo que ampara el art. 35 de la ley, en el plazo y forma 
que determinan los arts. 58 y siguientes de la ley de la Jurisdicción, y la 
circunstancia de que no mencionasen el recurso previo de reposición no 
puede constituir obstáculo al pronunciamiento de lnadmislbilidad, puesto 
que por esa omisión no deben entenderse defectuosas las notificaciones, 
ya que el art. 79 de la ley de Procedimiento administrativo, lo que exige 
es la indicación de los recursos que procedan contra los actos admlnlstra- 
tlvos, debiendo entenderse por tales los que tengan sustantividad propia, 
constituyendo un nuevo cauce del procedimiento, pero no aquellos que 
aunque reciban la denominación de recurso, son una simple diligencia pre. 
liminar o requisito como califican jurldlcamente la reposición el epígrafe 
de la sección 1: del capitulo 1P del titulo IV de la ley Jurisdiccional y 
su art. 52. Debiendo añadirse, además, que aun cuando así no fuese, habrían 
de entenderse por válidas y eficaces las notH?caciones efectuadca, dado 
lo dispuesto en el pkrafo 4P del art. 79 de la ley de Procedimiento admi- 
nistrativo, ya que habiendose notificado íntegramente los acuerdos admi- 
nistrativos impugnados, los interesados debieron formular, dentro del plazo 
de seis meses, su protesta formal de que la Administración supliera la 
omisión en que, a su juicio, había incurrido, o rectificara la notificación 
en lo que fuese defectuosa, y al no haberlo instado surten aquéllas plenos 
efectos y quedaron convalidados por el simple transcurso del mencionado 
plazo.” 

VI. ABOGADOS 

Sentencia de 5 de abril de 1965 .-En 31 de marzo de 1962 el Letrado X 
dirigió escrito al Ilustre Colegio de Abogados de Valladolld, en t.&mlnoe de 
defensa, a virtud de sanción que le había sido impuesta, que fué estimado 
injurioso por dicho Colegio, acordándose la formación de expediente con- 
tra x’. Tramitado el expediente. X fue sancionado con la suspensión tem- 
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poral durante seis meses de ejercicio. Contra dicha resolución elevó rt 
curso de súplica al Consejo General de Ilustres Colegios de Espafia, que 
confirmó la resolución Contra esta tiltima desestimación, X interpuso el 
presente recurso contenciost+administrtivo. El Tribunal Supremo des- 
estimó. 

En el fallo se desarrolló la siguiente tesis: 
“Que la pretensión de que se declare inadmisible el recurso a virtud de 

lo dispuesto en el apartado a) del art 82 en su relación con el art. l.O, 
los dos de la ley de la Jurisdicción, aducida por la Abogacfa del Estado, 
en el primer lugar de su escrito de contestación a la demanda, es de deses- 
timar si tenemos presente que el actual recurso contenciost+admlnistrativo 
se entabló contra la decisión de un acto administrativo, y la resolución del 
Ministerio de Justicia de 26 de febrero de 1963 que recayó en un recurso 
de alzada ante esk Organismo deducido, y este solo hecho es suficiente 
para determinar la competencia de esta Jurisdicciõn para revisar el acto 
administrativo, conforme a lo que sobre el particular se establece en el 
articulo Lo de la ley de la Jurisdicción. 

“Que tampoco es de estimar esta pretensión amparada en el contenido 
del apartado c) del mismo art. 82 en su relaci6n con el apartado a) del 
artículo 40 de la expresada ley de la Jurisdicción, porque para que pros- 
pere este pedimento era preciso que el acto administrativo recurrido sea 
reproducciõn de otros anteriores que sean definitivos y firmes y los con- 
firmatorios de acuerdos consentidos, por no haber sido recurridos en tiempo 
y forma, esto es, que se d6 la cosa juzgada administrativa: supuestos que 
no son de apreciar en el caso contemplado en autos, porque el primitivo 
acuerdo, el de 13 de septiembre de 1962, por el que la Junta de Gobierno 
del Colegio de Abogados de Valladolid sancion6 al colegiado X con la sus- 
pensión por seis meses en el ejercicio profesional, no fu6 definitiva, firme 
ni COiBentida, puesto que fu6 recurrida ante el Colegio General de la Abo 
gaCfa; porque la resolución dictada por este Organismo, 81 bien se limitó 
a COllfi~ar la dictada por la Junta de Gobierno de Valladolid, tampoco 
fu6 consentida puesto que se recurrió en alzada ante el Ministro de Jus- 
ticia y ya se decidir6 más tarde si es o no recurrible, porque la dicta& 
por 6ste. tampoco alcanzó la condición de lrrecurrlble, puesto que fu6 en- 
tablado el correspondiente recurso contenciosoadministrativo; finalmente 
porque de accederse a lo protendido por la Abogacla del Estado, se resol- 
vería de plano lo que constituye materia fundamental a dilucidar en este 
recurso, esto es, la declaración de si la resolución ministerial recurrida 
se encuentra o no ajustada a Derecho, declaraciOn que no es posible hacer 
sin tener competencia para conocer del recurso contencioso contra ella en- 
tablado y poder examinar 6ste en todos sus aspectos. 

“Que siendo los EIstatutos de 23 de junio de 1946 y 3 de febrero de 
1947 las normas por las que han de regirse los Cdegios y el Consejo 
General de la Abogada Espsfiola, disposiciones las dos que tuvieron su 
publicacibn oficial. y al no haber sido impugnadaa a su debido tiempo, hoy 
vlnoulan P todos los colegiadw: Pablda cuente que el re currente x, fu& 



corregido dlsclpllnariamente por la Junta de Gobierno del Colegio de Abo- 
gados de Valladolid, con la suspensión por seis meses en el ejerclci& 
profesional; que esta sanción, y como consecuencia del recurso de súplica 
entablado, fu6 confirmada el 25 de enero de 1963 por el Consejo General 
de la Abogacfa Española; es visto que, contra esta resolución no cabía en- 
tablar recurso alguno, por expresamente ordenarlo así el art. 50 en rela- 
ci6n con el 15 del Estatuto de 28 de junio de 1946, como con todo acierto 
apreció y se dijo en la resolución recurrida, y si bien es cierto que la 
norma 19 de la Orden de 28 de febrero de 1964 en algunos supuestos auto- 
riza la aplicación de la ley de Procedimiento administrativo de 17 de julio 
de 1958, tal aplicación no es con caticter general, sino limitada a la forma 
de hacer las notificaciones a los colegiados, y por lo que se refiere a los 
recursos de alzada ante el Ministerio de Justicia a la manera de sustanciar 
el mismo, pero no a los supuestos de interposición, que al no existir orde- 
namiento especifico ni formular alguna derogatoria de los Estatutos sobre 
este particular, hay que estar a lo preceptuado en el art. 50 del repetido- 
Estatuto de 1946, que cierra el paso a todo otro recurso, cuando se trate 
de sanciones, que, como en el caso de autos, no lleven aneja la separa- 
ción del cargo de colegiado; por otra parte estas normas se publicaron 
el 28 de febrero de 1964 sin fórmula alguna retroactiva a supuestos de 
techas anteriores y es bastante examinar las fechas de iniciación del 
expediente y el de los acuerdos recaldos para ver que todos ellos tienen 
una antigüedad bastante mayor que la de la fecha de aquéllas y que, por- 
tanto, no pueden aplicarse a este supuesto.” 

VII. ORDEN PUBLICO 

GOBERNADORES CNILES. ALEJAMIENTO DE PERSONA PELIGROSA 
PARA EL ORDEN PÚBLICO. CEUTA Y MELILLA 

Sentemio o!e 5 de mayo de 1965.- El Gobernador General acordó el 21 
de septiembre de 1960 que teniendo en cuenta los antecedentes de N. de. 
evidente pel!grosldad, se le advirtiera que en cuanto provocara el primer 
incidente seria expulsado de los territorios de Soberanla; facultando al 
propio tiempo al Comandante General Adjunto gubernativo de Melilla para 
que si estimaba que la previa advertencia careciera de eficacia y que In- 
cluso pudiera resultar contraproducente prescindiera de dicho ttimlte y 
dispusiera la expulsión inmediata; lo que reaIlz6 el mencionado Coman- 
dante General el 4 de octubre de 1960. Por el interesado se Interpuso re- 
curso ante la Presidencia del Gobierno y tras darse traslado del mismo al 
Ministerio de la Gober’MCidn, por entenderse que su resoluclón era de BU 
competencia, éste 10 desestimó. Contra lo anterior, N. interpone recu- 
contencioso, que el Tribunal Supremo desestimó. 

La doctrina en lo referente al fondo del asunto que eatable& en eK 
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presente caso el Tribunal Supremo es la contenida en los siguientes con- 
siderandos: 

*Que en cuanto al fondo del asunto es de tener en cuenta la doble ch- 
cunstancia constituída, de una parte, por la ampiitud de :as facultades que 
en materia de defensa del orden público ejercen los Gobernadores CM- 

les -en este caso el Gobernador General de las Plazas de Soberanfa- dada 
la combinación de los preceptos de índole genérica encaminados a pre- 
venir emisiones en la enumeración o definición casuísticas que flguran 
en los arts. 13 y 23, apartado d), del Estatuto de Gobernadores en rela- 
ción con los arts. 1P y X0, apartados b) e 1). de la ley de Orden público; 
y de otra. ya que la potestad sancionadora de aquella autoridad no se 
!imita a la imposición de multas, sino que incluye la adopción de otras 
medidas correctivas de índole apropiadas, según resulta de la especialidad 
alternativa que reconoce explícitamente el art. 23 del Estatuto de Gober- 
nadores civiles, al mencionar la imposición de otras sanciones distintas 
de las secundarias, entre las cuales puede entrar, en circunstancias muy 
cualificadas las de alejamiento de la persona peligrosa o nociva para el 
orden público del lugar en el que atenta contra él; sin que se precise la 
previa declaración del estado de excepción a que se refiere el art. 28, apar- 
tado e) de la ley de Orden público, cuando la situación ordinaria y pemla- 
nente del lugar implique singularidad respecto de las condiciones comu- 
nes del territorio espafiol restante. 

“Que Ceuta y Melilla constituyen dos circunscripciones singulares y ais- 
ladas dentro del conjunto de Municipios que integran el territorio espafiol, 
como lo reconoce la especialidad de su regimen orgánico; pues se tra- 
ta de dos pequefías superficies destacadas del cuerpo peninsular, adya- 
centes y adosadas al suelo de un Estado extranjero; objeto de campañas 
internacionales que han tenido eco oficial en organizaciones de dicho ca- 
rácter, y forzosamente influídas por las continuas e importantes relacio- 
nes de vecindad, cuya regularización y pacífico sostenimiento afectan de 
InodO esencial al orden público en ambas ciudades, que su Gobernador 
General esti obligado a mantener; todo lo cual presta veracidad causal- 
mente objetiva a los motivos de decisión gubernativa de alejar de Melilla 
la recurrente, persona de habitual actividad al margen de toda normalidad 
Profesional, sancionado penalmente por las autoridades marroqules y es- 
panolas que ha provocado incidentes con las autoridades marroqules 
que repercuten sobre la concordancia fronteriza, al mismo tiempo que 
justifican el alcance de la medida sancionatoria dada la patente insuficien- 
cia de cualquier sanción de tipo pecuniario que dentro de su competencia 
pudiera serle impuesta por el Gobernador General de aquellas Plazas de 
Sobwanfa Espsfiola.” 



VIII. OPOSICIONES Y CONCURSOS 

Sentenciu de 4 & octubre o!e 1965.-Recurso contencloso.adminlstratIvo 
interpuesto por Y, contra resolución del Ministerio de la Vlvlenda, con- 
firmatoria de la dictada por la Subeecretarfa de dicho Departamento, des- 
estimando la solicitud formula& por el recurrente para tomar parte en 
unas oposiciones restringIdas a la Escala facultativa -plantilla de Apa- 
rejadores y Ayudantes- del expresado Centro. El Tribunal Supremo des- 
estima el referido recurso. 

La teorla que en el expresado caso indicó el Tribunal Supremo es Ia 
siguiente: 

“Que el art. 1.” del Reglamento de Oposiciones y Concursos, aprobado 
por Decreto de la Presidencia del Gobierno de 10 de mayo de 1957, esta- 
blece el precepto de que aqu6lIos se ajustar¿ln a las bases de la Convoca- 
toria que, según el art. 3.O podldn ser impugnadas en reposición dentro de 
los quince dIas siguientes a su publicación; a tenor de lo cual es evidente 
que para tomar parte en una oposición o COIICUIBO es indispensable reunir 
las condiciones exigidas para la respectiva convocatoria, si ésta no hubiese 
sldo objeto de impugnad& con exlto. 

“Que esto sentado, está fuera de duda que para tomar parte de las opo- 
siciones restringidas a Ia Escala facultativa -plantilla de Aparejadores 
y Ayudantes- convocada por Orden del MlnIaterlo de la Vivienda de 30 
de julio de 1963 se requerfa, de acuerdo con au norma cuarta, encontrarse 
prestando servicio en algún Organlzmo o Depedencla del Ministerio en 
1.” de agosto de 1959 y reunir además laz condiciones que especifica entre 
Ias que menciona con Ia letra c), en relaclbn con el cago debatldo, ingresar 
el 27 de febrero de 1957 a Iaz plantillas de las Direcciones Generales y 
Organismos Aut6nomos que se integraron en el Minteterlo de referencia. 

“Que el examen de Iaa actuaciones en relaclõn con el problema enun- 
&do pone de relieve, que sl blen es verdad que el recurrente ingresó 
aI servicio eventual de la Dirección General de Regiones Devastadas como 
aparejador el 22 de enero de 1940 y que posteriormente obtuvo plaul en 
el concurso convocado aI efecto por dicho Centro directivo en 20 de julio 
de 1942, ea también cierto que en 23 de septiembre de 1947 ae acordó BU 
cese en tales eervicloa concediendole una grati5caclón de tree mensuallda- 
des, sin que mediara ímp~~ci6n, debiendo, a eu vez, tenerse en cuenta 
que, según manifiesta la propia parte actora, ya le habla eldo conce- 
dída la excedencia voluntaria con anterioridad a esa fecha por lncompatl- 
bflidad con otras funciones que prestaba, así como que en loa años 1954, 
1957 y 1961 zollclt6 de la Dirección General de Arquitectura el reingreso 
al mencionado servicio sin que le fuera concedido, constando igualmente 
de los datos documentales obrantes en el expediente adminlstratfvo que eI 
referido actor fu6 nombrado en 17 de junio de 1963. en virtud de concum 
oposición convocado por el Instituto Nacional de la Vivienda, Ayudante 
de 3: de la Escala Facultativa Auxiliar de dicho Organismo. todo lo que 



demuestra que en 1.O de agosto de 1959 no ae encontraba prestando aer- 
vicios en ningún Organismo o Dependencia del Ministerio citado y que 
tampoco se acredita en forma alguna que en 27 de febrero de 1957 figurara 
en las piantillas de las Direcciones Generales y Organismos Autónomos 
que se integraran en aquel Departamento, por lo cual es visto que no 
reúne las condiciones exigidas por la convocatoria para tomar parte en 
ias oposiciones en las que pretende ser admitido y que, en consecuencia, 
se ajusta a Derecho la resolución que es objeto del presente recurso que 
le denegó su pretensión.” 

IX. EXPROPIACION FORZOSA 

R.EVERSI~N DE LA FINCA EXPROPUDA AL EXPROPIADO. JUSTIPRECIO: RETASACIÓN 

Y REWSI~N. JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADEIRUSTRAT~A: FACULTADES 

RwISORAs Y DocTRINA GENERAL 

Sentencia de 4 de octubre de 1965.-Los herederos de Z, interpusieron 
recurso contencioso-administrativo contra acuerdo adoptado por el Ayun- 
tamiento de Madrid, en 28 de septiembre de 1969, confirmando en trámite 
de reposición mediante otro de 23 de noviembre de igual año, denegatorio 
de solicitud deducida por dichos recurrentes para que se revise el expe- 
diente de expropiación de la finca que fu6 sefialada con el núm. 48 de la 
calle de Leganitos de esta capital, y que pertenecia a Z. La Sala 2: de la 
Audiencia Territorial de Madrid dictó sentencia desestimando el recurso 
y declarando la validez y eficacia de los acuerdos impugnados. Deducido 
recurso de apelación por los interesados, el Tribunal Supremo, revocando 
la sentencia apelada en cuanto estima la petición de la parte actora rela- 
Uva al reconocimiento del derecho de reversi6n de la finca expropiada, 
desestima el expresado recurso en lo que se refiere a los dem& pedlmen- 
toe que en la demanda ae contienen, declarando la conformidad a derecho 
de los Acuerdos Municipales impugnados, su firmeza y validez, asl como 
~1 no haber lugar a resolver acerca de la cuestión relativa al derecho de 
10s actores a la reversión de la finca expropiada, por no haber sido plan- 
teada ante la Administración. 

La doctrina del Tribunal Supremo es la siguiente: 
“Que la naturaleza revisora de la Jurisdicción contencioso-administratl- 

va, que deriva de su propia esencia y que recoge y configura su moderna 
ley rectora en los arts. 1.” y 37. exige que para que su función tenga de- 
bido ejercicio, la existencia de un acto administrativo sobre el cual pueda 
proyectarse el contraste con el Ordenamiento juridico vigente que con- 
duzca a esclarecer si es o no conforme al mismo, como antecedente obligado 
pan decidir acerca de su licitud, dictando el pronunciamiento que resulte. 
procedente conforme a los arts 81 y 83 del precitado texto legal. 

“Que. acorde con la aserción que antecede, es obligatorio resaltar que, 
para someter a conocimiento de los Tribunales de la Jurisdicción las cues- 



tienes que a los interesados afecten en relacl6n con un actio administrativo, 
ea requieito necesario que previamente hayan sido planteadas ante la Ad- 
ministración, a fin de que pudieran ser tenidas en cuenta en el acto que 
ca pretende impugnar, pues, de otra forma, se desnaturalizaría la función 
jurisdiccional al atraerla hacia pretensiones que no han sido consideradas 
en vía administrativa ni han causado pronunciamiento sobre las mismas, 
faltando, con ello, toda posible confrontación con el aludido ordenamiento 
que permita resolver sobre las condiciones de licitud del acto que se 
controvierte. 

“Que sentado lo anterior, precisa hacer constar aquf que el acto admi- 
nistrativo que constituye el recurso jurisdkcional a que se contrae la pre- 
sente apelación no es otro que el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento 
de Madrid en pleno, con fecha de 28 de septiembre de 1960 desestimando 
en trámite de reposición por otro de 23 de noviembre de igual año qw 
desestimó la pretensión deducida ante la Corporación por la viuda dc %. 
en escrito presentado en 19 de octubre de 1956 en súplica de que SL! 
instruya, bien de oficio, o encabezado por la presente petición de parte 
interesada, la revisión de dicho expediente de expropiación de la finca que 
fue sefialada con el núm. 48 de la calle de Leganitos, y en parte de la 
cual está actualmente construido el Edificio Español, y asimismo se noti- 
fique a esta parte, a los efectos oportunos, el precio de licitación en que‘ 

fu& sacado a subasta el mencionado solar, especificando la parte que fu6 
tomada del solar expropiado a 2, y el valor definitivo de la adjudicación, 
por ser datos que interesa conocer oficialmente y que en tal forma deben 
sernos comunicados, cuya pretensión -que literalmente se deja consig- 
nada como extremo de capital importancia a los fines de la presente re- 
solución- fu6 ratificada de manera clara y concreta en el escrito de in- 
terposición del recurso de reposición de fecha 25 de octubre de 1980, en 
el que solicitamn los actores nuevamente la revisión del justiprecio de 
la expropiación y que se les abone el exceso del justiprecio que de dicha 
revisión resulte, o el que se fije en la transacción; lo cual pone de relieve 
que la finalidad perseguida por los actores en sus peticiones al Ayunta- 
miento ae encaminan estrictamente a la subsistencia de la expropiación 
con la revisión del justiprecio, que ya había sido pagado en el afro 1941, 
ein que en ningún momento se interpelara por los mismos a la Corpora- 
ción en el expediente administrativo, para que, por vfa de revisión, se 
le restituya la Anca expropiada, lo que patentiza la improcedencia de 
plantear en este litigio, como se hace por los demandantes, la cuestión 
relativa a la reversión antes referida que, por ser nueva y ajena al acto. 
que se revisa, queda vedada al conocimiento del Mbunal que entiende 
de la presente litis. si bln ello, no obstante, en la sentencia apelada se ha 
entrado a considerar acerca de tal cuestión, estableciendo en orden a la 
misma los fundamentos del fallo desestimatorio del recurso, los cuales no. 
pueden ser aceptados en esta resolución en m&lto a las razonee que 
anteceden 

“Que así eliminada de la actividad revisora que en este proceso cabe- 
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ejercitar la cuestión que con carácter preferente se plantea en la deman- 
da relativa al invocado derecho de los actores a la reversión de la fiUCa 

expropiada, procede entrar a razonar acerca de la que con caticter sub- 
sidiario se suscita en dicha demanda y se reitera en la apelación referente 
a la revisión del justiprecio y a la indemnización sustitutoria ante la im- 
posibilidad de la revisión, y respecto a ella, hay que dejar sentado que, 
por el examen de las actuaciones, se viene en conocimiento que la ex- 
propiación de la 5nca en litigio se llev6 a cabo al amparo de la Ley de 
18 de mano de 1895, dictada para el saneamiento y mejora interior de 
las grandes poblaciones y que el justiprecio se fijó mediante acuerdo entre 
la Corporación municipal y el particular expropiado que a la saz6n era el 
dueño de aquella, habiéndose otorgado entre ambos escritura pública de 
compraventa en 6 de noviembre de 1941 en la que consta el pago del precio 
convenido, por todo lo cual no se aprecian motivos legales que justi5quen 
la revisión del justiprecio que se postula por los actores, puesto que la 
ley mencionada no contiene precepto alguno que la autorice, como tam- 
poco cabe ampararla en la ley general sobre la materia de 10 de enero 
de 1879, ya que carece igualmente de normas específicas aplicables al su- 
puesto de autos y no pueden entrar en juego, ni aun por analogía, como 
pretenden los actores, las que regulan la reversión habida la consideración 
de que se trata de dos figuras jurídicas completamente diferenciadas y 
hasta ant.it&.icaa por cuanto que la una presupone la vigencia del prcce- 
dimiento expropiatorio y la vinculaciõn al mismo, con nueva valoración 
del bien que lo motiva, mientras que la otra entraña la desvinculación 
de la Anca de dicho procedimiento con restitución de la misma a su 
dueño, no siendo admisible confundir los efectos que respectivamente pro- 
ducen, ni pretender que se Aje un sobreprecio a la finca, al amparo de la 
SUpUeSta concurrencia de una causa de reversión 

“Que tampoco cabe apoyar la pretendida reversión en la vigente ley 
de Expropiación de 16 de diciembre de 1954. toda vez que esta 6610 prevé 
mediante su art. 58 una nueva evaluación de las cosas o derechos objeto 
de la expropiación en el caso de que transcurran dos años sin que el pago 
de la cantidad fijada como justiprecio se haga efectiva o se consigne, cuyo 
supuesto no concurre en esta litis por haber mediado la entrega del precio 
en el acto de otorgamiento de la escritura de enajenación de la Anca; al 
igual que resultan inaplicables a la situación creada por la expropiación 
de que se trata llevada a cabo con bastante antelación a la vigencia de 
aquella y amparada en diferentes disposiciones legales según se ha visto; 
esto aparte de que el art. 47 de la misma que con marcada preferencia 
invoca la menciona& parte, no puede tener la virtualidad que le atribuye 
de ser causa de una nueva evaluación de la finca, ni aun en la inaceptable 
hipótesis de que se estimara aplicable.” 

EMILIO DE MIGUEL ~AMOIIA 



LBOIILAOIOII Y JDBIOPBuDpIoII 

E) JURISPRUDENCIA CONTENCIOSO~ADMINISTRATIVA 
EN MATERIA DE PERSONAL 

SUMARIO: 1. ActudizaM6n de haberes pasivos: A) Aplicaci6n de la ley 
de pensiones extraordinarias de 13 de diciembre de 1943, en rela- 
ción con lo dispuesto en la de 17 de julio de 1945. B) Variación del 
porcentaje del regulador adoptado en la primitiva clasificación, que 
no constituye ni determina un derecho adquirido a efectos de la 
actualizaclõn.-II. Actdisaci6n ds pensiones de cuantia fija: So 
se puede adoptar como regulador el sueldo de activo. Correspon- 
den los mfnimos legales.-III. Mutilados. Devengos: El de Mutilados 
es un Cuerpo castrense más, con sustantividad propia y específicas 
normas rectoras... no teniendo aplicación el Ordenamiento jurldico 
del Cuerpo de procedencia.-IV. Procedimiento: Inadmisibilidad del 
recurso por falta de congruencia procesal.-V. Recompensas. Cruz 
& lu Orden d.el MMto Militar: Acumulación de servicios para su 
concesión.-VI. Retiro: Necesidad de la declaración administrativa 
de pase a esta situación, para señalar haberes pasivos.-VII. Retiros. 
Guurdi~ Civil: No tiene derecho a ser declarado en situaci6n tk 
“retirado” el Guardia Civil dado de baja en el Cuerpo en virtud dc 
providencia gubernativa.-VIII. Separados del servicio. Gratijicacio- 
nes de destino: No es computable este devengo para formar el re- 
gulador. 

1. ACTUALIZACION DE HABERES PASIVOS 

A) Aplicación de la ley de pensiones extraordinarias de 
13 de diciembre de 1943, en relación con lo dispuesto en la 
de 17 de julio de 1945. 

Sentencia de 23 de noviembre de 196.5.-Al recurrente, Brigada de Arti- 
llería, retirado por aplicación de la Ley de 12 de julio de 1940 (selección 
de escalas), se le señaló un haber de retiro regulado por el sueldo de 
Capltin. 

En cambio, al practicarse posteriormente la actuallsaclón. se hizo a 
base del empleo de Teniente. 

Interpuesto recurso, el Tribunal lo estima declarando el derecho del 
interesado al lndlcado sueldo regulador de Capitan, previa la siguiente 
funda.mentac16n: 

“La cuestión que se controvierte en el presente litigio, conslate en ie- 
aolver si le es asignable al recurrente un haber pasivo equivalente al 
90 por 100 del sueldo regulador de Tenlente, como ha entendido la Adml- 
nlstraclbn, o si, por el contrario, como pretende el accionante, debe atri- 
buímele un 90 por 100 del regulador de Capitán. 

“Para la determinación de cuál sea el sueldo que deba tomarse como 
básico para la formación del regulador, aunque la Administración, al apll- 
car el art. 2.O de la Ley de 13 de dlclembre de lB43 que a “los que pasen 
o hayan pasado a la situación de retirados, en virtud de lo dispuesto en 
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la citada Ley de 1940, dispone: “perclblrk... desde veinte años (de servi- 
cio) en adelante el 90 por 100 (del sueldo) de su empleo”, adopta en los 
acuerdoe mcurrldos el de Teniente, es de tener presente que la Ley de 
17 de julio de 1945, en su art. 1.0, dispone que al personal militar que, 
por aplicación. . . de la Ley de 12 de julio de 1940, haya sido retirado hasta 
el dla 8 de julio de 1944... se le aplicad como regulador para los derechos 
oaslvos establecidos en la citada ley y en la de 13 de diciembre de 
1943. los sueldos siguientes: A) Para los que cumplieron la edad re- 
glamentarla de retiro antes del 9 de julio de 1944... B) Para los demás, 
el sueldo del empleo que, si hubieran continuado en activo, les habrfa 
correspondido el día 8 de julio de 1944”, con lo que establece que “el 

sueldo del empleo” a que se refiere la Ley de 1943, si bien en un princfplo 
pudo sostenerse que era el de la graduación que ostentara en el momento 
de su retltro el interesado, despu& de b precitada Ley d.e 1945, es incues- 
tionable que d.ebe ser el del empleo que le hubiera correspondfdo en 8 
de julio de 1944, sobre el qw deberá girar el porcentaje del 90 por 100, 
prevlto en la Ley d.e 13 de diciembre 1943, para la concesión de la pensión 
ettmordfnor~a de retiro y como quiera que, en el caso presente, esta acre- 
dltado documentalmente, mediante certificación de la Dirección General 
de Reclutamíento y Personal del Ministerio del Ejercito, que en la fecha 
referida -8 de julio de lS44- le hubiera correspondido ser Capitán, es 
obligado reconocer el derecho del demandante, a regular por el sueldo 
que disfrutaran éstos, en el momento en que se efectuó la revisión de 
su haber pasivo.” 

En el mismo sentldo. sentencias de 15, 28 y 29 de octubre y 18 de 
noviembre, entre otras. 

B) Variación del porcentaje del regulador adoptado en 
la primitiva clasifkaclón, que no constituye ni determina un 
derecho adquirido a efectos de la actualización. 

Sentencia de 23 & septiembre de 1965 .-El fondo del problema plantea- 
do en el recurso que el Tribunal desestima, se expone con suficiente con- 
creción en los slguientes fundamentos del fallo: 

“En cuanto al fondo del asunto planteado en el presente recurso queda 
limitado a resolver cuál debe ser el haber pasivo que en situación de 
retirado por edad corresponde al Teniente de la Guardia civil, don J. ti. C., 
toda vea que la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia MilItar, 
fil6 la cantidad mensual de 2.633,9!3 pesetas, 72 por 100 del sueldo de Ca- 
plan 9 detis emolumentos ,legales, al ectu8llzarla de conformidad con 
la Uy de 23 de diciembre de 1961 y que el recuhYntc, sin dkrepar de 
loe conceptoe que la forman, estlma que dek tomarse el 90 por 100 del 
sueldo lndlcado por haber sido aai olaultloado al hacerae el pr4nWvo w 
iiPlamiento en la pensidn en el Mb Ch que fu4 ktkado. 

“Lm I.QS de 23 de diciembre de lBW, en BU iut. 1.. seilah que IU ob- 



jeto es el de actualizar todas las pensiones cualquiera que sea la fecha 
en que sean cauwbtfi 0 ae causen en lo f~esivo, tomando a tal objeto 
como futuro regulador del sueldo el que este asignado o en lo sucesivo 
se asigne en los presupuestos generales del Estado a igual empleo, cat.eg+ 
ría o clase que el que skvló para la clasificación del causante del haber 
pasivo, más los incrementos legales autorizados o que se autoricen en 
cada caso para formar parte del regulador, deduci&dose de lo expuesto 
y del preámbulo de la propia disposición legal que lo que se pretende es 
evitar que quienes desempeñaron el mismo empleo y tuvieron id&tlca 
categorfa o clase reciban sus derechos pasivos en cuantia desigual sin 
otra razón o motivo que el haberlos prestado en distintas @ocas, criterio 

sustentado entre otras, en la sentencia de esta Sala de ll de febrero de 
1964 y partiendo de ella debe estimarse infundada la pretensión del re- 
currente de que la actualización de la pensión de Capitán que se le re- 
conoce, se verifique tomando el 90 por 100 de la que le fu6 reconocida en 
la primera cla&kaclón, ya que se contrariarfa el objeto de la Ley de 
actualización, pues en tal caso FX le reconocerla en relación con los atíoa 
de servicios prestados una cantidad superíor a la que en el momento 
presente puede otorgarse a un Capitán, retirado. procedente de la escala 
activa, anomalia que únicamente contrariando los prlnciploe de equidad 
podria acogerse. 

“En la sentencia dictada a que se ha hecho referencia se ha mante- 
nldo tambikn el crlterlo de que IU primitiva ckzsijlcación no puede ente% 
de-se que determine un derecho adqutrido que sirva de fundamento para 
reconocer en el momento actual al interesado unos derechos superiores 
a los que pretende ompamr la Ley de 23 de didembre de 1961 y, en con- 
secuencia, procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar las re- 
soluciones del Consejo Supremo de Jusffcía Militar que por estar totalmen- 
te ajustadas a Derecho deben mantenerse, sin que la seguridad pública 
haya sido alterada conforme establece el art. 17 del Fuero de loe Espa- 
ñole%.” 

II. ACTUALIZACION DE PENSIONES DE CUANTIA FIJA 

No e puede adoptar como regulador el mteldo de eatho. 
Corresponden loa mlnlmoe legalee. 

Mantienen la doctrina del epfgrafe, ya expuesta en el ntlm. 21 de e+ 
REVISTA (p&glnas 256 y X7), las aentenciaa de 18 de aeptiernhre, 16 y ,21 
de octubre, 3 y 23 de noviembre y 4 de dlclembre. 



III. MUTILADOS. DEVENGOS 

El de Mutilados es un Cuerpo castrense más, con sustan- 
tividad propia y especlkas normas rectoras... no teniendo 
aplicación el Ordenamiento jurldico del Cuerpo de procedencia. 

.Sentencia de 18 de octubre de 136.5.-Al desestimar recurso entablado 
contra resolución del Ministerio del Ej6rcit.o que denegó al actor el abono 
del premio de. constancia en el servicio, el Tribunal slenta la siguiente 
doctrina: 

‘“El ingreso en Caballeros Mutilados supone para el militar he baja 
definitiva en su Cuerpo de procedencia y su integración en este nuevo 
Cuerpo castrense que es uno más en la Organización militar espaflola; 
Cuerpo castrense con sustantividad propia y especfficas normas rectoras, 
a las que han de ajustarse las relaclones juridicas entre sus componentes 
y la Administración sin que el Ordenamiento jurfdico del Cuerpo de pro- 
cedencia tenga aplicación ni pueda invocarse como fuente de derechos, 
más que en cuanto a 61 haga referencia la especifica normativa del Cuerpo 
de Caballeros Mutilados. 

“La Ley de 26 de diciembre de 1958, reorganizadora del Cuerpo de 
Caballeros Mutilados, es derecho vigente en la actualidad aplicable al caso 

lttigioso y contiene las normas de tipo econõmico para todos los militares 
en ei ingresados, con claro y literal contenido que no admite interpreta-’ 
ciones extensivas siempre improcedentes en Derecho hacendístico; en 
esta‘ ley encontramos en el último párrafo de su art. 10, cuales son los 
devengos correspondientes a los Mutllados en actos de servicio proceden- 
tes de la.clase de tropa de la Guardia Civil, P,olicla Armada, Regimiento 
de la Guardia y demás Cuerpos especiales, disponiendo “que percibirán. 
el sueldo establecido para los de su categoría en el Cuerpo de BU proce-. 
dencia, trienios o premios de constancia, masita de vestuario si la tenia‘ 
XYCondda al ingresar en el Cuerpo de Mutilados e indemnización fami- 
liar de igual cusntia que los de su procedencia. 

“El re& Sentido gramatical de la disposici6n legal transcrita en el 
anterior considerando, impide que la disyuntiva “0” se convierta en la co 
pUhttiví3 ‘y’,’ Como el actor pretende, haciendo decir al legislador lo que 
no ha dicho; consiguientemente, la interpretad6n jurídica ha de coincidir 
COll la gramatical, dando a las palabras empleadas por la ley un exacto 
sentido claramente expresivo de conceder trltios o premios & c&ancia, 
per0 h’ de. óinbas cosas con$mia?nente.‘* 



IV. PROCEDIMIENTO 

Inadmlsibiiidad del recurso por falta de congruencia pro 
cesa!. 

Sentencia de 24 de dkiembre de 1965,La doctrina del eplgrafe se 
expone en esta sentencia en los siguientes p6rrafos: 

“En armonía con un antiguo y reíterado criterio jurlsprudencial, que 
recuerdan, además de otras, las sentencias de 12 de marzo de lsg 
y 29 de septiembre de 1962, es necesario, para que no se quebran- 
te la debida correlación procesal, que entre el escrito de lnterposici6n 
del recurso contencioso- adminlstratlvo y el posterior de demanda ha- 
ya perfecta congruencia sin que sea posible en el suplico del último, 
donde han de concretarse las pretensiones, sustituir o extender la lmpug- 
nacl6n a actos que no fueron abarcados en la que inicialmente se dedujo, 
pues ello supondrla una alteración del asunto planteado, con el conslgulen- 
te defecto en el modo de proponer la demanda. 

“En el presente caso, se entabló recurso contencioso-administrativo 
contra la Orden del Mlnlsterio del Ejercito de 19 de octubre de 1964, por 
la que pasó el actor a la situación de retirado como Subteniente de In- 
fanterla y en el suplico de la demanda la anulación que se interesa afecta 
exclusivamente a la Orden del propio Departamento, fecha 18 ed abril del 
mismo afro, que ni siquiera figura en las actuaciones gubernativas, ni 
se pidió su aportación al proceso, en virtud de la cual se ascendió al re- 
currente al empleo de Subteniente de infanterla; y como de los extremos 
que acaban de exponerse, se colige una mutación de los términos en 
que ee suscitó el problema ante esta Jurisdlcclón. obvlo resulta, conforme 
a las declaraciones jurisprudenciales alu~das. la procedencia de la causa 
de ~~lbllldad que, al amparo del apartado g) del art. 82 de la Ley 
de 27 de diciembre de 1959, alega el Abogado del Estado.” 

V. RECOMPENSAS. CRUZ DE LA ORDEN DEL MERI’lW MILITAR 

Acumulación de servicios para su concesión. 

Seden.& cfe 16 de diciembre de 1965~AI estimar recurso fnterpuesto 
contra resolución denegatoria tklta del Mlnlaterlo del Ejetito, de la 
pe&l6n formulada por el actor sobre conceeibn de la Cruz de la O&en 
del Merito Militar, el Tribunal establece la slgulente doctrina: 

“A tenor del ati 1.” del Decreto de 31 de enero de 1945, la C’rw deI 
M&lto Militar con distintivo blanco penSionada, ae conceda a loe milita- 
destinados en la Legión o F’uer%w de mgmarea con pensión del Xi por XJO 
de sus sueldos, cuando acredlteo Permanencia en el servido entre cinco 
y dey, afioa; este benefldo del Decreto dicho, fu6 amphado a los mllltaffl,. 
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de los tres Ejércitos. según Decreto de 31 de diciembre de 1959, por 
servicios prestados en Ifni y Sahara; debiendo los interesados dirigir BU 
petición al Ministerio del Ejercito, para su curso al Ministerio que co- 
rresponda. 

“Según ae acredita, documental e indubitadamente en el expediente 
administrativo, el tiempo de servicios prestados por el recurrente es de 
cuatro años en el Grupo de Fuerzas Regulares de Infantería de Ceuta, 
numero 3; de un año y once meses en Tiradores de Ifni; un año y 
cinco meses eu el Grupo Nómada Sequia el Hamra del Sahara, y once meses 
en tropas de Policía de Ifni, lo que suma siete años y tres meses, de los 
que descontándose tres meses que estuvo en las Palmas efectuando el curso 
para Brigadas, le dan siete años justes de servicios abonables a los 
efectos de la concesi6n del galardón Pensionado que solicita. 

‘Si inicialmente la acumulación como sumando del tiempo de servicios 
en Regulares y en Ifni y Sahara pudiera no haber sido procedente, tal 
acumulación viene autorizada y reconocida por el art. 4.” de la Orden 
de la Dirección General de Reclutamiento y Personal de 24 de noviembre 
de 1960 precisamente a efectos de la concesión de la Cruz del Merito 
Militar pensionada. 

“No habiendolo reconocido así el Ministerio del Ejército al no conceder 
al recurrente la condecoración solicitada, pese a contar con más de cinco 
afms de servicios abonables, es claro que procedió contra Derecho, lo que 
obliga a estimar el presente recurso.” 

VI. RETIRO 

Necesidad de la declaración administrativa de pase a esta 
situación, para señalar haberes pasivos. 

Senten& sie 18 de octubre de 1965.~Al actor, separado del servicio 
en virtud de condena a seis afioe y un dia de prlsiõn por delito de n&eli6n, 
le fue denegado haber pasivo por estimar que no contaba con el suficiente 
tiempo de servicio, a tenor de lo dispuesto en los arts. 9.” y 32 del Es- 
tatuto de Clases Pasivas. 

Al resolver -estimándolo en parte- el recurso interpuesto, la Sala 
reitera la doctrina del epigrafe, en los siguientes tkminos: 

“Tanto con arreglo a lo que establecla el art. 191’ del Código de Justicia 
Militar de 1690 corno a lo que preceptúa el art. 224 del vigente C%digo 
castrense de 17 de julio de 1945, la pena de separación del servicio inw 
weati mmo principal o como accesoria producirt% la baja en el Ej&& 
respectivo con lp&dida absoluta de todoa los derechos adquiridos en el ñ 
nt0, excepto loa peslvoe que puedan ~aponder al penado por sus ados 
de mrvkioe y .eP coacorcla~ COI&-ollo el l rt. 04 del Estatuto db Clasao 
PasIvae da1 Ehdo prevíene.que la *para* del aerdelo 0 ceaautla, esa 
cllalquien BU CatHn, no prln r1 funchmde dr loe &rechom.gulvoa que 
habida tdquM4 tanto pera 65 oane pera ru.tPmL1LI; ampcuiañ--- bs 



casos en que se imponga al pensionista la pena de inhabilita&+ absoluta, 
perpetua o temporal, en los que cesará o se interrumpirá el derecho al 
cobro de la pensión mientras duren los efectos de ia pena. 

“En armonía con el criterio seguido en las disposiciones antes reseña- 
das, la Orden de la Presidencia del Gobierno de 25 de julio de 1935, de 
claró que pera que loe funcionarios públicos civiles y militares a quienes 
se imponga la pena de separación del servicio tengan derecho a hacer 
efectivos loe haberes pasivos que les reconoce el art. 94 del Estatuto de 
Clases Pasivas, es necesario que por los Ministerios de que dependan se 
declare cuando sea procedente, que se hallan en situación de jubilados o 
de retirados por concurrir para ellos las condiciones exigidas por los ar- 
tfculos 6.“, S.“, 49 y 55 del expresado texto legal, por todo lo cual es 
visto que al recurrente, de cuya hoja de servicios y documentación com- 
plementaria obrante en el expediente resulta haberlos prestado por mas 
de veinte aíios con abonos y que fu6 condenado a la pena accesoria de 
separación del servicio, le as¡ste, en principio, derecho al disfrute de 
haberes pasivos, siendo imprescindible para que puede tener lugar el se- 
ñalamiento de los que fueren pertinentes, que previamente al mismo sea 
declarado por el Ministerio del Aire en situación de retirado, lo que no 
se ha hecho en el presente caso y a cuya declaración, ya de oficio, ya a 
instancia del interesado hay que, sin prejuzgar las facultades de la auto- 
ridad competente, reconocerle derecho, toda vez que de otro modo quedaría 
sin eficacia lo establecido en los preceptos anteriormente mencionados del 
C6digo de Justicia Militar y del Estatuto de Clases Pasivas, de acuerdo 
ademas con la interpretaciún y normas de aplicación del último dada en 
la indicada Orden de la Presidencia del Gobferno. 

“En tanto no se produzca la declaración ministerial de pase a la dtua- 
ci6n de retirado no puede haberse solicitado eficazmente por el interesado 
el sefia1amient.o de haberes pasivos y ello imposibilita tambien acceder 
al pedimento formulado en el recurso de que se declare la procedencia 
de señalarle haberes pasivos, pero al ser presupuesto indispensable la exis- 
tencia de tal declaración pare le decisión administrativa válida sobre ,&- 
rechos pasivos, tampoco puede ser confirmada la resolución recurrida síp. 
que en aquella se decida que el actor carece de derecho a haberes pasivos, 
por io que procede la estimación en parte del recnrao interpuesto contra 
ei acuerdo impugnado a fin de que pueda darse cumplimiento adecuado _ 
a 10s mencionados preceptos legales.” ,. 

VII. RETIROS. GUARDIA CIVIL 

No tiene derecho a ser declarado en situación de “retira- 
do” el Guardla Civil dado de baja en el Cuerpo en virtud 
de providencia gubernativa. 

genten.& de W de septiembre de lS6Z-El actor habfa causado baja 
en el Cuerpo por estimarse perjudicial 8u continuación en el eet+cio, 
con arreglo a la Real Orden circular de 17 de enero de 1893. 



La Sala, al desestimar el recurso, fundamenta el fallo en la stgulente 
breve corwíderación: 

“Con arreglo a la dlsposlción adicional segunda de la Ley de 31 de dl- 
clembre de 1921, en relación con la disposición adicional sexta del Esta- 
tuto de Claaes Pasivas, el recurrente, que ingresó en la Guardia Civil 
en 1 de febrero de 1924 y fu6 dado de baja en la misma por Orden de 
29 de julio de 1947 del Director General del Cuerpo, en virtud de la 
Real Orden circular de 17 de enero de 1993, no tiene derecho a pensi6n 
alguna ni, por consiguiente, a la declaración de retirado por edad que 
Interesa. ajustándose por ello a Derecho las resoluciones recurridas.” 

VIII. SEPARADOS DEL SERVICIO. GRATIFICACIONES DE DESTINO 

No es computable este devengo para formar el regulador. 

Sentencia & 26 de octubre de 196.5.-La Sala desestima recurso inter- 
puesta por el actor -separado del servicio a consecuencia de fallo del 
Trlbunal de Honor- contra acuerdo de actualisaclón de su haber pasivo, 
en el que se le denegó el cómputo del importe de la gratificación de 
destino. 

He aqul la breve fundamentación del fallo: 
“El recurrente, Teniente de Artlllerfa separado por el Tribunal de 

Honor que implantó la Ley de 1 de mano de 1940, interesó del Consejo 
Supremo de Justlcla Militar, al actualltirsele su haber pasivo conforme 
a la Ley 82, de 2.3 de dlclembre de 1991, que se computara la gratlflcaclón 
de destino, extremo que fu6 desestimado al amparo de la Ley de 13 de 
julio de 1950, puesto que únicamente concede aquélla a los Generales, 
Jefes, Ollclales y Subollclales de cualquiera de los Ejercitos e Institutos 
Armado8 que pasen a la reserva o sean retirados. 

“Al cont@lr8l%e administrativamente diStlnta8 las situaciones de sepa- 
rado y retirado, no es posible, como propugna el actor, la identlficaclbm 
de ambas para que 8c le aplique el bcneflcio que significa la expresada 
Ley de 13 de julio de 1950, constreñida exclusivamente, según acaba de 
puntuallzame, a 10s funcionarlos militares en reserva o retirados, porque 
eR0 8upondrfa imprlmlrle una amplitud que no se armonizarfa con la ln- 
terpretación estricta que corresponde a cualquier norma referente a ma- 
teria de clases pasivas.” 

En el mismo sentido, sentencias de 27 y 29 de noviembre. 

OLECABIO GONZÁLE GAacfA 
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